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Como académico y litigante en el área de Derecho Penal, me ha llamado 
poderosamente la atención el tema de la “SANCIÓN A LOS MENORES 
INFRACTORES DE LA LEY PENAL”, en cuanto las diferencias existentes en  el 
derecho continental y el derecho anglosajón1;la conformidad o inconformidad 
social que genera en nuestro país la aplicación de las normas sancionatorias a los 
menores, establecida “en el artículo 177 de la Ley 1098 de 2006 o Código de la 
Infancia y Adolescencia”2, teniendo en cuenta que nuestra Constitución Nacional le 
protege sus derechos por encima de cualquier otro derecho artículo 443. De la 
misma manera, dentro de esta investigación, estableceré si las normas internas o 
colombianas se encuentran acordes con el ordenamiento Internacional como la 
“Convención Sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989”4,o por el contrario, nuestra 
legislación es extremadamente flexible y protectora de los menores infractores. De 
igual forma se analiza desde “Las Directrices de las Naciones Unidas para la 
prevención de la delincuencia juvenil”5, así “como Las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de justicia de los menores”6. 
 
En este tema se ha llevado a planteado el siguiente problema ¿La sanción 
impuesta a los menores infractores en la  Ley 1098 de 2006, en su artículo 177 
cumple con los fines de la pena en el Estado Social y Democrático de Derecho?, 
teniendo en cuenta que las sanciones allí establecidas hacen referencia a: “I) la 
amonestación, II) la imposición de reglas de conducta, III) la prestación de 
servicios a la comunidad, IV) la libertad asistida. V) la internación en medio 
semicerrado, VI) la privación de la libertad en centro de atención especializado”,  
 
1. Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y Domínguez, María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor 
en el sistema penal colombiano”. Estudiantes de derecho. Séptimo semestre. Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá. Colombia. 
“Fecha de recepción: 15 de septiembre de 2010. Fecha de aceptación: 9 de noviembre de 2010”, hallable en:  
“http://www.javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/univ_est/documents/7Laimputabilidad.pdf”  
 
2. “Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia, Publicada en el Diario Oficial 46.446, el 
8 de noviembre de 2006. Artículo 177, modificado por el art. 89 de la Ley 1453 de 2011. Diario Oficial N°48.110 del 24 de 
junio de 2011”. 
 
3. Constitución Política de Colombia 1991. “Artículo 44. Momo Ediciones. Publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 
20 de julio de 1991”. 
 
4. “Convención Sobre Los Derechos del Niño. Resolución 44/25 del 20 de noviembre de 1989 de la Asamblea General de 
Las Naciones Unidas, Nueva york. Artículo 40. Sánchez, Hernando y Sánchez, Raúl Eduardo “Código de Derecho Penal 
Internacional” Págs. 741 y 742. Editorial Universidad del Rosario-2007”. 
 
5. “Las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil adoptadas por la Asamblea de las 
Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1990, conocidas como Directrices del Riad (Resolución 45/112)”,  De  la Cuesta 




6. Reglas de Beijing, “Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 1985”.   





me lleva a plantear dos hipótesis: 
 
1.- La sanción impuesta a los menores infractores en la  Ley 1098 de 2006, en su 
artículo 177 si cumple totalmente con los fines establecidos en el artículo 178 7 de 
esta obra, en el “Estado Social y Democrático de Derecho”.  
 
2.- La sanción impuesta a los menores infractores en la  Ley 1098 de 2006, en su 
artículo 177 no cumple totalmente con los fines establecidos en el artículo 178 de 
esta obra,  en el Estado Social y Democrático de Derecho. 
 
En el primer capítulo, que tiene que ver con la sanción a los menores infractores 
de la ley penal en un estado social y democrático de derecho, dentro del cual 
contiene este planteamiento, relacionado con el objetivo general de este trabajo de 
investigación, el cual es “Determinar si la sanción impuesta a los menores 
infractores de la ley penal, en el artículo 177 de la Ley 1098 de 2006 cumple 
totalmente con los fines establecidos en el artículo 178 de esta obra, en el Estado 
social y Democrático de Derecho”, o como lo dice Claus Roxin8, cuando hace 
relación a la fiabilidad y seguridad en la aplicación del derecho penal 
reducido a lo necesario por fines de prevención. 
 
Esta investigación está encaminada al análisis teórico de las legislación nacional 
que regula las sanciones que se imponen “a los menores de edad como 
infractores de la ley penal” y si ello es acorde a los fines establecidos en el artículo 
178 de esta obra, en nuestro Estado Social y Democrático de Derecho. 
 
Así tenemos que los objetivos específicos de esta investigación son: 
 
1.- Determinar la realidad de la Base Jurídica respecto de la criminalidad de los 
menores adolescentes y las sanciones a imponer en un “Estado Social y 
Democrático de Derecho”. 
 
2.- Establecer los derechos penales respecto de la sanción de los adolescentes 
hacia la operatividad del libre desarrollo de su personalidad dentro de los cánones 
de un Estado Social y Democrático de Derecho. 
 
Estos dos objetivos específicos corresponden al segundo y tercer capítulo de este 
trabajo de investigación, ya que el primer capítulo está encaminado a la exposición  
y  desarrollo  de  los  lineamientos  en  cada  una  de  las formas de  
 
7. “Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, Publicada en el Diario Oficial 46.446, 
el 8 de noviembre de 2006. Art. 178.- Finalidad de las sanciones. Las sanciones señaladas en el artículo anterior tienen una 
finalidad protectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán con el apoyo de la familia y de especia-listas. El juez podrá 
modificar en función de ¡as circunstancias individuales del adolescente y sus necesidades especiales las medidas 
impuestas”. 
 





Estado y los fines que persiguen para lo cual necesariamente se hará un análisis 
de derecho comparado en la elaboración de este documento. El cuarto capítulo 
que tiene que ver con la responsabilidad civil de “los menores infractores de la ley 
penal” y las propuestas de reforma legislativa. 
Por último, me permito manifestar que en este trabajo se configuran las fuentes 
secundarias y terciarias.  En  las  secundarias  se  analizan  artículos,  revistas, 
tesis y sitios web, entre otros que tienen que ver con el tema y el planteamiento 
del problema propuesto; con relación a las fuentes terciarias acudo a la 
información o fuentes obtenidas por otros autores. 
Este documento se encuentra orientado a reactivar una verdadera política 
criminal, que no sólo garantice los derechos de los menores infractores de la ley 
penal, sino que a la par, se garantice de igual manera, los derechos sociales de 
forma justa y equitativa conforme a nuestra legislación penal colombiana. Espero 
que las propuestas desarrolladas en cada uno de estos capítulos que originan y 
sustentan esta tesis sean de gran ayuda para los debates que se desarrollen 
“desde los puntos de vista académico y jurídico”, pero lo esencial, que se 
establezca un ordenamiento penal acorde a la realidad social que impera no sólo 





























La sanción que se ha venido imponiendo a “los menores infractores de la ley 
penal” en Colombia ha tenido variantes desde el Código Penal de 1936 hasta 
nuestra legislación actual, lo cierto es, y como ya se menciona en otras 
investigaciones al respecto, que los menores en materia penal nunca han sido 
plenamente responsables9, dada su condición de inimputables en ciertas 
legislaciones y épocas, como llegar a tener cierto grado de responsabilidad penal 
pero muy diferenciadas con la de los adultos. De todas formas con 
responsabilidad penal tal y como lo pregonaba Enrico Ferri10. Conforme a esto, 
tenemos que decir que los adolescentes de 14 a menores 18 años infractores a la 
ley penal son responsables por sus conductas punibles enmarcadas dentro de “la 
ley 599 de 2000, o Código Penal”, pero la sanción no corresponde a ésta, por 
mandato expreso no solo del artículo 3311, sino a la “Ley 1098 de 2006 o Código 
de La Infancia y La Adolescencia en su artículo 177”12. De la misma manera se 
hace necesario diferenciar entre la pena y la medida de seguridad, como se está 
aplicando en los distintos esquemas: causalista, finalista y funcionalista, Franz Von 
Listz, para quien la pena es esencialmente finalista que tiene por objeto la 
protección de los bienes jurídicos13, igualmente dijo en el primer Congreso de 
Bruselas “queremos conseguir un fin práctico, queremos combatir la 
criminalidad14, Hans Welzel creador de la teoría final de  
 
9. Ignacio Arboleda, Carlos; Vaquero María Carolina y Domínguez, María Paulina.- “LA INIMPUTABILIDAD DEL MENOR 
EN EL SISTEMA PENAL COLOMBIANO”  Artículo con Fecha de “recepción: 15 de septiembre de 2010, Fecha de 
aceptación: 9 de noviembre de 2010”. “Desde el Código Penal de 1936 hasta la actualidad, el menor ha sido distinto para la 
ley. Si bien nunca ha sido tratado como un sujeto plenamente responsable en materia penal, su concepción ha variado 
yendo desde ser un inimputable hasta ser responsable en menor medida”. Hallable en 
“http://www.javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/univ_est/documents/7Laimputabilidad.pdf. Pág. 158” 
 
10. “Todo sujeto activo de un delito, afirma Ferri, es siempre penalmente responsable, sean cualesquiera las condiciones 
fisicopsíquicas, en las que ha deliberado y cometido el hecho”. Reyes Echandía, Alfonso “Derecho Penal” Undécima 
Edición, pág. 18. Editorial Temis S. A. 2002  
 
11.  “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal”. Momo Ediciones. Fecha de expedición 24/07/2000. 
Fecha de entrada en vigencia 24/07/2001. Diario oficial 44097 24 de julio de 2000. Artículo 33: Inimputabilidad.-Inciso 3 
“Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil”. “Este inciso fue 
declara exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-839 de 2001. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra” 
 
12. “Ley 1098 de 2006, Noviembre 8. Por la cual se expide el Código de La Infancia y La Adolescencia. Momo Ediciones. 
Artículo 177: Sanciones. Artículo modificado por el artículo 89 de la Ley 1453 de 2011. Son sanciones aplicables a los 
adolescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal: La amonestación. Imposición de reglas de 
conducta. La prestación de servicios a la comunidad. La libertad asistida. La internación en medio semicerrado”. “La 
privación de libertad en centro de atención especializado. Las sanciones previstas en el presente artículo se cumplirán en 
programas o centros de atención especializados los que deberán acogerse a los lineamientos técnicos que para cada 
sanción defina el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. PARÁGRAFO 1o. Para la aplicación de todas las sanciones la 
autoridad competente deberá asegurar que el adolescente esté vinculado al sistema educativo. El Defensor de Familia o 
quien haga sus veces deberán controlar el cumplimiento de esta obligación y verificar la garantía de sus derechos. 
PARÁGRAFO 2o. El juez que dictó la sanción será el competente para controlar su ejecución. PARÁGRAFO 3o. Los 
centros de atención especializada deberán cumplir lo establecido en los artículos 50 y 141 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia”. 
 
13. FRANZ VON LISTZ Y EL “PROGRAMA DE MARBURGO” Prefacio pág. 11, Manuel de Rivacoba. Viña del Mar (Chile) 8 
de octubre de 1984. Hallable en: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/2/991/2.pdf. 
 
14. III LA UNIÓN INTERNACIONAL DE DERECHO PENAL COMO EXPRESIÓN DE LA ESCUELA DE POLÍTICA 
CRIMINAL, pág. 99. Hallable en: http://aidpespana.uclm.es/pdf/berdugo/III. 
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la acción, y para él, ésta es ejercicio de actividad final 15, Mir Puig, para quien la 
pena es instrumento legal para disuadir a los coasociados de cometer delitos16, 
para concluir si Colombia como “Estado Social y Democrático de Derecho”,  
cumple o no, con los postulados internacionales, sobre que esquema, y cuál sería 
el ideal. 
 
Otra sanción, aclaro que aunque no forma parte del tema de este trabajo, se 
tocará superficialmente pues se encuentra relacionada con la responsabilidad civil, 
lo cual tiene que ver con la reparación del daño causado con la conducta punible a 
la víctima, los conceptos de los alemanes referidos al “proceso adhesivo”17, 
españoles y de los países hispanoamericanos, aunque distan unos de otros, los 
resultados no parecen tener mayor eco jurídico, pues en nuestro País “el Código 
Penal en su artículo 96”, establece esta obligación de indemnizar18. Los artículos 
102 y 105 de la Ley 906 de 20419, hacen referencia a la reparación integral de los 
daños causados con la conducta criminal, en “concordancia con los artículos 169 y 
170 de la Ley 1098 de 2006”20. Otro de los factores a tratar en este trabajo de 
investigación, tiene que ver con la comprensión de la ilicitud de la conducta y el 
poder determinarse conforme a ella, temas tratados por Roxin  quien se inclina por 
la segunda pero basado en el criterio de la prevención especial cuando refiere la 
culpabilidad como condición de la pena21, Jackos para quien abarca todo22, Puig 
quien refiere la 
 
15. CONDE, Francisco Muñoz, “Introducción al Derecho Penal”, pág. 263. Segunda edición. Editorial IB de IF.Montevideo – 
Buenos Aires.2001 Julio César Faira– Editor 
 
16. Cfr. “Santiago Mir Puig, Función de la pena y teoría del delito en el Estado Social y Democrático de Derecho”, 
Barcelona, Ed. Bosch, 1982, págs.. 42-48. – ECHANDÍA, Reyes Alfonso DERECHO PENAL, Ed. Temis, undécima edición, 
pág. 253 
 
17. KURT MADLENER. “EL REDESCUBRIMIENTO DE LA VÍCTIMA POR LA CIENCIAS PENALES” pág. 54   Hallable en: 
“http://www.bibliojuridica.org/libros/4/1755/6.pdf” 
 
18. “Ley 599 del 24 de julio de 2000, Por el cual se expide el Código Penal, Ed. LEGIS. Art. 96 OBLIGADOS A 
INDEMNIZAR. Los daños causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, en forma 
solidaria, y por los que, conforme a la ley sustancial, están obligados a responder”. 
19. “Ley 906 de agosto 31 de 2004, por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, (Corregida de conformidad con 
del Decreto 2770 de 2004 Diario Oficial N°45.657 del 31 de agosto de 2004) Art. 102 Procedencia y ejercicio del incidente 
de reparación integral. Modificado por el art. 86, ley 1395 de 2010  Diario oficial 47768 de julio 12 de 2010, Emitido el 
sentido del fallo que declara la responsabilidad penal del acusado y, previa solicitud expresa de la víctima, o del fiscal o del 
Ministerio Público a instancia de ella, el juez fallador abrirá inmediatamente el incidente de reparación integral de los daños 
causados con la conducta criminal, y convocará a audiencia pública dentro de los ocho (8) días siguientes.  Ed. MOMO 
EDICIONES. Artículo 105, Modificado por el art. 88, ley 1395 de 2010  Diario oficial 47768 de julio 12 de 2010, Decisión de 
reparación integral. En la misma audiencia el juez adoptará la decisión que ponga fin al incidente, la cual se incorporará a la 
sentencia de responsabilidad penal”. 
20 “Ley 1098 de 2006, Noviembre 8. Por la cual se expide el Código de La Infancia y La Adolescencia. Art. 169 De la 
responsabilidad penal. Las conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y que no hayan 
cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en 
la presente ley. Artículo 170.Incidente de reparación. Los padres, o representantes legales, son solidariamente 
responsables, y en tal calidad, deberán ser citados o acudir al incidente de reparación a solicitud de la víctima del 
condenado o su defensor. Esta citación deberá realizarse en la audiencia que abra el trámite del incidente. Momo 
Ediciones”. 
21.  ¿Normativismo Radical o Normativismo Moderado? Abanto Vásquez, Manuel A. – Perú. Pág. 710, 711 Artículo, 
Hallable en: “http://www.revistajuridicaonline.com/index.php?option=com_content&task=view&id=482&Itemid=34” 
 





imputación personal del hecho antijurídico incluido “bajo la categoría de 
culpabilidad depende de criterios normativos con exigencia de elementos 
empíricos en el sujeto o en la situación en que actúa”23, y Zaffaroni para quien  “la 
culpabilidad es de carácter normativo, fundado en la convicción de que el sujeto 
podría hacer algo distinto a lo que hizo y le era exigible en esas circunstancias que 
lo hiciera”24,cuando hacen referencia a la imputabilidad, de donde se determina la 
calidad de la pena a imponer. 
 
Todo este conjunto de conceptos sobre la pena y las circunstancias requeridas 
para su aplicación, tienen que ver desde el punto de vista de la sanción impuesta 
a los menores adolescentes como medida pedagógica, pues a ellos se les 
investiga y procesa por la “Ley 906 de 2004, o Código de Procedimiento Penal”, 
por las conductas cometidas conforme a la “Ley 599 de 2000 o Código Penal”, 
pero la medida a imponer son las contenidas en la “Ley 1098 de 2006 o Código de 
la Infancia y la adolescencia”, de tal forma que hay que establecer bajo qué 
circunstancias actuaron en la comisión del hecho y que alcance tiene su 
responsabilidad. La Honorable Corte Suprema de Justicia refiere la compatibilidad 
de nuestra legislación con los Estándares Internacionales sobre los derechos de 
los niños25, cuando dice: “3. Para la Corte es evidente que el Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes implementado en la Ley 1098 de 2006, Libro II, en materia de 
sanciones respecto de un comportamiento definido como delito del que ha sido declarado 
responsable un menor de edad, cumple los citados estándares internacionales.”, lo cual 
igualmente es objeto de esta investigación determinando que en la realidad 
nuestra legislación ha extremado dicho alcance, lo que ha generado y sigue 
generando malestar jurídico de la colectividad social. Comprender en qué consiste 
el Estado Social y Democrático de Derecho, cuales es su finalidad, hace 
entendible todo lo relacionado con la sanción a imponer a “los menores infractores 
de la ley penal” y si esta aplicación coincide con este modelo de Estado. Para 
llegar a esto se hace necesario estudiar y explicar las teorías de la pena tanto 
absoluta como relativa, para hacer la comparación legal de las medidas 
pedagógicas aplicadas a los menores infractores, de donde se puede concluir 
sobre la existencia de una injusticia social, y que se hace necesario revisar no 
solamente la legislación colombiana al respecto, sino, los estándares 
internacionales que regulan este tema. 
 
23. Santiago Mir Puig. “LIMITES DEL NORMATIVISMO EN DERECHO PENAL”. “Revista Electrónica de Ciencia Penal y 
Criminología ISSN 1695-0194. ARTÍCULOS RECPC 07-18 (2005), pág. 22”. Hallable en: 
“http://criminet.ugr.es/recpc/07/recpc07-18.pdf” 
 
24. NIEVES, Ricardo “TEORÍA DEL DELITO Y PRÁCTICA PENAL”. Ministerio Público. Escuela Nacional Ministerio Público- Santo Domingo, 
D.N., República Dominicana. Este libro fue diagramado por Editora Centenario y se terminó de imprimir en Editora Centenario, S. A. Av. 
Monumental, No. 6. Santo Domingo en diciembre de 2010. pág. 56Hallable en: http://www.procuraduria.gov.do/Novedades/PGR-
661.pdf 
 








“LA SANCIÓN A LOS MENORES INFRACTORES DE LA LEY PENAL EN UN 
ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO” 
 
1.- RESEÑA HISTÓRICA: 
 
Teniendo en cuenta que el tema de esta investigación es la sanción a los menores 
infractores de la Ley penal, ello ciertamente tiene que ver con el concepto de 
imputabilidad y de inimputabilidad, por tal motivo tenemos que adentrarnos en 
antecedente jurídico colombiano a partir del Código Penal de 1936. 
 
1.1.- El artículo 29 de la Ley 95 del 24 de abril de 1936 o Código Penal, en su 
contenido establece que las infracciones cometidas por personas no 
comprendidas en esta disposición son intencionales o culposas26, situación que 
permite establecer que los menores de edad podían cometer conductas 
intencionales o culposas, por encontrarse fuera de esta disposición, lo que 
significaba que se les aplicaba las sanciones determinadas en cada tipo penal, por 
considerarse imputables. 
 
1.2.- El decreto 100 de 1980 o Código Penal en su artículo 31cuando refería 
sobre los inimputables decía: “quien en el momento de ejecutar el hecho legalmente 
descrito, no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión, por inmadurez psicológica o trastorno mental…” aquí refiere los dos momentos 
como son la “capacidad de comprender la ilicitud de su conducta y el poder 
determinarse de acuerdo a esa comprensión”, pero con relación a los menores de 
edad esto no es lo que se tiene en cuenta, pues la misma norma establecía: “…para 
todos los efectos, se considera penalmente inimputable al menor de dieciocho (18) años…”.27,en 
otras palabras, son inimputables por mandato expreso de la norma, considero que 
no existe presunción alguna al respecto sobre este hecho tal y como lo exponen 
algunos autores (Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y Domínguez, 
María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor en el sistema penal 
colombiano”.28, lo que significa que la sanción a imponerles son las medidas de 
seguridad contenidas en este  
 
26. Ignacio Arboleda, Carlos; Vaquero María Carolina y Domínguez, María Paulina.- “LA INIMPUTABILIDAD DEL MENOR 
EN EL SISTEMA PENAL COLOMBIANO”  Artículo con Fecha de “recepción: 15 de septiembre de 2010, Fecha de 
aceptación: 9 de noviembre de 2010”. “…3 EL TRATAMIENTO DEL MENOR EN LA LEGISLACIÓN PENAL 
COLOMBIANA”, pág. 160. Artículo 29: “al tiempo de cometer el hecho, se hallare el agente en estado de enajenación 
mental o de intoxicación crónica producida por el alcohol o por cualquiera otra sustancia, o padeciere de grave anomalía 
psíquica, se aplicarán las sanciones fijadas en el Capítulo II del Título II de este libro…”. 
 
27. “Decreto 100 de 1980, por el cual se expide el Nuevo Código Penal, Diario oficial N° 35.461 del 20 de febrero de 1980. 
Derogado por la ley 599 de 2000. Arts. 31…, 34. (Modificado por el art.165 del Decreto 2737 de 1989) Menores. Para todos 
los efectos se considera penalmente inimputable al menor de dieciocho (18) años”.  
 
28.  Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y Domínguez, María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor 
en el sistema penal colombiano”. Pág. 160, 161 
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estatuto en su título V, capítulo único, artículo 93 y ss.29. 
 
1.3.- “El decreto 2737 de 1989 o Código del Menor”, en su Parte Primera, Título 
I, artículo 30 establece las circunstancias en que un menor se halla en situación 
irregular y entre ellas el numeral 4° establece: “Haya sido autor o partícipe de una 
infracción penal.”30el artículo 194 de esta obra, establece expresamente que las 
medidas que se aplican son las consagradas en éste Código, es así como en el 
Capítulo Tercero, artículo 204, establece que se le aplican a los menores 
infractores de la ley penal, la: 
 
1. “Amonestación al menor, y a las personas de quienes dependa”.  
2. “Imposición de reglas de conducta”.  
3. “Libertad asistida”.  
4. “Ubicación institucional”.  
5. “Cualquiera otra medida que contribuya a la rehabilitación del menor”.  
En el artículo 208 de este estatuto hacía referencia a la ubicación institucional 
cuando no fuera necesaria la aplicación de otra medida que refería el artículo 204; 
igualmente estaba el artículo 209 para ubicar al menor en una institución de 
carácter cerrado cuando se dieran las siguientes circunstancias: 1. Cuando se 
trate de una “infracción a la Ley penal, cometida mediante grave amenaza o 
violencia a las personas”.  2. “Por reiterada comisión de infracciones penales”. 3. 
“Por incumplimiento injustificado de la medida anteriormente impuesta”. En el 
parágrafo de esta disposición señala la creación de estas instituciones por parte 
del Estado y la apropiación presupuestal por parte del “Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar” para atender su funcionamiento. Lo cierto es que las 
instituciones no contaron ni cuentan con el presupuesto necesario para el 
cumplimiento de la ley, por lo que la infracciones graves de los menores no se 
cumplían ni se cumplen, haciéndose necesario remitir estos menores a sus 
familias en cumplimiento de la sanción que les imponga el Juez.  
 
En ciertas ciudades existen estas instituciones cerradas pero la mayoría no 
garantizan la permanencia allí de los menores infractores quienes se evaden de 
las mismas para no cumplir con la sanción, cuya finalidad es la rehabilitación del 
menor, pero al igual que otros conceptos de autores, el Estado a través de este 
Estatuto fue excesivamente proteccionista de sus derechos. 
 
1.4.- “Ley 599 de 2000 o Código Penal”, en su artículo 33 hace un cambio donde 
el menor de edad infractor de la ley penal deja de ser un inimputable  
 
29. Decreto 100 de 1980, Capítulo “VI” Artículo 33  “MEDIDAS APLICABLES. A los inimputables se les aplicarán las 
medidas de seguridad establecidas en este Código”. TITULO V. Capítulo único, Art. 93. “Son medidas de seguridad 1. La 
internación en centro psiquiátrico o clínica adecuada. 2. La internación en casa de estudio o trabajo. 3. La libertad vigilada”. 
 
30. Decreto 2737 de 1989…Título V “DEL MENOR AUTOR O PARTÍCIPE DE UNA INFRACCIÓN PENAL” Capítulo I, 
Artículo 163 y ss. Capítulo II artículo 194…, Capítulo III artículo 204…. Artículo 208… artículo 209…. 
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para proceder a darle un tratamiento especial, al respecto este tipo penal dice: “… 
es inimputable quien en el momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuviere la 
capacidad de comprender su ilicitud o determinarse de acuerdo con esa comprensión, por 
inmadurez psicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares. No será 
inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno mental. Los menores de dieciocho 
(18) años estarán sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil…”.31. En este nuevo 
sistema, los menores que hayan infringido las leyes penales son juzgados por el 
procedimiento ordinario pero con objetivos diferentes, donde se les asigna para 
ello autoridades especiales, en otras palabras, ante una jurisdicción penal 
especial, con el fin de dar cumplimiento a las normas y estándares de rango 
Internacional protectora de sus derechos y obligatoria para los Estados.   
 
A este respecto la Honorable Corte Suprema de Justicia se pronunció sobre el 
cambio del concepto de inimputabilidad por la titularidad de derechos pero con el 
surgimiento de “una responsabilidad penal, aunque disminuida en comparación 
con la de los adultos”.32Como se dijo anteriormente la “Ley 599 de 2000 o Código 
Penal”, en su artículo 33 establece el sometimiento de los menores de 18 años “al 
Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil”, queriendo significar esto, que la “ley 
1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia” en su artículo 169 
establece su responsabilidad penal33cuyas sanciones se encuentran determinadas 
en el artículo 177 de esta obra, así: “i) la amonestación, ii) la imposición de reglas 
de conducta, iii) la prestación de servicios a la comunidad, iv) la libertad asistida. 
V) la internación en medio semicerrado, vi) la privación de la libertad en centro de 
atención especializado”. Este cambio aunque sigue siendo flexible, por lo menos, 
se aproxima más a la aplicación del concepto de lo que es justicia con observancia 
de los estándares internacionales que regulan la protección y derechos de los 
niños. 
 
2.- IMPUTABILIDAD.- Como puede observarse, en nuestra legislación, el menor 
infractor de la ley penal es considerado un imputable, en otras palabras, que sabe 
o tiene conocimiento de que la conducta es contraria a la ley y sin embargo 
encamina su voluntad a ejecutarla pudiendo evitarlo, lo que genera una 
responsabilidad penal pero eminentemente pedagógica como lo ha señalado la 
Honorable Corte Suprema de Justicia. Algunos autores, sobre esta  
 
31. “Ley 599 de 2000 o Código Penal, artículo 33”. 
 
32. “Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de febrero 24 de 2010, MP. JOSÉ LEONIDASBUSTOS 
MARTÍNEZ EL PROCESO PENALDE JUSTICIA Y PAZ, Compilación de autos de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia pág.57”. “Con dicha legislación, en materia de consecuencias del actuar delictivo delas personas 
menores de 18 años, se cambió el concepto de inimputabilidad, por el de la titularidad de derechos y en contraprestación 
una responsabilidad penal, aunque disminuida en comparación con la de los adultos; de suerte que en tal comprensión los 
jóvenes con edades entre 14 y 18 años, son capaces de culpabilidad y son imputables, y por tanto responsables 
penalmente aunque dentro de una dimensión eminentemente pedagógica, específica y diferenciada27”. Hallable 
en:http://190.24.134.121/webcsj/Documentos/Revistas/Libro%20proceso%20penal%20tomo%20II%20CSJ.pdf 
 
33. “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia CAPÍTULO III. REPARACIÓN DEL DAÑO. ARTÍCULO 
169. DE LA RESPONSABILIDAD PENAL. Las conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y 
que no hayan cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas 
consagradas en la presente ley”. 
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situación hacen referencia a una imputabilidad notablemente disminuida en 
relación con otros que hayan podido cometer el mismo injusto, así lo reseña Raúl 
Eugenio ZAFFARONNI, Roxin, para Mir Puig no acepta que el individuo al arribar 
a la edad penal pase a ser capaz de comprender la ilicitud de su conducta o del 
acto. Cuando hacen referencia a la imputabilidad disminuida, ROXIN se refiere a 
la disminución de la capacidad sin que ello signifique la perdida de la  capacidad  
de  comprensión  de  lo  ilícito  ni  la   autodeterminación,   por   esta situación se 
le debe aplicar pena igualmente disminuida34. 
 
3.- MODIFICACIONES HECHAS POR LA LEY 1098 DE 2006: 
 
3.1.- RESPECTO DE LA SANCIÓN.- Con relación a la sanción contenida en el 
Código del Menor, “en el Código de la Infancia y la Adolescencia” se puede 
observar dos modificaciones: 
 
3.1.1.- Internación en medio semicerrado.-  La internación en medio 
semicerrado la cual es obligatoria hasta por tres años para el menor infractor 
durante su vinculación al programa especializado en horario no escolar o los fines 
de semana35.  
 
3.1.2.- Privación de la libertad.- La cual está contenida en el artículo 187, pero 
solo aplicable a los menores de 18 a 16 años, limitándolos a los “delitos cuya pena 
sea o exceda de seis años de prisión” establecida en el Código Penal; igualmente 
limita la sanción de uno (1) a cinco (5) años de “privación de la libertad en centro 
especializado”. En el inciso tercero aplica esta sanción a los “menores de 18 a 14 
años que sean hallados responsables de los siguientes delitos: homicidio doloso, 
secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, 
integridad y formación sexual”, aumentando la duración de la sanción de 2 a 8 
años sin lugar a beneficios para redimir penas. Esta sanción la puede sustituir el 
Juez cuando así lo considere; igualmente el parágrafo de esta disposición 
establece que si “estando vigente” la sanción el menor cumple los 18 años o la 
mayoría de edad seguirá cumpliendo la sanción en centro de atención 
especializado, aquí cabe hacernos la siguiente pregunta ¿si la persona es mayor 
de edad pero está siendo juzgada por delito cometido antes de la mayoría de esta 
edad, es decir no está hasta el momento vigente sanción alguna y llega a ser 
condenado, es aplicable esta disposición, o se remite a la reclusión para adultos? 
Lo cierto es, que si se aplica el cumplimiento de la sanción como mayor de edad 
en dicho centro debe darse separado de los menores como lo establece la 
disposición.  
 
34. Suñez Tejera, Y. y González Hernández, M.: "La determinación de la pena de acuerdo a la capacidad de culpabilidad 
que posee el adolescente", en “Contribuciones a las Ciencias Sociales”, Febrero 2012, Hallable en: 
“www.eumed.net/rev/cccss/18/” 
 
35. “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia artículo 186”. “Medio semi-cerrado. Es la vinculación del 
adolescente a un programa de atención especializado al cual deberán asistir obligatoriamente durante horario no escolar o 




4.- LOS FINES DE LA SANCIÓN E IMPUTABILIDAD.-  Conforme al artículo 178 
de la “Ley 1098 de 2006, o Código de la Infancia y Adolescencia”, los fines de la 
sanción son protectores, educativos y restaurativos. Ahora, analizando la situación 
real actual de los menores adolescentes “infractores de la ley penal”, cabe 
preguntarnos ¿el adolescente sicario quien ha asesinado cuatro o más personas, 
por mandato de la norma se le debe educar, proteger y restaurar a la sociedad? 
¿Los medios legales son suficientes para conseguir estos fines en caso de ser 
posible? ¿Si no es posible esta finalidad, como protegemos ya no al menor sino a 
la sociedad de su peligrosidad? Para nadie es desconocido, ya que a través de los 
medios periodísticos se pregona el incremento de la criminalidad infantil y juvenil 
en todas sus modalidades, de ahí que se torne interesante el estudio del concepto 
de “imputabilidad” ya que de este nace la sanción como responsabilidad penal y 
no como medida de seguridad que rige para los inimputables. Algunos autores 
como ZAFFARONI, quien sostiene que existen grados de imputabilidad y por 
consiguiente de culpabilidad, que la capacidad síquica se halla disminuida en 
relación con la de los adultos, de la misma manera lo sostiene ROXIN cuando nos 
refiere una imputabilidad notablemente disminuida, de igual manera opina MIR 
PUIG y SOLER. ROXIN36, refiere que una imputabilidad notablemente disminuida 
debe comportar también una pena notablemente disminuida, se entiende en este 
caso, que la sanción debe ser la que trae el tipo penal respectivo pero acorde al 
grado de imputabilidad que tenga el adolescente, lo que no sucede en Colombia, 
pues como se dijo anteriormente, se aplica la “Ley 599 de 2000 o Código Penal” 
en cuanto a las conductas pero no en cuanto a las sanciones allí estipuladas, ya 
que por remisión expresa de la “ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la 
Adolescencia” en su artículo 169 establece su responsabilidad penal37, cuyas 
sanciones son las consagradas en el artículo 177 de esta Ley y descrito 
anteriormente; desde ya, se puede observar que no se cumplen los criterios 
esbozados por los autores en comento con relación a la pena que se impone a los 
“menores adolescentes infractores de la ley penal”, pues no es la establecida en el  
 
36. “Roxin Claus”, “DERECHO PENAL PARTE GENERAL” tomo I, traducción y notas Diego Manuel Luzón Peña, Miguel 
Díaz y García Conlledo, Javier De Vicente Remesal , Ed. CIVITAS, 1997.La imputabilidad o capacidad de culpabilidad 
notablemente disminuida  no es una forma autónoma de "semiimputabilidad"  que se halle entre la imputabilidad y la 
inimputabilidad, sino un caso de imputabilidad, pues elsujeto es (aún) capaz de comprender el injusto del hecho y de actuar 
conforme a esa comprensión. No obstante, la capacidad de control es un concepto graduable: a la persona le puede costar 
más o menos poderse motivar por la norma. En consecuencia, cuando aún existe capacidad de control, pero está 
sustancialmente reducida, por regla general disminuye la culpabilidad (cfr. nm. 36 ss.). El § 21 lo tiene en cuenta mediante 
la creación de una causa de atenuación de la pena”. Pág. 839; pág. 841, “2. La atenuación facultativa de la pena El § 21 
concede sólo una atenuación potestativa. Un problema central discutido del § 21 consiste en saber si ello es compatible con 
el principio de culpabilidad. Si se parte del principio generalmente reconocido de que la penano puede superar la medida de 
la culpabilidad, parece casi evidente que una inimputabilidad notablemente disminuida debe comportar también una pena 
notablemente disminuida,…”. “Santiago Mir Puig, LÍMITES DEL NORMATIVISMO EN DERECHO PENAL, Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología ARTÍCULOSISSN 1695-0194 RECPC 07-18 (2005)RECPC 07-18 (2005) _ 
http://criminet.ugr.es/recpc _ ISSN 1695-0194Lo normativo jurídico hade estar limitado por lo normativo cultural. Ahora bien, 
si nuestra cultura pone al ser humano en la base y en el centro de sus valoraciones, éstas otorgarán valor normativo 
fundamental a la realidad del ser humano. Lo normativo estará también condicionado por lo real. 14... Lo normativo ha de 
relacionarse con lo fáctico, no en una relación lógica, sino causal: nuestro ser real es causa de nuestros valores y en él han 
de desplegar su efecto nuestras normas. Págs. 11 y 12”. 
 
37. “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la adolescencia”, artículo 169 “De la responsabilidad penal. Las 
conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y que no hayan cumplido los dieciocho (18) años 
de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en la presente ley.” 
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respectivo tipo penal así sea disminuida a criterio del Juez, como sucede en otras 
legislaciones como Cuba38, donde tal situación es discrecional del funcionario. 
 
5.- DURACIÓN DE ALGUNAS DE LAS SANCIONES.- Analizando algunas de 
estas sanciones de la “Ley 1098 de 2006, encontramos los siguiente: en el artículo 
185 sobre la libertad vigilada, no puede durar más de dos (2) años; en el artículo 
186 sobre Medio semicerrado, no puede ser superior a tres (3) años”; el artículo 
187 sobre privación de la libertad, para menores de 18 a 16 años, teniendo en 
cuenta la pena mínima de 6 años de prisión o exceda de ella, establecida en el 
respectivo tipo penal, la sanción es de “1 hasta 5 años de privación de la libertad 
en centro especializado. Para los mayores de 14 años y menores de 18 años, 
cuando cometan delitos de homicidio doloso, extorsión en todas sus formas y 
delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual”,  siendo  
hallados  responsables de ellos, la sanción es de 2 hasta 8 años de privación de la 
libertad sin beneficios para redimir penas. Teniendo en cuenta esta situación de 
orden legal y los conceptos de los autores antes mencionados cabe preguntarnos 
¿cómo se determina la imputabilidad en cuanto a su disminución y a través de que 
mecanismo legal, y por ende la responsabilidad disminuida?, en otras palabras 
¿Cómo puede establecerse la falta de control sobre la capacidad de motivación de 
la norma penal en los menores? Esta estimación es tomada por la edad del 
adolescente infractor, según la doctrina, “por el proceso de formación de la 
adolescencia a la adultez”, donde hasta ahora se está adquiriendo y conociendo 
los alcances y efectos de la ley penal, de lo bueno o malo de su actuar, del control 
que debe tener para abstenerse de cometer conductas criminales motivado en la 
norma penal. En la legislación colombiana se tasa la pena por cuartos medios 
conforme al artículo 61 de la “Ley 599 de 2000 o Código Penal”, pero como no se 
aplican las sanciones aquí contenidas, sino las de la Ley 1098 de 2006, es esta 
misma obra la que fija los criterios en su artículo 17939, para definir la sanción a 
aplicar, pero no determina la medición o graduación de su imputabilidad al igual 
que su responsabilidad como su consecuencia. 
 
6.- CRITERIO PERSONAL.- Con atrevimiento frente a la excelencia doctrinal 
citada, no es entendible el concepto de una imputabilidad disminuida por falta de 
capacidad de control frente a la norma por parte del infractor, porque la pregunta 
es ¿es o no, imputable? Es como si se dijera sobre el embarazo “la mujer está  
 
38. “Ley Nº 62 CÓDIGO PENAL DE CUBA - ASAMBLEA NACIONAL DEL PODER POPULAR, Fecha de aprobación 23 de 
diciembre de 1987. Entrada en vigor el 30 de abril de 1988. Art. 17.1. En el caso de personas de más de 16 años de edad y 
menos de 18, los límites mínimos y máximos de las sanciones pueden ser reducidos hasta la mitad, y con respecto a los de 
18 a 20, hasta en un tercio. En ambos casos predominará el propósito de reeducar al sancionado, adiestrarlo en una 




39. “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la adolescencia”, artículo 179 “Criterios para la definición de las 
sanciones. Para definir las sanciones aplicables se deberá tener en cuenta: 1.- La naturaleza y gravedad de los hechos. 2.-
La proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos; las circunstancias y 
necesidades del adolescente y las necesidades de la sociedad. 3.- La edad del adolescente. 4.- La aceptación de cargos 




medio embarazada”, en estas situaciones se está o no  se  está, porque ello define 
situaciones complejas jurídicas frente al bienestar social. Varios son los programas 
televisivos como especiales Pirry o Séptimo Día, entre otros, que muestran a 
menores altamente peligrosos, quienes ya conocían el sistema procesal penal, de 
sus derechos y habían huido de sus Centros especializados de reclusión para 
seguir delinquiendo. Sobre los niños delincuentes se puede observar en internet 
un documental al respecto40, ¿cómo se puede hacer referencia en estos casos a 
una imputabilidad y responsabilidad disminuida? ¿Cómo aplicar unas sanciones 
pedagógicas con respeto a sus derechos consagrados en la ley y excesivamente 
flexibles? Si el menor no está todavía en las condiciones síquicas para alcanzar a 
comprender totalmente su conducta criminal ya sea por inmadurez sicológica u 
otra circunstancia, su tratamiento debe ser de inimputable conforme al artículo 33 
de la Ley 599 de 2000, la Jurisprudencia colombiana a través de la Honorable 
“Corte Suprema de Justicia, sala de casación, sentencia de 7 de julio de 2010, 
M.P., Julio Enrique Socha Salamanca”41, expone lo siguiente: “…la atención de 
organismos multilaterales a efecto de consagrar en diversos instrumentos de derecho internacional 
su protección especial e integral por parte de la familia, la sociedad y el Estado, pues debido a su 
falta de madurez y consiguiente vulnerabilidad o indefensión, urge la necesidad de garantizarles un 
proceso de formación o desarrollo en condiciones adecuadas,…”, así las cosas e 
interpretación, se insiste en que su tratamiento debe ser como inimputable, lo 
cierto es, que la Ley 1098 de 2006 considera la responsabilidad penal como 
imputables a los menores infractores de la ley penal, por eso, la reflexión jurídica 
que aquí se hace. 
 
7. RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES INFRACTORES EN OTRAS 
LEGISLACIONES. 
 
Conforme a lo visto anteriormente, se hace necesario analizar como es el 
tratamiento penal dado a los menores infractores de esta legislación, para así 
entender, si dentro de su autonomía Estatal velan por el cumplimiento de la 
legislación internacional sobre los derechos de los niños, en otras palabras, si 
estos estándares se cumple en todos los Estados y de qué forma. 
 
7.1.- CUBA.- El Código Penal Cubano en su artículo 17.142, establece que la 
sanción a imponer relacionado con los límites de los mínimos y los máximos 
pueden ser reducidos hasta la mitad a las personas de más 16 años y menor de  
 
40. Niños delincuentes Hallable en: http://www.youtube.com/watch?v=wC_dg4fXXW4 
 
41. “Corte Suprema de Justicia. Sentencia 07 de julio de 2010. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. Aprobado Anta N° 
216”. Hallable en: http://190.24.134.121/webcsj/Documentos/Comunicorte/Decisiones/33510%20JULIO%208-
010FALLO%20ACUSATORIO%20MENOR%20INFRACTOR.pdf 
 
42. “Ley Nº 62 CÓDIGO PENAL DE CUBA - ASAMBLEA NACIONAL DEL PODER POPULAR, Fecha de aprobación 23 de 
diciembre de 1987. Entrada en vigor el 30 de abril de 1988. Art. 17.1. En el caso de personas de más de 16 años de edad y 
menos de 18, los límites mínimos y máximos de las sanciones pueden ser reducidos hasta la mitad, y con respecto a los de 
18 a 20, hasta en un tercio. En ambos casos predominará el propósito de reeducar al sancionado, adiestrarlo en una 
profesión u oficio e inculcarle el respeto al orden legal”. Hallable en: http://www.cubanet.org/htdocs/ref/dis/codigo_penal.htm 
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18 años, y si se trata de personas de 18 a 20 años de edad su reducción es hasta 
un tercio. En este País Socialista, “la mayoría de edad se alcanza a los 18 años de 
edad”, conforme al Código de Familia Ley 1289  de  1975  0ctava parte artículo 
320. 
 
El Código Penal Cubano o ley 62 del 29 de diciembre de 1987,  en el artículo 16  
exige para que haya responsabilidad penal que la persona tenga cumplidos los 16 
años. Se puede observar que en este ordenamiento penal la pena a imponer es la 
correspondiente a la contenida en el tipo penal pero reducida en la mitad o un 
tercio, lo único que hay que observar es que cuando la norma nos refiere en su 
contenido “…pueden ser reducidos…” deja dentro del marco de la discrecionalidad 
que el juez aplique o no esta rebaja de la pena. 
 
7.2.- PERÚ.- En este código podemos observar al tenor del artículo 20 numeral 2°, 
que los menores de 18 años son inimputables, igualmente este estatuto penal 
manifiesta “(*) Numeral vigente conforme a la sustitución establecida por el 
Artículo 3 de la Ley Nº 26447,publicado el 21-04-95. Inicialmente este numeral 
había sido modificado por el Artículo Primero del Decreto Ley 25564, publicado el 
20.06.92”,. En este artículo 20, el Legislador Peruano incluyó la inimputabilidad 
con las causales de ausencia de responsabilidad, lo cual configuran  dos  temas  
jurídicos  totalmente  distintos,  razón  por la  cual en el artículo 21 nos habla de la 
responsabilidad restringida con relación al artículo 20, facultando al juez para 
reducir la pena43; no ocurre así dentro del estatuto penal colombiano, el cual los 
establece en el artículo 33 inimputabilidad, y en el artículo 32, causales de 
ausencia de responsabilidad44. De todas formas en la legislación Peruana 
debemos entender que los menores de 18 años están exentos de responsabilidad 
penal, por mandato expreso del artículo 20 numeral 2°. De manera pues, que las 
sanciones impuestas a éstos son las medidas de seguridad establecida con fines 
de curación, tutela y rehabilitación. A estos menores infractores de la ley penal le 
son aplicables en su condición de inimputables la Ley 27337, promulgada en 2 de 
agosto de 2000  y publicada el 7 de agosto del mismo año, o Código de los Niños 
y Adolescentes, a partir del Capítulo III, artículo 183 y ss; las sanciones a aplicar 
son las contenidas en el artículo 217 del Capítulo V, referidas a: “a) amonestación; 
b) prestación de servicios a la comunidad; c) libertad asistida; d) libertad 
restringida; y e) internación en establecimiento para tratamiento”45. Actualmente, 
en el Perú, se está pensando en bajar la edad de los menores a 16 años, motivo 
por el  cual  se presentó el proyecto de ley 1951 de 2012, recibido por el Congreso  
 
43. “Código Penal  del Perú, Decreto Legislativo 635. Promulgado 03-04-91. Publicado 08-04-91 .Artículo II.- Principio de 
Legalidad. Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su comisión, 
ni sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentren establecidas en ella. Artículo IX.- Fines de la Pena y 
Medidas de Seguridad La pena tiene función preventiva, protectora y resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen 
fines de curación, tutela y rehabilitación. Artículo IX.- Fines de la Pena y Medidas de Seguridad. La pena tiene función 
preventiva, protectora y resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación, tutela y rehabilitación”. 
Artículo 20 “Inimputabilidad.- Está exento de responsabilidad penal: numeral 2° “El menor de 18 años (*). Artículo 21.- 
Responsabilidad restringida En los casos del artículo 20º, cuando no concurra alguno de los requisitos necesarios para 
hacer desaparecer totalmente la responsabilidad, el Juez podrá disminuir prudencialmente la pena hasta límites inferiores al 
mínimo legal. Hallable en: https://www.oas.org/juridico/mla/sp/per/sp_per_cod_pen.pdf 
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de la República el 28 de febrero de 201346, para que respondan penalmente por 
las violaciones a las normas penales dado que en la práctica se ha incrementado 
la criminalidad en ellos, tal el caso GRINGASHO, para colocarle un poco más de 
drasticidad al sistema de justicia juvenil, manifiestan que es un reclamo social, un 
deseo de los ciudadanos, con ello quieren cambiar las medidas preventivas y de 
rehabilitación por estrategias basadas en la represión47. El señor Presidente de la 
República HOLLANTA HUMALA, expresó su sentir respecto de este menor 
infractor de la ley penal, haciendo las siguiente manifestación a través de forma 
pública, además de mostrar el rostro del menor: “…no puede ser que este tipo de 
delincuentes se ampare cronológicamente en que tienen menos de 18 años para seguir en 
Maranguita (…) debe revisarse la ley para que estos jóvenes puedan ir a penales comunes de alta 
peligrosidad, porque tenemos que ponerle un alto a estas sinvergüenzadas”., comentario, que 
por demás recibió las más severas críticas por su alta investidura. Pero no hay 
que desconocer, que ello refleja una verdad de apuño, pues sucede en todas 
partes del mundo, solo que como los estamos observando, las sanciones a estos 
“menores infractores de la ley penal”, en algunos países es más severa que en 
otros. La diferencia de este país con Colombia, radica, en que en el primero los 
menores infractores de la ley penal son considerados inimputables; en el segundo, 
tienen responsabilidad penal pero la sanción a imponer no son las del Estatuto  
 
44. “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal”. Momo Ediciones. Artículo 33: Inimputabilidad.-Inciso 
3 “Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil”. “Este inciso fue 
declara exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-839 de 2001. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra”. “ Art. 
32  AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD. No habrá lugar a responsabilidad penal cuando: 1. En los eventos de caso fortuito 
y fuerza mayor. 2. Se actúe con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico, en los casos en 
que se puede disponer del mismo. 3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal. 4. Se obre en cumplimiento de 
orden legítima de autoridad competente emitida con las formalidades legales. No se podrá reconocer la obediencia debida 
cuando se trate de delitos de genocidio, desaparición forzada y tortura. 5. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de 
una actividad lícita o de un cargo público. 6. Se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta 
agresión actual o inminente, siempre que la defensa sea proporcionada a la agresión. Se presume la legítima defensa en 
quien rechaza al extraño que, indebidamente, intente penetrar o haya penetrado a su habitación o dependencias 
inmediatas. 7. Se obre por la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, inevitable 
de otra manera, que el agente no haya causado intencionalmente o por imprudencia y que no tenga el deber jurídico de 
afrontar. El que exceda los límites propios de las causales consagradas en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 precedentes, 
incurrirá en una pena no menor de la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada para la 
respectiva conducta punible. 8. Se obre bajo insuperable coacción ajena. 9. Se obre impulsado por miedo insuperable. 10. 
Se obre con error invencible de que no concurre en su conducta un hecho constitutivo de la descripción típica o de que 
concurren los presupuestos objetivos de una causal que excluya la responsabilidad. Si el error fuere vencible la conducta 
será punible cuando la ley la hubiere previsto como culposa. Cuando el agente obre en un error sobre los elementos que 
posibilitarían un tipo penal más benigno, responderá por la realización del supuesto de hecho privilegiado. 11. Se obre con 
error invencible de la licitud de su conducta. Si el error fuere vencible la pena se rebajará en la mitad. Para estimar cumplida 
la conciencia de la antijuridicidad basta que la persona haya tenido la oportunidad, en términos razonables, de actualizar el 
conocimiento de lo injusto de su conducta. 12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de 
la punibilidad dará lugar a la aplicación de la diminuente”.  
 
 
45. Ley 27337, promulgada en 2 de agosto de 2000  y publicada el 7 de agosto de 2000, mediante la cual se aprueba el 
Nuevo Código de los Niños y Adolescentes, artículos 183 y ss, artículo 217. 
 
46. Proyecto de Ley N° 1951 de 2012. Hallable en, Ley que modifica la responsabilidad penal de menores de edad, 
.http://search.iminent.com/SearchTheWeb/v6/3082/homepage/Default.aspx#q=proyecto de ley 1951 2012 perú&s=web&p=1 
 
47. Derecho y Cambio Social, ¿INTERNAMIENTO DE MENORES INFRACTORES EN UN ESTABLECIMENTO 
PENITENCIARIO PARA ADULTOS? A PROPOSITO DEL ‘CASO GRINGASHO’ Juan Carlos García Huayama.Fecha de 
publicación: 01/04/2013. www.derechoycambiosocial.com │ ISSN: 2224-4131 │ Depósito legal: 2005-5822. Diario “La 
República”. En: http://www.larepublica.pe/columnistas/claro-y-directo/gringasho-corrupcion-y-miserables-08-01-2013.  Diario 





Penal sino “del Código de La Infancia y la Adolescencia artículo 177”. 
 
7.3.- ESTADOS UNIDOS.-48Como ya lo han establecido investigaciones 
anteriores, entre ellas: Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y 
Domínguez, María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor en el sistema 
penal colombiano”, existe una marcada diferencia entre el derecho continental y el 
derecho anglosajón. En el derecho de los Estados Unidos existe un sistema de 
responsabilidad penal juvenil, pero como quiera que este país está constituido 
como un Estado Federado, es por ello que en algunos de sus Estados como 
Pensilvania, en los delitos de homicidio no existe un límite de edad para que una 
persona pueda ser llevado ante la justicia ordinaria para ser juzgado como adulto, 
igual sucede en otros Estados de dicho país bajo ciertas circunstancias. Cierto es, 
que la diferencia con la legislación penal colombiana, está relacionado con el fin 
de la pena, en los Estados Unidos conforme a la Asociación de firmas de 
abogados el fin de la responsabilidad penal juvenil es rehabilitar no castigar, 
cuando se juzga como adulto, la finalidad es la que se busaca en estos, es decir 
castigar, penalizar. Las investigaciones adelantadas por los autores mencionados 
al comienzo de este tema en particular, en dicho País, nos indican además que los 
menores entre 14 y 18 años cuando cometen delitos  considerados   como   
graves  contra  la  sexualidad, hurto con armas u homicidio, son considerados 
como adultos, en algunos estados, de forma talque el sometimiento a la justicia de 
responsabilidad juvenil es discrecional del juez, es decir, ya no van a la justicia 
ordinaria por vía excepcional. 
 
El Código Penal del Estado de California determina que “todas las personas 
pueden ser penalmente responsables excepto los menores de 14 años cuando no 
exista prueba que demuestre que entendían la ilicitud del acto cometido”, esta 
referencia nos indica la rigidez con relación al juzgamiento de menores de edad, 
pero, de la misma manera, el menor no puede defenderse manifestando la pérdida 
de capacidad mental por trauma, intoxicación o cualquier otro defecto, ya que es 
una de las prohibiciones del proceso penal así como del sistema de 
responsabilidad juvenil, solo se exceptúa la enfermedad mental debidamente 
comprobada tal y como lo ordena la ley. La responsabilidad penal de adultos 
respecto del menor, depende del conocimiento que tenga del ilícito que está 
cometiendo. En Colombia, la ley 599 de 2000 en su artículo 33, en si inciso 3° 
determina: “Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de 
Responsabilidad Penal Juvenil.”, y el “Código de la Infancia y Adolescencia o ley 
1098 de 2006”, en su artículo 169 sobre la “Responsabilidad Penal”, establece: 
“Las conducta punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y 
que no hayan cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a la 
responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en la presente  
 
48. Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y Domínguez, María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor 
en el sistema penal colombiano”. Págs. 168, 169, 170. 
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ley.”, de lo que se concluye que el menor infractor de la ley penal es considerado 
como imputable, por tal motivo, al considerarse como responsable por la violación 
del precepto del tipo penal colombiano, a través del procedimiento penal aplicado 
para los adultos pero ante funcionarios especiales escogidos por la ley, se 
procede a aplicar la sanción correspondiente ya no al contenido en el Código 
Penal colombiano, sino, al “artículo 177 del Código de la Infancia y Adolescencia”, 
con garantía de todos sus derechos. 
 
Como se puede observar, la diferencia entre estas dos legislaciones es muy 
amplia, por lo que cabe preguntarnos ¿Cuál es la forma de respetar los 
estándares internacionales sobre los derechos de los niños? Se torna interesante, 
la investigación adelantada por los autores  Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, 
María Carolina y Domínguez, María Paulina, antes mencionados cuando nos 
indican lo siguiente en la página 170 de su obra, La Inimputabilidad del Menor en 
el Sistema Penal Colombiano: “La Corte Suprema del estado de Washington 
enumeró, en un caso donde un menor no fue juzgado en un delito sexual por su 
edad (11 años), siete factores que deben tenerse en cuenta al momento de decidir 
juzgar a un menor de edad como adulto: 
 
• El delito cometido 
• La edad y madurez del menor 
• Si el menor mantuvo su acción en secreto 
• Si el menor le dijo a la víctima (si es el caso) que guardara silencio 
• La existencia de acusaciones anteriores sobre acciones similares 
• Cualquier consecuencia emanada de aquella acción anterior 
• El reconocimiento, por parte del menor, de la ilicitud y posible castigo de ese 
Acto- 
 
En todo caso, un menor que pretenda ser acusado como adulto puede presentarla 
ya aludida defensa de falta de capacidad por razón de su edad (infancy defense). 
 
La pena de muerte y la cadena perpetua, está proscrita del ordenamiento penal 
Colombiano no sólo para los menores sino para todas las personas, no sucede así 
en los Estados Unidos, por cuanto su sistema de Estado Federado, permite a cada 
uno de esos Estados darse su propia legislación penal, de ahí que algunos la 
impongan y otros no. Los autores en comento, nos refieren claros ejemplos de 
casos como el de Thompson vs Oklahoma donde la “pena de muerte fue abolida 
para los menores de 16 años” por considerarla un castigo “cruel e inusual” 
fundamentado en la octava enmienda de la Constitución estadounidense, la 
decisión fue tomada por cinco jueces tres de ellos votaron en contra y uno de ellos 
no tomó parte. Un año más tarde en el caso Stanford vs Kentuchy, al revisar la 
Corte Suprema la constitucionalidad de la misma enmienda consideró que las 
personas de 16 y 17 años les era aplicable la pena capital y que ello no constituía 
trato cruel ni inusual. En el año 2005 en el caso Roper vs Simmons, la Corte 
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decide declarar inconstitucional la “pena de muerte para menores de 18 años”, 
igualmente basado en la octava enmienda. 
 
En Estados Unidos se toma lo “inusual” del castigo como se expuso 
anteriormente, en Colombia se protegen son bienes jurídicos como la vida, donde 
se habla de penas crueles, inhumanos y degradantes. 
 
7.4.- ALEMANIA. El Código Penal Alemán en la sección primera, LA LEY PENAL, 
en el capítulo primero ÁMBITO DE APLICACIÓN, establece en el artículo 10 lo 
siguiente: “Disposiciones especiales para adolescentes y menores adultos. Para hechos de 
adolescentes y menores adultos solo rige esta ley en la medida en que no determine otra cosa la 
ley de los tribunales de menores.”, más adelante, en la sección segunda, EL HECHO, 
capítulo primero, FUNDAMENTOS DE LA PENALIDAD, el artículo 19 dice: 
“Incapacidad de culpabilidad del niño. Es incapaz de culpabilidad quien en el momento de la 
comisión de un hecho aún no ha llegado a la edad de los catorce años.”49. 
 
Conforme a lo anterior, se puede apreciar, que la persona mayor de catorce años 
es responsable penalmente, dándole aplicabilidad a la legislación que en esta 
materia rige para los adultos, pero en investigación sobre este tema adelantada 
por Carlos A. Elbert, del Centro de Investigaciones Criminológicas Universidad de 
Colonia República Federal de Alemania, dentro del Resumen, manifiesta lo 
siguiente: “Se analiza el criterio de la madurez suficiente, como complementario a la edad, para 
determinar la responsabilidad penal de menores. También los criterios de capacidad de actuar o de 
dirigir las acciones, y de comprensión de la criminalidad del acto,…”, más adelante, hace la 
siguiente referencia: “La concepción expuesta se refleja en el parágrafo 3 de la Ley Judicial 
Juvenil, cuando precisa que “Un menor es penalmente responsable si al momento del hecho era 
suficientemente maduro de acuerdo a su desarrollo moral y mental, para comprender la 
antijuricidad del hecho y actuar según esta comprensión. Para la educación de un menor 
inimputable a consecuencia de su inmadurez, el juez puede ordenar las mismas medidas que el juez 
tutelar”50. Conforme a lo expuesto, se puede observar, como los “conceptos de 
imputabilidad y de responsabilidad penal” en este país, se encuentran 
condicionados no tanto por la edad (de 14 años en adelante), sino, por el grado de 
inmadurez psicológica para comprender la ilicitud del hecho y de determinarse con 
dicha comprensión, lo cual es contradictorio con la legislación penal del artículo 19 
que ordena que los mayores de catorce años son capaces o imputables frente a la 
ley penal, sin embargo, es este estatuto penal el que remite igualmente, en su 
artículo 10 a lo que digan los tribunales de menores, dándose con la ley Judicial 
Juvenil en el parágrafo 3° la exigencia anotada, por lo que si se llega a considerar 
al menor inimputable la sanción es la medida de carácter educativa y protectora, 
de lo contrario son sancionados penalmente. 
 
49. Código Penal Alemán.Claudia López Díaz traductora.Del 15 de mayo de 1871, con la última reforma del 31 de enero de 
1998. Hallable en: https://www.unifr.ch/ddp1/derechopenal/legislacion/l_20080616_02.pdf 
50. ELBERT, Carlos A. Centro de Investigaciones Criminológicas Universidad de Colonia República Federal de Alemania 





Existen las siguientes leyes expedidas por los tribunales que regulan el 
comportamiento juvenil, información que se extrae de internet de la página “libros-
revistas-derecho.vlex”51. 
 
“En 1909 apareció un primer Anteproyecto para un Código penal alemán, que regulaba un Derecho 
penal de menores orientado a la idea de educación y con un incremento del límite de la mayoría de 
edad penal, que pasó a ser de 12 a 14 años. 
La primera regulación a extramuros del StGB, sobre los jóvenes delincuentes, fue la Ley de 
Tribunales de Menores de 16 de febrero de 1923 (RGBI.I, 135). Esta ley estableció la imposición 
legal exclusiva de medidas de educación frente a los niños (menores de catorceaños) y frente a los 
jóvenes (catorce a dieciocho años) no punibles por su inmadurez. Frente a jóvenes en principio 
punibles, las medidas de educación tenían preeminencia absoluta sobre la pena, que venía 
determinada (con atenuaciones) conforme al Derecho penal de adultos. 
La segunda Ley de Tribunales de Menores, de 6 de noviembre de 1943 (RGBl.I, 635), configuró el 
arresto juvenil -recientemente creado en 1940- como un medio de corrección especial, es decir, 
como una tercera posibilidad de reacción del derecho penal de jóvenes, junto a las medidas de 
educación y la pena. También introdujo, como novedad la prisión juvenil de duración 
indeterminada. 
La tercera Ley de Tribunales de Menores, de 4 de agosto de 1953 (BGBI.I, 75), realizada tras la 
fundación de la República Federal Alemana (RFA), aunque no reflejó en su articulado 
modificaciones fundamentales, ya que se limitó a una nueva configuración de la pena juvenil, 
introdujo por primera vez en el Derecho penal de menores a los jóvenes de 18 a 21 años bajo 
determinadas condiciones, la libertad vigilada, y reguló la posibilidad de la remisión condicional de 
la pena juvenil, en determinados casos, estableciendo finalmente la posibilidad de suspensión de la 
imposición de la pena juvenil. 
Señalar, por último, que la reunificación de Alemania en virtud del Tratado de Unificación de 3 de 
octubre de 1990, no ha implicado ninguna reforma del StGB alemán federal -ni de la JGG-, sino que 
en lo sustancial lo ha extendido a los nuevos Länder federados germanoorientales”. 
 
7.5.- ESPAÑA. En el Código Penal Español, en su artículo 19 establece: “Los 
menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este Código. 
Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor.”. 
 
De lo anterior, se desprende la existencia de una ley penal exclusiva para los  
51. .Hallable en: http://libros-revistas-derecho.vlex.es/vid/alemania-295380 
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menores infractores, sobre esta situación, en opinión de la Doctora Cristina Sala 
Donado, en su Tesis Doctoral denominada “PROCESO PENAL DE MENORES: 
ESPECIALIDADES DERIVADAS DEL INTERÉS DE LOS MENORES Y 
OPCIONES DE POLÍTICA CRIMINAL”, expresa lo siguiente: “A dicha determinación 
contribuye en cierta medida el Código Penal, de cuyo artículo 19, además, es posible inferir uno de 
los rasgos esenciales de la posterior LORPM: los menores de dieciocho años no responderán 
criminalmente con arreglo al Código Penal, pero si podrán ser responsables penalmente. Así pues, 
se considera al menor no como sujeto per se exento de culpabilidad, sino como un sujeto 
responsable, al que, sin embargo, no se le aplican las consecuencias penales previstas en el Código 
Penal sino otras cuyo contenido no se establece”52. “En la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores”53, dentro del título 
preliminar artículos 1 y 2 se hace expresa la “responsabilidad penal de los menores” 
cuando dice:  
 “Artículo 1. Declaración general. 
1. Esta Ley se aplicará para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y 
menores de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal 
o las leyes penales especiales. 
2. Las personas a las que se aplique la presente Ley gozarán de todos los derechos reconocidos en 
la Constitución y en el ordenamiento jurídico, particularmente en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 
enero, de Protección Jurídica del Menor, así como en la Convención sobre los Derechos del Niño de 
20 de noviembre de 1989 y en todas aquellas normas sobre protección de menores contenidas en 
los Tratados válidamente celebrados por España.”. 
Las medidas a aplicar se encuentran consignadas en el artículo 7° consistentes 
en: “a) Internamiento en régimen cerrado. b) Internamiento en régimen 
semiabierto. c) Internamiento en régimen abierto. d) Internamiento terapéutico en 
régimen cerrado, semiabierto o abierto. e) Tratamiento ambulatorio. f) Asistencia  
a  un  centro  de  día. g) Permanencia de fin de semana. h) Libertad vigilada. i) La 
prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus 
familiares u otras personas que determine el Juez. j) Convivencia con otra 
persona, familia o grupo educativo. k) Prestaciones en beneficio de la comunidad. 
l) Realización de tareas socio-educativas. m) Amonestación. n) Privación del 
permiso de conducir ciclomotores y vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, 
o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de 
armas. ñ) Inhabilitación absoluta”.   
 
52. SALA DONADO, Cristina, Tesis Doctoral “PROCESO PENAL DE MENORES: ESPECIALIDADES DERIVADAS DEL 






8.- SANCIÓN Y PENA: 
Aunque en muchas oportunidades se utilizan como sinónimos, lo cierto es que son 
totalmente diferentes aunque en el fondo ambas traduzcan castigo, esta 
valoración diferencial es lo que permite entender la aplicación de la ley penal en 
los diferentes Estados de gobierno o países.  
 
8.1.- Doctrina.- En Colombia, como bien lo anotan los autores Carlos Ignacio 
Arboleda, María Carolina Vaquero y María Paulina Domínguez, en su obra “La 
inimputabilidad del menor en el sistema penal colombiano”54, cuando se hacen la 
pregunta ¿Por qué un individuo de 17 años que comete el mismo delito que uno de 19 recibe una 
sanción y el otro una pena?, cuando tratan de ubicar la razón o el motivo, dudan en 
razón de la edad cuando manifiestan “…la edad parece ser el criterio más adecuado…”, 
pues en los Estados Unidos de Norteamérica, la capacidad se establece caso por 
caso, quedando a discreción del juez la valoración de quien recibe la sanción y 
quien la pena. Al buscar el criterio en cuanto a las consecuencias jurídicas penales 
aplicables “a los menores infractores de la ley penal”,  se  debe  hacer  una  
ponderación  de los factores y características que protección, educación, 
restauración y recuperación del menor infractor, sino de igual manera, a la 
preservación y existencia de la sociedad, pues como se está presentando la 
situación de criminalidad de los menores de edad en la actualidad en los distintos 
países, bien vale la pena revisar los sistemas penales, y no desechar de plano la 
tesis de que las  conductas juveniles puedan ser analizadas caso por caso como 
en la legislación estadounidense, pues para nadie es desconocido la situación de 
criminalidad juvenil que se ha incrementado en los últimos tiempos en forma 
alarmante.  Ciertamente el “artículo 177 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia” de Colombia, en su capítulo V, se determina como “SANCIONES”, 
detallando allí, las consecuencias jurídicas a imponer “a los menores infractores 
de la ley penal”, y en el artículo 178, hace referencia a la finalidad de las mismas 
las cuales son, protectora educativa y restaurativa; y en el Código Penal o Ley 599 
de 2.000 en el Título IV, Capítulo primero, artículo 34 refiere “De la penas”, las 
cuales pueden ser principales, accesorias o sustitutivas, y en el artículo 4° 
dispone:“Funciones de la pena.- La pena cumplirá las funciones de prevención general, 
retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección del condenado.” Esta 
diferenciación jurídica se ve reflejada en los países donde se acepta la 
responsabilidad penal juvenil. 
 
El autor CARLOS  ANDRÉS  GUZMÁN  DÍAZ,  en su  obra  RESPONSABILIDAD  
 
53. Hallable en: “http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2000-641” 
54. Arboleda, Carlos Ignacio; Baquero, María Carolina y Domínguez, María Paulina.  Artículo “La inimputabilidad del menor 
en el sistema penal colombiano”. Pág. 172. 
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PENAL PARA ADOLESCENTES55, considera que a los fines de la sanción 
establecidas en el “artículo 178 del Código de la Infancia y Adolescencia”, esto es, 
protectora educativa y restaurativa, se puede intentar la constatación de otro tipo 
de fines asignados a la pena para evaluar su rendimiento en el esquema de la 
justicia penal juvenil, empezando a hablar de la retribución aunque diferencia muy 
bien a través de ejemplo con respecto al fin restaurativo aplicable para los 
adolescentes, e igualmente expone los argumentos en el plano internacional, que 
hacen inaplicable en la justicia juvenil en Colombia, un fin puramente retributivo: 
 
“Aún en gracia de discusión si se admite la función retributiva de la sanción o de la pena, deberían 
hacerse las siguientes reflexiones: La primera, supóngase que dos personas que ejecutan la misma 
conducta en más o menos similares condiciones, incluso, concurriendo en el mismo acto delictivo, 
por lo que deberían recibir la misma sanción. Pero una de ellas es penada con veinte años de 
prisión por homicidio, mientras que la otra, por el mismo daño causado, sólo recibirá,, acaso ocho 
años de privación de la libertad. La diferencia estriba no en el daño, sino en la condición del sujeto 
activo, el primero un mayor de edad, el segundo un adolescente.  
Dicho en palabras simples: si el fundamento de la sanción fuera la retribución, ante un mismo 
daño, un adolescente debería recibir el mismo dolor o pena que un adulto.”. 
Este mencionado autor, igualmente manifiesta que: “…no puede confundirse retribuir con 
restaurar, pues la retribución está asociada con la respuesta que el castigo representa, 
independientemente de los resultados benéficos, mientras que la restauración implica “una 
variedad (Miers, 2001) de prácticas que buscan responder al crimen de un modo constructivo; 
Bazemore (2001), la suscribe a toda acción orientada a hacer justicia, reparando el daño causado 
por el delito, y Braithwaite (2004) plantea que es dar la oportunidad a los afectados de decir su 
historia, sus consecuencias y sus necesidades, para intentar poner las cosas en el lugar correcto”.  
De la misma forma comenta citando a Claus Roxin, que la retribución “es un regazo 
de la ideal del Talión, con cierto desarrollo atribuido principalmente a Kant y a Hegel”. Continúa 
diciendo: “Sin embargo, el hecho que no tenga un fin puramente retribucionista, no significa que 
este criterio no esté subyacente según se explicará en su momento.” 
 
8.2.- Modificación legislativa.- El artículo 187 de la “ley 1098 de 2006 o Código 
de la Infancia y la Adolescencia” en su parágrafo decía lo siguiente: 
 
“Parágrafo. Si estando vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente cumpliere los 
dieciocho (18) años, esta podrá continuar hasta que este cumpla los veintiún (21) años. En ningún 
caso esta sanción podrá cumplirse en sitios destinados a infractores mayores de edad. 
Los Centros de Atención Especializada tendrán una atención diferencial entre los adolescentes  
55. GUMÁN DIAZ, Carlos Andrés RESPONSABILIDAD PENAL DEL ADOLESCENTE, Hacia la Construcción de un Derecho 
Penal Doblemente Mínimo. Grupo Editorial IBAÑEZ. Pág. 124. 
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menores de dieciocho (18) años y aquellos que alcanzaron su mayoría de edad y deben continuar 
con el cumplimiento de la sanción. Esta atención deberá incluir su separación física al interior del 
Centro”. 
De aquí se puede concluir, que si el adolescente próximo a cumplir los dieciocho 
años, es condenado a ocho años de privación de la libertad, no cumpliría sino tres 
años, como lo expone este autor. Posteriormente la Ley 1453 de 2011, el cual 
modifica el artículo 187, cuando en su artículo 90 en el parágrafo expone56: 
 
“Artículo  90. La privación de la libertad. El artículo 187 de la Ley 1098 de 2006 quedará así: 
Artículo 187. La privación de la libertad. La privación de la libertad en centro de atención 
especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho años 
(18) que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el 
Código Penal sea o exceda de seis años de prisión. 
En estos casos la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración 
desde un (1) año hasta cinco (5) años, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes. 
La privación de libertad en Centro de Atención Especializada se aplicará a los adolescentes mayores 
de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años, que sean hallados responsables de homicidio 
doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y 
formación sexual. 
En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración 
desde dos (2) hasta ocho años (8), con el cumplimiento total del tiempo de sanción impuesta por el 
juez, sin lugar a beneficios para redimir penas. 
En los casos en que el adolescente haya sido víctima del delito de constreñimiento de menores de 
edad para la comisión de delitos o reclutamiento ilícito no se aplicará privación de la libertad. 
Parte de la sanción de privación de libertad podrá ser sustituida por cualquiera de las otras 
sanciones previstas en el artículo 177 de este Código por el tiempo que fije el juez. El 
incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá acarrear la aplicación de la privación de la libertad 
impuesta inicialmente o la aplicación de otra medida. En ningún caso, la nueva sanción podrá ser 
mayor al tiempo de la sanción de privación de libertad inicialmente previsto. 
Parágrafo. Si estando vigente la sanción de privación de libertad el adolescente cumpliere los 
dieciocho años de edad continuará cumpliéndola hasta su terminación en el Centro de Atención 
Especializada de acuerdo con las finalidades protectora, educativa y restaurativa establecidas en la 
presente ley para las sanciones. 
56. Ley 1453 de 2011. Fecha de expedición 24/06/2011. Fecha de entrada en vigencia 24/06/2011. Diario Oficial 49110 de 
junio 24 de 2011. Artículo 90. 
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Los Centros de Atención Especializada prestarán una atención pedagógica, específica y 
diferenciada entre los adolescentes menores de dieciocho años de edad y aquellos que alcanzaron 
su mayoría de edad y deben continuar con el cumplimiento de la sanción. Esta atención deberá 
incluir su separación física al interior del Centro, así como las demás garantías contenidas en la 
Constitución Política y en los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos 
ratificados por Colombia, en especial, la Convención sobre los Derechos del Niño.”. 
Esto permitió en cierta forma, la adecuación de la sanción en cuanto a su duración 
por un lado, y en cuanto al concepto de justicia observado desde el punto de vista 
social y de víctimas. Pero, en este caso legal, cuando la norma en su parágrafo 
manifiesta “Si estando vigente la sanción de privación de libertad…”, significa que 
previamente debe existir el fallo judicial que determina la sanción para el menor 
infractor de la ley penal a fin de que sea aplicable el “parágrafo del artículo 90 de 
la ley 1453 de 2011”, por lo que cabe hacer nuevamente las siguientes preguntas 
¿Qué pasa si la sanción al menor infractor se profiere cuando éste ha alcanzado la 
mayoría de edad? ¿Dónde debe cumplirse la sanción? 
 
8.3.- Normas internacionales.- “La Convención Sobre los Derechos del Niño 
adoptada por la Asamblea de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 en 
su artículo 40”57, determina los derechos de los menores infractores a la ley penal, 
los cuales deben ser reconocidos por los Estados Partes, más relacionado con el 
procedimiento a seguir y las autoridades competentes para conocer  de  él. Los  
numerales  3  que se  refiere a la creación por los Estados Partes de “leyes y 
procedimientos, autoridades  e instituciones para los niños”,  y 4 relacionada con 
la orientación de las medidas aplicables a estos menores. El artículo 41 permite 
que nada de lo contenido en esta convención afecte “las disposiciones que sean 
más conducentes a la realización de los derechos del niño”, bien por los Estados 
Partes o con el “derecho internacional vigente con respecto a estos Estados”. 
 
“Artículo 40 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las 
leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de 
manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del 
niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en 
cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma 
una función constructiva en la sociedad. 
2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos 
internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 
57. “Convención sobre los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989.  Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 
49”. Hallable en: “http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm”. 
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a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable 
a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por 
las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron; 
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de 
haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 
ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus 
padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de 
asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, 
independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor 
jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al 
interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o 
representantes legales; 
iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer 
que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de 
descargo en condiciones de igualdad; 
v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida 
impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior 
competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 
vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el 
idioma utilizado; 
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de 
leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue 
que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido 
esas leyes, y en particular: 
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen 
capacidad para infringir las leyes penales; 
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin 
recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los 
derechos humanos y las garantías legales. 
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4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y 
supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los 
programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la 
internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para 
su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción. 
Artículo 41 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 
conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: 
a) El derecho de un Estado Parte; o 
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.”. 
“Las Reglas de las Naciones Unidas” a través de la “Resolución 45/113 del 14 de 
diciembre de 1990”58, establece los derechos para la “protección de los menores 
privados de la libertad”, que como sanción, se debe estudiar para los efectos de su 
aplicabilidad y discusión en el presente trabajo, por tal motivo, estas reglas se 
consideran una limitante para los Estados Partes, pues las leyes que se expidan al 
respecto deben ser concordantes o afines con éstas, así lo define el numeral 2° de 
esta Resolución cuando dice: “Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad 
con los principios y procedimientos establecidos en las presentes Reglas, así como en las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de 
Beijing)82…”. 
 
“REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES PRIVADOS DE 
LIBERTAD 
Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990 
I. Perspectivas fundamentales 
1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos y la seguridad de los menores y 
fomentar su bienestar físico y mental. El encarcelamiento deberá usarse como último recurso. 
2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad con los principios y 
procedimientos establecidos en las presentes Reglas, así como en las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing)82. La 
privación de libertad de un menor deberá decidirse como último recurso y por el período mínimo  
58. “Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. Adoptadas por la 





necesario y limitarse a casos excepcionales. La duración de la sanción debe ser determinada por la 
autoridad judicial sin excluir la posibilidad de que el menor sea puesto en libertad antes de ese 
tiempo. 
3. El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad en todas sus formas, compatibles 
con los derechos humanos y las libertades fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos 
perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad. 
4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los menores, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, 
prácticas o creencias culturales, patrimonio, nacimiento, situación de familia, origen étnico o social 
o incapacidad. Se deberán respetar las creencias religiosas y culturales, así como las prácticas y 
preceptos morales de los menores. 
5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos de referencia y para brindar 
alicientes y orientación a los profesionales que participen en la administración del sistema de 
justicia de menores. 
6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de justicia de menores en sus idiomas 
nacionales. Los menores que no conozcan suficientemente el idioma hablado por el personal del 
establecimiento de detención tendrán derecho a los servicios gratuitos de un intérprete siempre 
que sea necesario, en particular durante los reconocimientos médicos y las actuaciones 
disciplinarias. 
7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a su legislación o 
modificarla en consecuencia y establecer recursos eficaces en caso de inobservancia, incluida la 
indemnización en los casos en que se causen perjuicios a los menores. Los Estados deberán además 
vigilar la aplicación de las Reglas. 
8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constantemente al público sobre el hecho 
de que el cuidado de los menores detenidos y su preparación para su reintegración en la sociedad 
constituyen un servicio social de gran importancia y, a tal efecto, se deberá adoptar medidas 
eficaces para fomentar los contactos abiertos entre los menores y la comunidad local. 
9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Reglas deberá interpretarse de manera 
que excluya la aplicación de los instrumentos y normas pertinentes de las Naciones Unidas ni de los 
referentes a los derechos humanos, reconocidos por la comunidad internacional, que velen mejor 
por los derechos; la atención y la protección de los menores, de los niños y de todos los jóvenes. 
10. En el caso de que la aplicación práctica de las reglas específicas contenidas en las secciones II a 
V, inclusive, sea incompatible con las reglas que figuran en la presente sección estas últimas 
prevalecerán sobre las primeras. 
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II. Alcance y aplicación de las Reglas 
11. A los efectos de las presentes Reglas, deben aplicarse las definiciones siguientes: 
a) Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años de edad. La edad límite por debajo de 
la cual no se permitirá privar a un niño de su libertad debe fijarse por ley; 
b) Por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así como el 
internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor por su 
propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública. 
12. La privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones y circunstancias que garanticen el 
respeto de los derechos humanos de los menores. Deberá garantizarse a los menores recluidos en 
centros el derecho a disfrutar de actividades y programas útiles que sirvan para fomentar y 
asegurar su sano desarrollo y su dignidad, promover su sentido de responsabilidad e infundirles 
actitudes y conocimientos que les ayuden a desarrollar sus posibilidades como miembros de la 
sociedad. 
13. No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su condición, los derechos 
civiles, económicos, políticos, sociales o culturales que les correspondan de conformidad con la 
legislación nacional o el derecho internacional y que sean compatibles con la privación de la 
libertad. 
14. La protección de los derechos individuales de los menores por lo que respecta especialmente a 
la legalidad de la ejecución de las medidas de detención será garantizada por la autoridad 
competente, mientras que los objetivos de integración social deberán garantizarse mediante 
inspecciones regulares y otras formas de control llevadas a cabo, de conformidad con las normas 
internacionales, la legislación y los reglamentos nacionales, por un órgano debidamente 
constituido que esté autorizado para visitar a los menores y que no pertenezca a la administración 
del centro de detención. 
15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de detención de 
cualquier clase o tipo en donde haya menores privados de libertad. Las partes I, II, IV y V de las 
Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de internamiento en donde haya menores 
detenidos, en tanto que la parte III se aplica a menores bajo arresto o en espera de juicio. 
16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las condiciones económicas, sociales y culturales 
imperantes en cada Estado Miembro. 
III. Menores detenidos o en prisión preventiva 
17. Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio son inocentes y 
deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a 
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circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. En consecuencia, deberá hacerse todo lo 
posible por aplicar medidas sustitutorias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención 
preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investigación deberán atribuir máxima 
prioridad a la más rápida tramitación posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más 
breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán estar separados de los 
declarados culpables. 
18. Las condiciones de detención de un menor que no haya sido juzgado deberán ajustarse a las 
reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas que resulten necesarias y apropiadas, dadas las 
exigencias de la presunción de inocencia, la duración de la detención y la condición jurídica y 
circunstancias de los menores. Entre esas disposiciones figurarán las siguientes, sin que esta 
enumeración tenga carácter taxativo: 
a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar asistencia jurídica 
gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse regularmente con sus asesores jurídicos. Deberá 
respetarse el carácter privado y confidencial de esas comunicaciones; 
b) Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de efectuar un trabajo 
remunerado y de proseguir sus estudios o capacitación, pero no serán obligados a hacerlo. En 
ningún caso se mantendrá la detención por razones de trabajo, de estudios o de capacitación; 
c) Los menores estarán autorizados a recibir y conservar material de entretenimiento y recreo que 
sea compatible con los intereses de la administración de justicia.”. 
8.4.- Jurisprudencia Nacional.- La Honorable “Corte Suprema de Justicia” de 
Colombia, a través de la Sentencia de Casación Penal de fecha 7 de julio de 2010 
N° 33510, Magistrado Ponente Dr. JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA59, 
expone unos criterios relacionados con el bloque de constitucionalidad aplicable a 
los “menores infractores de la ley penal”, cuando dice: 
“…, impera destacar que con la Convención sobre los Derechos del Niño, el Estado se comprometió, 
entre otras obligaciones, a que:  
 
-Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos 
cometidos por menores de 18 años de edad;  
Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño, se llevará a cabo de conformidad con la ley y se 
utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;  
59. La Honorable Corte Suprema de Justicia de Colombia, a través de la Sentencia de Casación Penal de fecha 7 de julio 





Todo niño privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto que merece la 
dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las 
necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará 
separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y 
tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y visitas, 
salvo en circunstancias excepcionales…”. 
8.5.- Legislación extranjera.- Dentro de la legislación internacional, se puede 
observar, desde el punto de vista jurídico, que no existe más posición que la de 
utilizar el derecho penal como último recurso y en caso de utilizarlo, aplicar  la 
prisión, encarcelamiento o detención del niño por el período más breve que 
proceda, de tal manera, que es discrecional por los Estados parte, dentro de este 
rango, determinar cuál es la duración de estas medidas, de allí, que algunos 
países, tengan distintas medidas sancionatorias respecto de los “menores 
infractores de la ley penal”, así:  
 
8.5.1.- En el Perú.- El Código   en su artículo 235 referido a la Internación como 
medida privativa de la libertad que se aplica como último recurso no podrá exceder 
de tres (3) años. 
 
8.5.2.- En Cuba.- “Los límites mínimos y máximos pueden ser reducidos hasta en 
la mitad para los infractores de la ley penal entre 16 y menores de 18 años”, lo 
cual significa la discrecionalidad por parte del Juez. 
 
8.5.3.-En el Código Penal de la Nación Argentina.- O Ley 11.179 (T.O. 1984 
Actualizado) dentro del Libro Primero Título I, “Aplicación de la Ley Penal”, en el 
artículo 8 dice: “ARTICULO 8º.- Los menores de edad y las mujeres sufrirán las condenas en 
establecimientos especiales.”, la Ley 22.278 o Régimen Penal de Menores de este 
País, en sus artículos 1º, 2º, 4º, 6º 8º60, dice: 
 
“Artículo 1º. No es punible el menor que no haya cumplido dieciséis años de edad. Tampoco lo es el 
que no haya cumplido dieciocho años, respecto de delitos de acción privada o reprimidos con pena 
privativa de la libertad que no exceda de dos años, con multa o con inhabilitación. 
Artículo 2º. Es punible el menor de dieciséis a dieciocho años de edad que incurriere en delito que 
no fuera de los enunciados en el artículo 1º. 
Artículo 4º. La imposición de pena respecto del menor a que se refiere el artículo 2º estará 
supeditada a los siguientes requisitos: 
1º) Que previamente haya sido declarada su responsabilidad penal y la civil si correspondiere, con- 
60. Ley 22.278 o Régimen Penal de Menores en Argentina. Sanción 20/VIII/1980. Promulgación: 20/VIII/1980. Publicación: 




forme a las normas procesales. 
2º) Que haya cumplido dieciocho años de edad. 
3º) Que haya sido sometido a un período de tratamiento tutelar no inferior a un año, prorrogable 
en caso necesario hasta la mayoría de edad. 
Una vez cumplidos estos requisitos, si las modalidades del hecho, los antecedentes del menor, el 
resultado del tratamiento tutelar y la impresión directa recogida por el juez hicieren necesario 
aplicarle una sanción, así lo resolverá, pudiendo reducirla en la forma prevista para la tentativa. 
Contrariamente, si fuese innecesario aplicarle sanción, lo absolverá, en cuyo caso podrá prescindir 
del requisito del inciso 2º. 
Artículo 6º. Las penas privativas de libertad que los jueces impusieran a los menores se harán 
efectivas en institutos especializados. Si en esta situación alcanzaren la mayoría de edad, 
cumplirán el resto de la condena en establecimientos para adultos. 
Artículo 8º. Si el proceso por delito cometido por un menor de dieciocho años comenzare o se 
reanudare después que el imputado hubiere alcanzado esta edad, el requisito del inciso 3º del 
artículo 4º se cumplirá en cuanto fuere posible, debiéndoselo complementar con una amplia 
información sobre su conducta. Si el imputado fuere ya mayor de edad, esta información suplirá el 
tratamiento a que debió haber sido sometido.”. 
Como se puede ver en esta ley, y específicamente en el artículo 4º, la sanción a 
imponer es la prevista para la tentativa consagrada “en los artículos 42 y 44 del 
Código Penal Argentino” que dice:  
 
“ARTICULO 42.- El que con el fin de cometer un delito determinado comienza su ejecución, pero no 
lo consuma por circunstancias ajenas a su voluntad, sufrirá las penas determinadas en el artículo 
44.  
ARTÍCULO 44.- La pena que correspondería al agente, si hubiere consumado el delito, se disminuirá 
de un tercio a la mitad.  
Si la pena fuere de reclusión perpetua, la pena de la tentativa será reclusión de quince a veinte 
años. Si la pena fuese de prisión perpetua, la de tentativa será prisión de diez a quince años.  
Si el delito fuera imposible, la pena se disminuirá en la mitad y podrá reducírsela al mínimo legal o 
eximirse de ella, según el grado de peligrosidad revelada por el delincuente.”  
Lo importante aquí, es que se aplican las sanciones contenidas en el Código 
Penal Argentino pero reducidos al  grado de tentativa cuando se ha consumado el 
delito,  si la pena fuere de reclusión perpetua, o si fuere de prisión perpetua y por 




8.5.5.- En España.- “La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero61, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores”, conforme al artículo 9º, que refiere a las 
reglas para la aplicación de las medidas, en sus numerales 3, 4 y 5, establecen la 
duración de la medida inicialmente de 2 años, en el caso de que el menor haya 
cumplido los 16 años el plazo de las medidas podrá alcanzar hasta un plazo 
máximo de cinco años siempre que el “delito haya sido cometido con violencia o 
intimidación en las personas o con grave riesgo para la vida o la integridad física 
de las mismas”, y excepcionalmente cuando los supuestos de la regla anterior 
revistieran extrema gravedad el “juez impondrá la medida de internamiento en 
régimen cerrado de 1 a 5 años de duración pero complementada por otra medida 
sucesiva de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros 5 
años”. 
 
8.5.6.- En EE.UU.-Por ser un Estado Federado y dependiendo de la gravedad del 
delito pueden ser juzgados como adultos “los menores infractores de la ley penal”, 
tal y como se expuso al inicio de este trabajo 
 
8.5.7.- En Chile.-La ley número 20.084 “establece un sistema de responsabilidad 
de los adolescentes por infracciones a la ley penal”62, determina en su artículo 18 
que la sanción a imponer “no podrá exceder de cinco años si el menor infractor 
tuviere menos de 16 años”, si pasa de esta edad, la sanción máxima es de 10 
años. 
 
De la misma manera, el artículo 56 refiere que si el menor infractor condenado es 
mayor de edad o cumpliere la mayoría de edad “durante la ejecución de cualquiera 
de las sanciones” seguirá sometido a esta ley, si le faltan menos de 6 meses para 
cumplir la sanción en régimen cerrado, continuará en ese centro de reclusión de 
menores, si le faltan más de 6 meses, estará sujeto al informe fundado que rinda 
del Servicio Nacional de Menores al juez de control de ejecución, quien puede 
sugerir su permanencia en ese centro o su remisión a “un recinto penitenciario 
administrado por Gendarmería de Chile”. 
 
 
61. JEFATURA DEL ESTADO, “LEY ORGÁNICA 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores”. JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA, artículo 9 Artículo 9. Reglas para la aplicación de las medidas, numerales 3, 
4, 5. “3. La duración de las medidas no podrá exceder de dos años, computándose, en su caso, a estos efectos el tiempo ya cumplido 
por el menor en medida cautelar, conforme a lo dispuesto en el artículo 28.5 de la presente Ley. La medida de prestaciones en 
beneficio de la comunidad no podrá superar las cien horas. La medida de permanencia de fin de semana no podrá superar los ocho 
fines de semana. 4. En el caso de personas que hayan cumplido los dieciséis años en el momento de la comisión de los hechos, el plazo 
de duración de las medidas podrá alcanzar un máximo de cinco años, siempre que el delito haya sido cometido con violencia o 
intimidación en las personas o con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas y el equipo técnico en su informe 
aconseje la prolongación de la medida. En estos supuestos, la medida de prestaciones en beneficio de la comunidad podrá alcanzar las 
doscientas horas, y la de permanencia de fin de semana, dieciséis fines de semana. 5. Excepcionalmente, cuando los supuestos 
previstos en la regla anterior revistieran extrema gravedad, apreciada expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una 
medida de internamiento de régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra medida de 





8.5.8.- Legislación Nacional.- En Colombia, en el “Código de la Infancia y 
Adolescencia, en su artículo 187”63, establece “la privación en centro de atención 
especializada que tendrá una duración entre 1 a 5 años” para “los menores 
infractores de la ley penal entre 16 y menos de 18 años de edad”, cuando estos 
hubiesen cometidos y hallados responsables de delitos cuya pena mínima 
establecida en el Código Penal sea o exceda de 6 años. Para los adolescentes de 
“14 y menores de 18 años” su privación de la libertad será de 2 hasta 8 años, 
cuando hubiesen sido hallados responsables de la comisión de “delitos de 
homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados 
contra la libertad, integridad y formación sexual, con el cumplimiento total de la 
sanción impuesta por el juez, sin lugar a beneficios para redimir penas”. 
 
Elaborada en forma sintetizada las sanciones proferidas por algunos Estados en 
sus estatutos punitivos, permite hacer una reflexión jurídica respectos de los 
mismos relacionados con la calidad y cantidad de la sanción, con la edad de los 




















62. Chile la ley número 20.084 “establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley 
penal”. Fecha de Publicación: 07.12.2005 Fecha de Promulgación: 28.11.2005  Organismo: MINISTERIO DE JUSTICIA. Art. 
18. Límite máximo de las penas privativas  de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas 
con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes “no podrán exceder de  cinco años si el infractor 
tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad. Art. 56 Cumplimiento de la mayoría de edad. 
En caso que el imputado o condenado por una infracción a  la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los  cumpliere 
durante la ejecución de cualquiera de las  sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, 
continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.  Si al momento de alcanzar los dieciocho años 
restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de 
privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.  Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir 
más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe 
fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o 
sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile”. “Dicho informe se enviará al tribunal 
con a lo menos tres meses de anterioridad a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de 
reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de 
libertad…..”. 




63. “Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 46.446, 
el 8 de noviembre de 2006. Artículo 187, modificado por el art. 90 de la Ley 1453 de 2011. Diario Oficial N°48.110 del 24 de 






“BASE JURÍDICA RESPECTO DE LA CRIMINALIDAD DE LOS MENORES 
ADOLESCENTES Y LAS SANCIONES A IMPONER EN UN ESTADO SOCIAL Y 
DEMOCRÁTICO DE DERECHO”. 
 
1.- CALIDAD Y CANTIDAD DE LA SANCIÓN: 
 
1.1.- Con relación a la calidad de la sanción.- La medida a imponer a los 
“menores infractores de la ley penal”, se encuentra encaminada por la finalidad de 
la misma, esto es, protectora, educativa y restaurativa, razón suficiente para que la 
mayoría de los Estados adopten las disposiciones jurídicas a los estándares 
internacionales y en especial a la “Convención sobre los Derechos del Niño 
adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989”, que en sus artículos 3, 25, 37 y 
4064, determinan el trato que se le debe dar a estos menores, el artículo 3º 
fundamenta como consideración primordial “el interés superior del niño”; el artículo  
37, en su literal a) que prohíbe la “tortura, tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, la pena capital y la prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación; 
en su literal b) la no privación ilegal de la libertad; la detención, el encarcelamiento 
o la prisión se hará conforme a la ley y como medida de último recurso y por el 
período más breve que proceda; y el literal c) lo inherente al respeto de su 
dignidad humana, si el niño está privado de su libertad estará separado de los 
adultos a menos que ello  se  considere  contrario  a  interés superior  del niño”. El  
64. “Derechos del Niño adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25, de 20 de 
noviembre de 1989, Artículo 3. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. Artículo 25Los Estados Partes reconocen el derecho del niño 
que ha sido internado en un establecimiento por las autoridades competentes para los fines de atención, protección o 
tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás 
circunstancias propias de su internación. Artículo 37Los Estados Partes velarán por qué: a) Ningún niño sea sometido a 
torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión 
perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad) Ningún niño sea privado 
de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de 
conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; c) 
Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona 
humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño 
privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y 
tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias 
excepcionales; d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra 
asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra 
autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción. Artículo 401. Los Estados 
Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o 
declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad 
y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la 
que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una 
función constructiva en la sociedad.4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación 
y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y 
formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los 
niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con 




artículo 40, en el numeral 1º, refiere al reconocimiento por los Estados partes 
sobre los niños infractores de la ley penal por el fomento de su dignidad humana y 
su valor, y al fortalecimiento por parte del niño por los “derechos humanos y las 
libertades fundamentales de terceros”, donde se tengan en cuenta “la edad del 
menor así como su reintegración para que asuma una función constructiva en la 
sociedad”. El numeral 4º, refiere a las medidas relacionadas con la “orientación y 
supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de 
guarda, los programas de enseñanza y formación profesional” y su internación 
acordes con la infracción cometida. 
 
Examinadas las anteriores disposiciones, al igual que la de algunos Estados parte, 
se observa que las medidas adoptadas por estos, se ajustan a los estándares 
internacionales, como en Colombia donde rigen las siguientes sanciones: “i) la 
amonestación, ii) la imposición de reglas de conducta, iii) la prestación de servicios 
a la comunidad, iv) la libertad asistida. V) la internación en medio semicerrado, vi) 
la privación de la libertad en centro de atención especializado”.  
 
Hecha esta precisión e carácter jurídico, igualmente debe establecerse una 
connotación diferencial relacionada con los “menores infractores de la ley penal”, 
tal y como algunos Estados lo hacen para los efectos de aplicación de las medidas 
conforme al fin que estas persiguen. 
 
Dentro de las normas internacionales y más concretamente con el artículo 40 
numeral 4º de la “Convención sobre los Derechos del Niño”, al diferenciar las 
medidas a aplicar a los “menores infractores de la ley penal”, lo hace relacionado 
con la calidad de la infracción cometida por el sujeto activo en estudio, lo que 
permite determinar en cierta forma, el grado de capacidad de comprensión que el 
menor tenga sobre la conducta punible y su capacidad volitiva encaminada a su 
ejecución, que de hecho en algunos países, entre ellos Colombia, la doctrina, la 
jurisprudencia e incluso la ley, ya han empezado a hablar sobre la imputabilidad 
de estos menores, pero no para la aplicabilidad de la legislación penal para 
adultos aunque en algunos Estados como Cuba la ejecutan así,  pero en forma 
disminuida o atenuada, sino para adolescentes, cuando anteriormente, y aún, en 
algunos países, se mantiene la inmadurez psicológica como causal de 
inimputabilidad de estos, a efectos de la aplicación de la medida que se deba 
tomar, y en caso de imputabilidad la sanción que corresponda. Esto permite en un 
momento determinado, hacerle un estudio a estas características de los menores 
infractores tales como la edad, la infracción cometida, la reincidencia, la sanción a 
imponer, la capacidad cognitiva y volitiva, conforme al concepto de algunos 
autores así: 
 
65. “Derechos del Niño adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25, de 20 de 
noviembre de 1989, Artículo1. Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor 
de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. 
Hallable en: http://www.unicef.org/panama/spanish/convencion%283%29.pdf 
36 
 
1.1.1.- En cuanto a la edad.- El estándar Internacional o La “Convención de los 
Derechos del Niño”, en su artículo 1º65, “establece que se entiende por niño todo 
ser humano menor de 18 años”, pero deja a discrecionalidad que la ley que le sea 
aplicable pueda alcanzar antes la mayoría de edad; dada esta circunstancia 
jurídica, tenemos que en la “mayoría de los países del mundo”, la “mayoría de 
edad se alcanza a los 18 años”, pero la aplicación de la sanción penal se aplica 
dependiendo de la edad que tenga y la infracción cometida, así tenemos que: 
 
a.-En Cuba.- Los límites de los mínimos y los máximos pueden ser reducidos 
hasta la mitad a las personas de más 16 años y menor de 18 años, y si se trata de 
personas de 18 a 20 años de edad su reducción es hasta un tercio, aquí se puede 
observar, que siendo la mayoría de edad en este país los 18 años, se extiende su 
rebaja hasta los 20 años cuando ya se es adulto, pero la sanción a que se hace 
alusión es la contenida en el respectivo tipo penal, a diferencia de la mayoría de 
los países que es la establecida en estatuto juvenil 
 
b.- En el Perú.-Los menores de 18 años son considerados inimputables, aquí solo 
son infractores de la ley penal los de esta edad hasta los 12 años, y se les aplica 
las medidas llamadas socio- educativas encaminadas a la rehabilitación del 
adolescente que se encuentran consignadas en el artículo 229 y ss de la ley 
27337 promulgada el 02 agosto 2000 y publicada el 07 agosto 2000, o Nuevo 
Código de los Niños y Adolescentes, esta medida se aplica si es el caso, hasta 
que el infractor cumpla los 21 años que es cuando termina la medida para los dos 
casos excepcionales que trae esta ley en el artículo 239, sobre si el menor 
infractor hubiese cumplido la mayoría de edad después de sancionado, o cuando 
se cambia la competencia del juez penal al juez de familia aunque se hubiere 
alcanzado esa mayoría de edad, la medida puede hacerse extensiva hasta 
completarla. Con el proyecto de ley Nº 1951 2012 que planteaba una reforma al 
Código de los Niños y Adolescentes, entre otras la edad del infractor, 
posteriormente la Doctora María Soledad Pérez Tello de Rodríguez, “Presidenta 
de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos”, remite al Presidente del 
Congreso Víctor Islas Rojas el texto sustitutorio de los proyectos de ley, entre ellos 
el antes mencionado, para recoger la sugerencias de los congresistas66. En el 
artículo 7º de este último documento, la única reforma que se le hace al Código de 
los Niños dice: 
 
“Artículo 7. Modificación del Código de los Niños y Adolescentes 
Modificase el artículo 239 del Código de los Niños y Adolescentes, el cual queda redactado de la 
siguiente manera: 
66. Oficio Nº 2004-2012-2013-CJ-DDHH, de la Doctora María Soledad Pérez Tello de Rodríguez, Presidenta de la Comisión 
de Justicia y Derechos Humanos, remite al Presidente del Congreso Víctor Islas Rojas, de fecha de recibido 15 de julio de 






Artículo 239. Excepción 
Si el adolescente adquiere la mayoría de edad durante el cumplimiento de la medida, el juez 
prolonga cualquier medida hasta el término de la misma. 
Si el Juez Penal se inhibe por haberse establecido la minoridad al momento de los hechos, asume 
competencia el Juez de Familia aunque el infractor haya alcanzado la mayoría de edad”. 
 
Se propone eliminar en este código del Niño, el inciso tercero relacionado con la 
edad de los 21 años para la terminación de la medida, tal y como está redactado. 
 
c.- En ALEMANIA.-Los niños menores de 14 años, al igual que en la mayoría de 
las legislaciones no son responsables penalmente. De los 14 años hasta los 18 e 
incluso hasta los 21, tienen responsabilidad penal, y  complementario a la edad se 
analiza el criterio de la madurez suficiente, de la misma forma la capacidad de 
actuar o de dirigir las acciones y de comprensión de la criminalidad del acto. 
 
El autor Carlos A. Elbert, del Centro de Investigaciones Criminológicas de la 
Universidad de Colonia República Federal de Alemania, del 20 de septiembre de 
198067, en la publicación en internet, refiere lo siguiente: 
 
“La concepción expuesta se refleja en el parágrafo 3 de la Ley Judicial Juvenil, cuando precisa que 
“Un menor es penalmente responsable si al momento del hecho era suficientemente maduro de 
acuerdo a su desarrollo moral y mental, para comprender la antijuricidad del hecho y actuar según 
esta comprensión. Para la educación de un menor inimputable a consecuencia de su inmadurez, el 
Juez puede ordenar las mismas medidas que el Juez Tutelar”. 
No basta entonces, a la ley alemana, que se trate de un Menor o Menor Adulto, según tiviera entre 
14 y 18 años ò 18 y 21 respectivamente, al momento de la comisión del hecho (Par. 1). Es preciso, 
además, determinar el grado de madurez, factor que junto con la edad, nos distancia del sistema 
del derecho penal general, donde el libre albedrío, o autodeterminación, o voluntad final de las 
personas capaces mayores de 21 años, se presume, del mismo modo que su madurez”. 
En un trabajo de investigación titulado “Alemania Menores Agresores Segundo 
Informe”68, con estadísticas dadas en 2005, respecto de la edad de los menores 
dice: 
 
“En la legislación juvenil alemana, las personas de menos de 14 años (edad en el momento del 
delito) no pueden ser legalmente juzgadas o acusadas. Las que tienen entre 18 y 20 años (adultos 
jóvenes) pueden ser juzgadas y acusadas bajo la ley penal de adultos y la juvenil.  
67. ELBERT,  Carlos A. Centro de Investigaciones Criminológicas de la Universidad de Colonia República Federal de 
Alemania, “Edad y Responsabilidad Penal en el Derecho Alemán: Aplicabilidad del Sistema al Ámbito Latinoamericano” 20 
de septiembre de 1980. Hallable en: http://www.ilanud.or.cr/A060.pdf 
 
68.”Alemania Menores Agresores Segundo Informe”. Hallable en: http://www.altea-europa.org/documentos/2rep_de_es.pdf 
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d.- Comisión Interamericana de los Derechos Humanos.-Sobre este aspecto 
preocupa a la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, pues algunos 
Estados Partes están sometiendo a los menores de 18 años al juzgamiento penal 
para adultos, a pesar de sugerir que la edad para el juzgamiento  de  
“adolescentes  infractores  de  la ley penal”, de 14 a 16 años e insta a no reducir 
esta edad mínima, ha observado que países miembros están responsabilizando 
ante la justicia penal juvenil a menores de 12 años, que ello no es aceptable 
internacionalmente y menos que se les aplique la justicia penal ordinaria, así se 
desprende de los “principios y garantías relevantes que deben regir el sistema 
especializado de justicia juvenil aplicable a niños”, según la Comisión 
Interamericana, así: 
 
“38.   Dado que el derecho internacional ha establecido claramente que la mayoría de edad se 
alcanza a los 18 años de edad cumplidos, la Comisión considera que toda persona debe estar 
sometida a un régimen especial de justicia penal cuando del acervo probatorio en un determinado 
caso se desprenda que ésta no había alcanzado los 18 años de edad al momento de la presunta 
infracción de la ley penal.  En el mismo sentido, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado 
que: 
[...] desea recordar a los Estados Partes que han reconocido el derecho de todo niño de quien se 
alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 
esas leyes a ser tratado de acuerdo con las disposiciones del artículo 40 de la Convención.  Esto 
significa que toda persona menor de 18 años en el momento de la presunta comisión de un delito 
debe recibir un trato conforme a las normas de la justicia de menores. 
39.   A pesar de lo anterior, conforme a la información recibida por la CIDH, personas menores de 
18 años en la región están siendo excluidas del sistema de justicia juvenil porque algunos Estados 
Miembros han establecido que niños de 17 o 16 años, e incluso menores a 16 años de edad, 
podrían ser sujetos de responsabilidad penal en iguales condiciones que los adultos.  Asimismo, 
niños han estado o están privados de su libertad en las mismas condiciones que los adultos a pesar 
de que los estándares internacionales obligan a sólo responsabilizar penalmente como adultos a 
los mayores de 18 años de edad. 
40.   La Comisión mira con extrema preocupación que en varios Estados Miembros se excluya del 
sistema de justicia juvenil a niños que aún no han cumplido los 18 años.  Al someter a personas 
menores de 18 años al sistema ordinario de justicia, su condición de niños es totalmente negada y 
sus derechos violados.  
41.   Por ejemplo, según información recibida por la CIDH, en Bolivia se establece que los niños son 
imputables penalmente a partir de los 16 años; en 13 estados de Estados Unidos, el límite de edad 
superior para el sistema de justicia juvenil es inferior a los 18 años de edad, como es el caso de 
Connecticut, Carolina del Norte y Nueva York donde los niños mayores de 15 años son procesados 
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como adultos.  En la mayoría de los Estados del Caribe, los niños pueden ser procesados por el 
sistema de justicia juvenil hasta los 16 años de edad. 
42.   En Argentina, aunque el Decreto 22.278 establezca que un niño, niña o adolescente menor de 
16 años no pueda ser considerado responsable por infringir leyes penales, la Comisión observa que 
dicha norma permite un tratamiento igual al de los adultos a personas que cometieron algunos 
delitos entre los 16 y los 18 años.  Si bien la autoridad judicial se encuentra facultada para no 
imponer una sanción penal, o para reducirla al grado de tentativa, la norma permite, a discreción 
del juez, la imposición de las sanciones previstas en la normativa penal ordinaria.  Lo mismo sucede 
con el régimen de ejecución de sentencia.  Este tratamiento no diferenciado puede resultar 
incompatible con el principio de proporcionalidad de la pena y con el juicio de reproche del menor 
que debe subyacer a toda conducta cometida por un o una adolescente conforme al interés 
superior del niño. 
43.   La Comisión mira con extrema preocupación que en varios Estados Miembros se someta a 
personas menores de 18 años al sistema ordinario de justicia penal, siendo su condición de niños 
totalmente negada.  La Comisión considera que toda persona debe estar sometida a un régimen 
especial de justicia juvenil cuando en un determinado caso se desprenda que ésta no había 
alcanzado los 18 años de edad al momento de la presunta infracción de la ley penal.  
44.   Finalmente, al igual que el Comité de los Derechos del Niños, la Comisión recomienda a los 
Estados Miembros que permitan la aplicación de las normas del sistema de justicia juvenil a 
personas que tienen 18 o más, por lo general hasta los 21, bien sea como norma general o como 
excepción. En tal sentido, la Comisión alienta a los Estados Miembros a adoptar disposiciones en el 
derecho interno que regulen el juzgamiento y la ejecución de sanciones para jóvenes mayores de 
18 años que hayan infringido la ley penal durante su minoridad a fin de que éstos no pasen al 
sistema de adultos por el mero hecho de haber cumplido los 18 años de edad 
2.   Edad mínima para que las niñas, niños y adolescentes sean responsabilizados por infringir 
leyes penales bajo el sistema de justicia juvenil 
45.   Ahora bien, no todos los niños menores de 18 años deben ser sometidos a un sistema de 
justicia juvenil en caso de infracción de una ley penal, sino sólo aquéllos que hayan alcanzado una 
edad mínima para infringir las leyes penales.  A este respecto, el párrafo 3 del artículo 40 de la CDN 
dispone que los Estados deberán promover el establecimiento de una edad mínima de 
responsabilidad penal antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para 
infringir las leyes penales.  En la regla 4 de las Reglas de Beijing se recomienda que el comienzo de 
la edad mínima no debe fijarse a una edad demasiado temprana, habida cuenta de las 
circunstancias que acompañan la madurez emocional, mental e intelectual de los niños. 
46.   Si bien los instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos no fijan una edad 
mínima para infringir leyes penales, el Comité de los Derechos del Niño ha recomendado a los 
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Estados fijarla entre los 14 y los 16 años de edad, instando a no reducir dicha edad mínima.  
También el Comité de los Derechos del Niño ha establecido que no es aceptable 
internacionalmente que niños menores de 12 años sean responsabilizados ante la justicia juvenil 
por infringir las leyes penales, aún menos ante la justicia penal ordinaria. 
47.   Sobre este asunto, la Comisión observa que en la región hay una gran disparidad en la edad 
mínima para infringir leyes penales y que algunos Estados Miembros consideran responsables por 
infringir las leyes penales a niños incluso menores de 12 años.  Por ejemplo, en Granada, Trinidad y 
Tobago y algunos estados de Estados Unidos, los niños de 7 años pueden infringir las leyes 
penales.  En Antigua y Barbuda, San Kitts y Nevis, y San Vicente y las Granadinas, dicha 
imputabilidad inicia a los 8 años.  En Bahamas, Guyana y Surinam, se imputa a niños a partir de los 
10 años por infringir las leyes penales, mientras que en Barbados la edad mínima es de 11 años. 
48.   En otros Estados Miembros como por ejemplo, en Dominica, Santa Lucía, Jamaica, Belice, 
Bolivia, Brasil, Canadá, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Panamá, Perú y 
Venezuela la edad mínima para infringir leyes penales es de 12 años.  En Haití, Guatemala, 
Nicaragua, República Dominicana y Uruguay se ha establecido como edad mínima de 
responsabilidad por infringir las leyes penales los 13 años.  En Chile, Colombia, y Paraguay los niños 
son responsables a partir de los 14 años.  El límite de edad más elevado en la región ha sido 
establecido en Argentina, donde la edad mínima de responsabilidad para infringir leyes penales es 
de 16 años y únicamente con respecto a delitos que no sean de acción privada o reprimidos con 
pena privativa de la libertad que exceda de dos años, con multa o con inhabilitación.”.69 
Se puede observar, como a pesar de las normas internacionales, estados 
miembros no se someten a ellas, entonces cabe preguntarse ¿Qué se ha hecho 
por parte de las instituciones internacionales para que se acaten sus normas?, 
cierto es que la comisión interamericana ha hecho las observaciones pertinentes 
como se acaba de exponer, incluso con nombres propios de los países miembros. 
En conclusión, la edad de los menores infractores de la ley penal, es fundamental 
para establecer las clases de medidas que se deben aplicar, complementario, 
según la gravedad de la infracción cometida. 
 
e.- Legislación Nacional.- En Colombia, el “Código de la Infancia y la 
Adolescencia, o Ley 1098 de 2006”, dentro del artículo 179 establece en los 
criterios para la imposición de la sanción contiene en el numeral 1º la naturaleza y 
la gravedad de los hechos y en el numeral  3º la edad del adolescente, entre otros; 
dentro del parágrafo 2º prevé que los adolescentes entre 14 y menores de 18 
años, al “incumplimiento de cualquiera de las sanciones” impuestas y previstas en  
 
69. “Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. Justicia Juvenil y Derechos humanos en las Américas”.Hallable 
en: http://www.cidh.org/countryrep/JusticiaJuvenil2011sp/jjii.sp.htm.  
70. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículos 179, 187.Modificado por el art. 89 de la Ley 1453 de 2011. Diario Oficial 
N°48.110 del 24 de junio de 2011”. 
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este estatuto, deben “terminar el tiempo de la sanción en internamiento”. El 
artículo 187, establece la “privación de la libertad en centro especializado”, 
aplicable a los adolescentes entre 16 y menores de 18 años, cuando cometan 
“delitos cuya pena mínima sea o exceda de 6 años”, cuya duración está de 1 a 5 
años. Esta Misma sanción es aplicable a los adolescentes entre 14 y menores de 
18 años, pero los enmarca en la comisión de conductas punibles como el 
“homicidio doloso, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la 
libertad, integridad y formación sexual”, lo cual tiene una duración de 2 a 8 años 
de la privación de la libertad70. 
 
1.2.- Con relación a la sanción a imponer.- Como se ha dicho anteriormente, los 
Estados Parte en los Convenios Internacionales, y observando La “Convención 
Sobre Los Derechos del Niño”, han coincidido y adoptado una serie de medidas 
aplicables a los “menores infractores de la ley penal”, aplicables dependiendo de 
la edad y la gravedad de la infracción. 
 
En Colombia, estas sanciones se encuentran reguladas en el Título I, Capítulo V, 
artículo 177 de la “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia, 
así: i) la amonestación, ii) la imposición de reglas de conducta, iii) la prestación de 
servicios a la comunidad, iv) la libertad asistida. V) la internación en medio 
semicerrado, vi) la privación de la libertad en centro de atención especializado”. 
 
El artículo 177 de esta ley, establece que para poder aplicar estas sanciones se 
requiere que al adolescente se le haya declarado su responsabilidad penal, lo cual 
significa el cumplimiento previo del debido proceso consagrado en la “Ley 906 de 
2004 o Código de Procedimiento Penal” conforme lo establece expresamente el 
artículo 144 del Estatuto de la Adolescencia. 
 
1.2.1.- La amonestación.- Contenida en el artículo 182 de esta obra71, la cual 
contiene: 
 
“a.- La recriminación hecha por la autoridad judicial al adolescente sobre las 
consecuencias del hecho delictivo. 
 
b.- La exigencia de la reparación del daño. 
 
c.- La asistencia a un curso educativo sobre el respeto a los derechos humanos. 
 
d.- En caso de condena, se exhorta al niño, niña o adolescente y a sus padres al 
 
71. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 182”. “LA AMONESTACIÓN. Es la recriminación que la autoridad judicial le 
hace al adolescente sobre las consecuencias del hecho delictivo y la exigencia de la reparación del daño. En todos los 
casos deberá asistir a un curso educativo sobre respeto a los derechos humanos y convivencia ciudadana que estará a 
cargo del Instituto de Estudios del Ministerio Público. En caso de condena al pago de perjuicios, el funcionario judicial 
exhortará al niño, niña o adolescente y a sus padres a su pago en los términos de la sentencia”. 
42 
 
pago de perjuicios en los términos de la sentencia”. 
 
a.- LA RECRIMINACIÓN.- Según el THE FREE DICTIONARY, recriminar 
significa:  
 
“Censurar o criticar a una persona por su comportamiento o echarle en cara su conducta. 
 Reprochar decir a alguien que no ha hecho bien cierta cosa”.  
No basta que esto se dé, sino que el funcionario judicial debe explicarle al menor 
infractor las consecuencias no solo jurídicas que acarrea dicho comportamiento, 
sino, el daño social que está produciendo, es educarlo y a la vez protegerlo de 
dichas consecuencias para que no vuelva a reincidir, que en otras palabras, se 
conoce como la prevención específica relacionada con él,  y general por la 
sociedad. 
Aunque la disposición legal no dice nada sobre cuales conductas punibles o 
infracciones penales merecen la sanción de amonestación, ello se puede concluir 
del artículo 18772, es decir, que la conducta punible tenga una pena inferior a 6 
años y que no configure “delitos de homicidio doloso, extorsión y contra la libertad, 
integridad y formación sexual”, atendiendo la proporcionalidad de esta sanción con 
la naturaleza del hecho cometido, y atendiendo la necesidad del adolescente y de 
la sociedad; en cierta forma es discrecional del Juez, considerar el hecho punible 
como leve como para no imponer ninguna otra medida sancionatoria de las 
establecidas. 
 
72. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 187.- LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. La privación de la libertad en 
Centro de Atención Especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) 
años que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o 
exceda de (6) años de prisión. En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una 
duración de uno (1) hasta cinco (5) años, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes. La privación de la libertad en Centro 
de Atención Especializada se aplicará a los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años 
sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la 
libertad, integridad y formación sexual. En estos casos, la privación de libertad en Centro de Atención Especializada 
tendrá una duración desde dos (2) hasta ocho (8) años, con el cumplimiento total del tiempo de sanción impuesta por el 
juez, sin lugar a beneficios para redimir penas.  En los casos en que el adolescente haya sido víctima del delito de 
constreñimiento de menores de edad para la comisión de delitos o reclutamiento ilícito no se aplicará privación de la 
libertad. Parte de la sanción de privación de libertad podrá ser sustituida por cualquiera de las otras sanciones previstas 
en el artículo 177 de este Código por el tiempo que fije el juez. El incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá acarrear 
la aplicación de la privación de la libertad impuesta inicialmente o la aplicación de otra medida. En ningún caso, la nueva 
sanción podrá ser mayor al tiempo de la sanción de privación de libertad inicialmente previsto. PARÁGRAFO. Si estando 
vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente cumpliere los dieciocho (18) años, continuará cumpliéndola 
hasta su terminación en el centro de atención especializada de acuerdo con las finalidades protectora, educativa y 
restaurativa establecidas en la presente ley para las sanciones. Los Centros de Atención Especializada prestarán una 
atención pedagógica, específica y diferenciada entre los adolescentes menores de dieciocho años de edad y aquellos que 
alcanzaron su mayoría de edad y deben continuar con el cumplimiento de la sanción. Esta atención deberá incluir su 
separación física al interior del centro, así como las demás garantías contenidas en la Constitución Política y en los 
Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, en especial, la Convención sobre 
los Derechos del Niño”. 
43 
 
b.- LA REPARACION DEL DAÑO.- La norma lo convierte en una exigencia, es 
decir, que ella se debe cumplir, lo cierto es, que si los padres del menor infractor 
carecen de recursos económicos, pues simplemente no cumplen con esta 
exigencia.  
Cuando se habla de daño, este está referido al causado por el sujeto activo con 
su conducta y que recae sobre otra persona o cosa tal y como se desprende de 
los artículos 2341 y 2342 del Código Civil73, así: 
 
“Artículo 2341.- RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL.- El que ha cometido un delito o culpa, 
que ha inferido daño a otro… 
Artículo 2342.- LEGITIMACIÒN PARA SOLICITAR LA INDEMNIZACIÒN.- Puede pedir indemnización 
no solo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño…”. 
Esta reparación del daño, se da en una audiencia posterior a la ejecutoria de la 
sentencia donde se impone la medida de amonestación, determinada en la “Ley 
906 de 2004 o Código de Procedimiento Penal” en el artículo 103 y ss, el artículo 
107 dice:“Tercero civilmente responsable.- Es la persona que según la ley civil  deba responder 
por el daño causado por la conducta del condenado…”.Aunque la legislación colombiana no 
define que es el daño ni que el perjuicio, si lo hacen otras legislaciones como el 
Código Civil para el Estado de Tabasco en México74, cuando dice: 
 
“ARTICULO 2050.- Se entiende por daño la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio, por la 
realización del hecho que la ley considera fuente de responsabilidad. Se reputa perjuicio la 
privación de cualquier ganancia lícita que se habría obtenido, de no haberse realizado el hecho 
considerado por la ley como fuente de la responsabilidad. 
ARTICULO 2051.- Daño moral. El daño puede ser también de carácter moral, cuando el hecho ilícito 
que lo produzca afecte a una persona en sus sentimientos, creencias, decoro, honor, reputación, 
vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien en la consideración que de ella misma tienen 
los demás”. 
ARTICULO 2053.- En qué debe consistir la reparación. La reparación del daño debe consistir en el 
restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago total de los 
daños y perjuicios de orden económico y moral que permitan compensar a la víctima. 
ARTICULO 2055.- Indemnización por muerte o incapacidad. Cuando el daño que cause a las 
personas produzca la muerte o incapacidad total permanente,….” 
73. “Ley 57 de 1887, art. 4o. Con arreglo al artículo 52 de la Constitución de la República, declárese incorporado en el 
Código Civil el Título III (arts. 19-52) de la misma Constitución. Sancionado el 26 de mayo de 1873. Arts. 2341 y 2342” 
74. Hallable en: http://www.icnl.org/research/library/files/Mexico/Tabasco_Codigo_Civil_2011.pdf 
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El artículo 523 de la “Ley 906 de 2004 o Código de Procedimiento Penal”75, 
referido a la mediación prevé en su inciso segundo las formas de reparación para 
la solución del conflicto, siendo ellas: “i) la reparación, restitución o resarcimiento 
de los perjuicios causados; ii)realización o abstención de determinada conducta; 
iii) prestación de servicios a la comunidad; iv) o pedimento de disculpas o perdón, 
que cuando los padres del menor infractor no tienen forma de reparar el daño 
acuden a esta última figura o el perdón manifestado a las víctimas”, lo que lo 
convierte en una reparación simbólica, que por lo general, es lo que se da; pero de 
igual manera, el “Código de la Infancia y la Adolescencia” lo prevé en los artículo 
169 y 17076. Lo anterior no implica que en audiencia de conciliación en ejercicio del 
principio de oportunidad puedan los sujetos procesales acordar la reparación tal y 
como lo reseña el artículo 174 del Estatuto del adolescente. 
 
La Honorable Corte Constitucional, en sentencia de fecha C-823 de 200577, refiere 
sobre el silencio que guardó el Legislador colombiano sobre el pago de los daños 
y perjuicios ocasionados con la conducta punible, para la concesión del 
“subrogado penal de la suspensión condicional de ejecución de la pena”, así: 
 
“Así del nuevo texto del artículo 64 del Código Penal  se desprende  en consecuencia que  el pago 
total de la reparación a la víctima  es  presupuesto para la concesión del subrogado de libertad 
condicional.  Las expresiones ‘en todo caso su concesión estará  supeditada al pago total de la 
multa y de  la reparación a la víctima’  no permiten otra interpretación pues el significado 
gramatical de los verbos allí utilizados, a saber,  conceder y supeditar así claramente lo indican. 
Cosa diferente sucede en el caso del subrogado penal de suspensión condicional de ejecución de la 
pena, respecto del cual  la modificación introducida por el artículo 4° de la Ley 890  de2004 al 
artículo 63 del Código Penal solamente  estableció como requisito para su concesión el pago total 
de la multa que se haya impuesto, pero nada dijo en relación con la reparación a la víctima.  Así, ha 
de entenderse entonces  que  en relación con dicho subrogado el numeral 3 del artículo 65 del 
Código Penal guarda entera vigencia y que la  obligación de ‘reparar los daños ocasionados con el 
delito, a menos que se demuestre que se está en imposibilidad  económica de hacerlo’  se 
mantiene  como un  requisito que surge como consecuencia de la concesión del subrogado  de 
suspensión  condicional de la ejecución de la pena pero que no es presupuesto para poder 
otorgarlo. 
75. “Ley 906 de 2004 o Código de Procedimiento Penal, artículo 523”. 
76. “Ley 57 de 1887, art. 4o. Con arreglo al artículo 52 de la Constitución de la República, declárese incorporado en el 
Código Civil el Título III (arts. 19-52) de la misma Constitución. Sancionado el 26 de mayo de 1873. Arts. 169.- De la 
responsabilidad penal.- Las conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) años y que no hayan 
cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas 
en la presente ley. ARTÍCULO 170. INCIDENTE DE REPARACIÓN. Los padres, o representantes legales, son 
solidariamente responsables, y en tal calidad, deberán ser citados o acudir al incidente de reparación a solicitud de la 




Para el caso del subrogado de libertad condicional regulado por el artículo 64  del Código Penal tal 
como quedó modificado por el artículo 5° de la Ley 890 de 2004 la situación es distinta, como se ha 
visto, y es precisamente  respecto de la misma  que corresponde a la Corte  proceder  a efectuar el 
análisis de los cargos planteados por el demandante.”. 
c.- CURSO EDUCATIVO.- Tiene su origen en las Reglas de Beijing  que es el 
marco general, donde se escogen las distintas sentencias que pueden ser 
impuestas a los “menores infractores de la ley penal”, a este respecto, el Instituto 
de Estudios del Ministerio Público (IEMP) Procuraduría General de la Nación, lo ha 
manifestado así:  
 
“Desde un marco general, las Reglas de Beijing establecen la posibilidad de escoger como posibles 
sentencias para los jóvenes infractores (Regla 18) órdenes en materia de atención, orientación y 
supervisión; libertad vigilada, órdenes de prestación de servicios a la comunidad; sanciones 
económicas, indemnizaciones y devoluciones; órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de 
tratamiento; órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades 
análogas; órdenes de colocación en hogares de guarda, comunidades de vida u otros 
establecimientos educativos. Bajo estas premisas, cumpliendo con los parámetros internacionales, 
se incorporaron, en el marco de la Ley colombiana, nuevas sanciones tales como el Servicio a la 
Comunidad, la Libertad Vigilada (que recibió una herencia parcial de la Libertad Asistida) y la 
Amonestación, también modificada en sus partes sustantivas y procedimentales.”78. 
d.- PAGO DE PERJUICIOS.- Perjuicio es el que proviene del daño ocasionado 
con la conducta punible, en otras palabras, es lo que deja de producir el bien 
jurídico lesionado. Sobre este aspecto, el artículo 2344 del Código Civil79, lo refiere 
de la siguiente manera: 
 
“Artículo 2344.- RESPONSABILIDAD SOLIDARIA.- Si de un delito o culpa ha sido cometido por dos o  
más  personas,  cada  una  de  ellas  será  solidariamente  responsable  de  todo  perjuicio”  
Como quera que los perjuicios dependen del daño causado y juntos hacen parte 
de la reparación integral, de la misma forma, si el menor infractor de la ley penal 
sancionado no cuentan ni él ni sus padres con los recursos económicos para su 
reparación, ello no impide que se le conceda el “subrogado penal de suspensión 
condicional de ejecución de la pena”, como se dijo anteriormente, por lo que la 
reparación en la práctica también, en oportunidades, se convierte en simbólica. 
 
77. Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-823 de 10 de agosto de 2005. Expediente D-5503. M.P. Álvaro Tafur 
Galvis. Hallable en: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-823-05.htm 
78. “Estudios del Ministerio Público (IEMP) Procuraduría General de la Nación”. Hallable en: 
“http://www.procuraduria.gov.co/iemp/media/file/contratacion/150/ESTUDIOS%20PREVIOS.pdf” 
79. “Ley 57 de 1887, art. 4o. Con arreglo al artículo 52 de la Constitución de la República, declárese incorporado en el 
Código Civil el Título III (arts. 19-52) de la misma Constitución. Sancionado el 26 de mayo de 1873. Art. 2344” 
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1.2.2.- La imposición de reglas de conducta.- Igualmente consagrada en el 
artículo 183 del “Código de la Infancia y la Adolescencia”80, consistente en la 
imposición de por la autoridad judicial de unas “obligaciones o prohibiciones” con 
la finalidad de regular su modo de vida y a su vez para “promover y asegurar su 
formación”, sanción que no puede exceder de dos años. Por regla se debe 
entender conforme a la Real Academia de la Lengua como: “Lo que se debe obedecer 
o seguir por estar así establecido”, “Conjunto de instrucciones que indican cómo hacer algo o cómo 
comportarse”, y por conducta se entiende como: “Manera de conducirse o comportarse una 
persona,…”, esto permite comprender los fines de esta sanción. En Colombia, la 
legislación no establece cuáles son esas reglas de conducta que impone la 
autoridad competente a los menores infractores de la ley penal, por lo que es 
discrecional del juez hacerlo.  
 
Para entender mejor cuales reglas de conducta se podrían imponer, en el Código 
Penal del Perú en el artículo 58 las define expresamente así:  
 
 “Artículo 58.- Reglas de conducta 
El Juez al otorgar la condena condicional, impondrá las siguientes reglas de conducta: 
1. Prohibición de frecuentar determinados lugares; 
2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del Juez; 
3. Comparecer personal y obligatoriamente al Juzgado, para informar y justificar sus actividades; 
4. Reparar los daños ocasionados por el delito, salvo cuando demuestre que está en imposibilidad 
de hacerlo; 
5. Que el agente no tenga en su poder objetos susceptibles de facilitar la realización de otro delito; 
y, 
6. Los demás deberes que el Juez estime convenientes a la rehabilitación social del agente, siempre 
que no atente contra la dignidad del condenado.”81. 
Conforme a esto, hay que aclarar, que la sanción del artículo 183 del “Código de la 
Infancia y la Adolescencia” no es en este caso sustitutiva de la privación de la 
libertad, aunque puede llegar a serlo, sino que es independiente, aplicable por la 
comisión de conductas punibles leves como por ejemplo los delitos querellables, 
solo se quiere significar con esta legislación extranjera cuales son las posibles 
medidas entre otras, que puede adoptar el juez en un momento determinado. 
 
80. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 183.LAS REGLAS DE CONDUCTA. Es la imposición por la autoridad judicial al 
adolescente de obligaciones o prohibiciones para regular su modo de vida, así como promover y asegurar su formación. 
Esta sanción no podrá exceder los dos (2) años”. 
 




1.2.3.- “La prestación de servicios sociales a la comunidad”.- Determinado en  
el artículo 184 del “Código de la Infancia y la adolescencia” cuya definición 
constituye un pleonasmo al repetir la palabras “realización y realizar”, pero es 
entendible sobre las tareas de interés general que el menor infractor de la ley 
penal debe realizar de forma gratuita, determinando el período de duración de no 
más de “6 meses, con una jornada de 8 horas semanales pero preferentemente 
aplicables para los fines de semana y festivos”, sin que  esto no implique que 
pueda ejecutarse para días hábiles siempre y cuando no se afecte su jornada 
escolar. Este trabajo desarrollado por el adolescente tiene tres limitantes: 
 
1.- Que no debe ser un trabajo peligroso. 
2.- Que este trabajo no entorpezca su educación. 
3.- Que este trabajo no sea “nocivo para su salud, su desarrollo físico, mental, 
espiritual, moral o social”. 
 
Sobre este aspecto, la Alcaldía mayor de Bogotá D.C., publicó un trabajo titulado 
“LA PRESTACIÒN DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD Una sanción con 
oportunidades para desarrollar procesos de Justicia restaurativa en el sistema 
colombiano de responsabilidad penal para adolescentes”. En este trabajo 
publicado en el 2012, se puede observar los inconvenientes que su aplicación ha 
tenido y sigue teniendo, por los altos costos, por la falta de personas 
especializadas, por falta de seguimiento al cumplimiento de la sanción etc., pero 
de la misma manera hacen unas propuestas para su implementación: 
 
“La ley 1098/06 por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia en Colombia, 
implementada de manera gradual en el país a partir del 1 de enero de 2007, introdujo un nuevo 
sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) que dispone la adecuación del sistema 
de justicia a los principios de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CIDN) y de 
los instrumentos internacionales que recomiendan a los sistemas de justicia juvenil la adopción de 
mecanismos de desjudicialización, sanciones no privativas de la libertad, medidas de diversión y 
prácticas afines a la justicia restaurativa…. 
Sin embargo, son diversos los motivos que han dificultado la efectiva implementación de un 
sistema que valide estos elementos con un enfoque de justicia restaurativa y favorezca la 
participación de las víctimas y las comunidades en los procesos de justicia, así como la finalidad 
protectora, pedagógica y restaurativa de las sanciones. En este sentido, puede sugerirse que la 
intencionalidad del SRPA aún no ha sido completamente apropiada por los operadores y demás 
entidades corresponsables de su implementación, e incluso, que se mantiene muy cercano al 
modelo caracterizado en el contexto internacional como modelo penal puro, ya que su eje es el 
delito y la sanción… 
En lo referente a la aplicación de las sanciones que establece el SRPA, la ley determina algunos 
criterios que el juez debe tener en cuenta para su definición. A pesar de ello, la falta de desarrollo 
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de estos criterios ha llevado a que la decisión sobre la sanción más conveniente para un 
adolescente quede a la facultad discrecional e interpretativa del juez, con el agravante de no 
contar con estudios psicosociales en profundidad que orienten su decisión en cada caso. En 
consecuencia, aunque el SRPA insiste en el carácter protector, pedagógico y restaurativo de las 
sanciones queriendo consagrar estas finalidades como un principio rector y garantía para los 
adolescentes, quienes las determinan y ejecutan no cuentan con lineamientos y criterios suficientes 
para su efectivo desarrollo y aplicación. Además, se evidencian falencias en el control y 
seguimiento a las sanciones y la articulación entre los entes judiciales y los operadores, 
favoreciendo que la mayoría de los adolescentes que llegan al SRPA sea itinerante por razones de 
deserción y reincidencia, tanto en lo que respecta al proceso judicial, como al cumplimiento de la 
sanción… 
En cuanto a su planteamiento e implementación, los estudios recomiendan que: 
 Se detalle su naturaleza y se definan claramente sus contenidos, características y 
condiciones. 
 La comunidad se implique activamente generando una amplia oferta de servicios, 
proveyendo escenarios de restauración, garantizando las condiciones adecuadas para su 
cumplimiento y facilitando el contacto entre autoridades locales y operadores del sistema 
de justicia. 
 Se reserve el marco de derecho que aporta el sistema judicial y los operadores del sistema 
se impliquen en el proceso, respetando las dinámicas de la comunidad. 
 Los servicios estén ligados a las necesidades de la comunidad, las competencias del 
ofensor, e idealmente, a las necesidades de reparación de la víctima. 
 El servicio guarde relación con el delito o los daños ocasionados. 
 El ofensor manifieste su voluntad e interés de reparar. 
 Se conjuguen los objetivos sancionatorios, pedagógicos y de reparación, aportando nuevas 
habilidades y destrezas al ofensor. 
En esta misma línea, los estudios mencionan los desafíos de lograr la participación de la víctimas, 
reparar al adolescente mejorando la imagen que éste tiene de sí mismo, lograr una articulación de 
redes con la comunidad, y darle una clara orientación restaurativa a los programas, en aras de 
contribuir a la prevención.  
Entre los beneficios que le han sido atribuidos a la práctica de prestación de servicios a la 
comunidad con adolescentes, se destacan los siguientes: 
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 Favorece la responsabilidad en los adolescentes como piedra angular del desarrollo de 
comportamientos responsables, cooperativos o solidarios. 
 Ofrece situaciones en las que los adolescentes pueden hacer una contribución positiva a la 
comunidad para reparar los daños ocasionados por el delito. 
 Brinda a los adolescentes posibilidades efectivas de inclusión o reintegración social 
mediante el acceso a redes y servicios sociales y de participación. 
 Ofrece a los adolescentes la oportunidad de desarrollar competencias sociales y 
habilidades y mejorar la imagen que tienen de si mismos. 
 Promueve la construcción de una comunidad cohesionada en torno a valores como 
cooperación, la solidaridad, la participación y la solución negociada de conflictos. 
 Prioriza el bienestar social, la regulación colectiva de los actos individuales y restablece la 
confianza en la justicia. 
 Disminuye de manera significativa los factores de riesgo de reincidencia.”.82 
Dentro de los lineamientos dados por el “Instituto de Bienestar Familiar” en el  
 
 “Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes SRPA”, sobre esta 
sanción los consagra así: 
 
“Definición.- Es la sanción en la cual los adolescentes desarrollan tareas en el medio comunitario 
del municipio de residencia, con la orientación de un profesional. La sanción podrá tener una 
duración que no exceda los 6 meses, con una jornada máxima de ocho horas semanales 
preferentemente los fines de semana y festivos o en días hábiles pero sin afectar su jornada 
escolar. Se recomienda considerar como mínimo para esta sanción 3 meses, de tal forma que el 
proceso tenga un impacto real en el adolescente. 
Objetivos.-Restitución o reparación del daño no a la víctima individualmente considerada sino a la 
sociedad, víctima secundaria del hecho punible. Vincular la naturaleza del servicio prestado con el 
delito a ser sancionado o con el daño causado para despertar en el adolescente la responsabilidad 
por sus actos. 
Oportunidad constructiva y proactiva de reparar el daño cometido, mejorar la percepción sobre si 
mismo y su valor social, para finalmente integrarse a la sociedad de la que estaba en muchos casos  
82. ALCALDÌA MAYOR DE BOGOTÀ D.C. “LA PRESTACIÒN DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD Una sanción con 
oportunidades para desarrollar procesos de Justicia restaurativa en el sistema colombiano de responsabilidad penal para 






Servicios que comprende.- Valoración al ingreso y egreso. Actividades con la comunidad: 
Participación en campañas de cuidado y conservación del medio ambiente. Acompañamiento de 
población vulnerable: ancianos, enfermos, niños en situación de calle, desplazados, víctimas de 
desastres naturales. Acompañamiento de actividades lúdicas, recreativas y deportivas.  
Apoyo en programas sociales dirigidos a poblaciones específicas (discapacidad, prevención de 
desastres, consumo de sustancias psicoactivas, campañas de salud y vacunación, entre otros). 
Oficios relacionados con el mantenimiento y estética de la ciudad: aseo, jardinería entre otros. 
Permanencia /rotación.- Dos (2) adolescentes por cupo al año.”83 
 
1.2.4.- La libertad asistida.-O libertad vigilada, consagrada en el artículo 185 del 
“Código de la Infancia y la adolescencia”, donde la libertad del adolescente 
infractor de la ley penal se encuentra condicionada a la “supervisión, la asistencia 
y la orientación de un programa de atención especializada, medida de no de más 
de dos años de duración”. Se puede observar que en el artículo 177 de esta obra, 
la calificación a este tipo de sanción es “La libertad asistida”, mientras que en el 
artículo 185 del mismo estatuto, lo determina como “Libertad vigilada”, lo cual 
tienen significados distintos o diferentes, en la primera implica “por lo general, la 
asistencia del niño a un programa socioeducativo, mientras que la segunda, un 
profesional del área debe tener contacto regular con el niño, su familia y su 
comunidad”, sin embargo, el  artículo 185 encierra estas dos situaciones cuando 
refiere al sometimiento a la supervisión que significa, controlar, vigilar y dirigir a 
una persona autorizada para la realización de una actividad (Real academia de la 
lengua); y, asistencia a un programa de Interamericana de Derechos Humanos ha 
encontrado falencias y la falta de estos programas para ejecutar estas medidas 
alternativas, significando con esto, que las directrices de los Estándares 
Internacionales se cumplen en los Estados Partes en papel, pero no así, en la 
práctica de la misma, esto ha dicho la Comisión: 
 
“316. Los programas de libertad vigilada o asistida suelen ser los que tienen un mayor uso en los 
Estados de América Latina.  Los programas de libertad asistida implican por lo general la 
concurrencia del niño a un programa socioeducativo mientras que los de libertad vigilada suelen 
requerir que un profesional del área social tome contacto regular con el niño, su familia y su 
comunidad.  Las medidas alternativas también suelen incluir advertencias formuladas por el juez 
con respecto a los perjuicios causados y las consecuencias de no enmendar su conducta, o 
amonestaciones para intimar al niño a no reincidir en la conducta ilícita.  Otro tipo de sanciones 
suelen  dar  lugar  a  lo que  se  conoce  como  observancia  de  reglas  de  conducta, tales como la  
83. “INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. LINEAMIENTO TÉCNICO ADMINISTRATIVO PARA LA 





 prohibición de asistir a determinados lugares o espectáculos, la prohibición de conducir vehículos 
motorizados, entre otras.  Las medidas alternativas también incluyen sanciones como la 
orientación y apoyo mediante la incorporación a programas de tipo socioeducativo.  Asimismo, 
escomún que la normativa incluya sanciones con contenido restaurativo, tales como la prestación 
de servicios a la comunidad, la obligación de reparar el daño o la obligación de darle satisfacción a 
la víctima. 
317. En algunos de los Estados anglófonos del continente las sanciones no privativas de libertad 
suelen tener cinco modalidades principales.  La primera consiste en requerir que el niño se 
mantenga libre de actividades delictivas durante cierto período antes de absolverlo.  La segunda 
consiste en requerir que el niño pague una multa al tribunal como consecuencia de las infracciones 
a las leyes penales que cometió.  Una tercera categoría de sentencias no privativas de la libertad 
implica el envío del niño a vivir con una ‘persona apta’, que puede ser un individuo o una 
institución.  La cuarta requiere que el niño participe en algún tipo de programa para reparar el 
daño causado por la infracción a la ley penal que haya cometido.  Mientras que la quinta requiere 
la participación del niño en programas educativos, vocacionales o terapéuticos. 
318. A pesar de la existencia de estas medidas alternativas, la Comisión observa con preocupación 
que la medida por excelencia aplicada con respecto a los niños infractores continúa siendo la 
privación de libertad.  Entre los obstáculos para la amplia implementación de las medidas 
alternativas a la privación de libertad se encuentran la falta de programas comunitarios para que 
los niños cumplan la medida alternativa, en particular en las áreas rurales; la falta de 
financiamiento adecuado para los programas que implementan medidas alternativas; la falta de 
coordinación entre las autoridades responsables de los niños en conflicto con la ley; y los limitados 
mecanismos para supervisar el cumplimiento de estas medidas”84. 
Sin embargo el “Instituto Colombiano de Bienestar Familiar” define unos 
lineamientos y traza los objetivos de esta sanción así: 
 
“Definición.- Es la sanción en la cual se desarrollan intervenciones psicosociales grupales e 
individuales con los adolescentes y su familia. La sanción podrá tener una duración que no exceda 
los 2 años y el servicio debe ubicarse en el municipio de domicilio del adolescente. Se recomienda 
considerar como mínimo para esta sanción 6 meses, de tal forma que el proceso tenga un impacto 
real en el adolescente.”.  
Objetivos.-Fortalecimiento del adolescente en su desarrollo individual, con la red familiar o con 
personas significativas para el. Debe ser protectora educativa y restaurativa y se aplicará con el 
apoyo de la familia y de especialistas. Fortalecer además en el adolescente su capacidad de actuar 
en el reconocimiento de la responsabilidad por sus actos, el respeto por los derechos de los demás, 
la reparación a las personas afectadas y la búsqueda de su desarrollo humano integral. Brindar 
aporte nutricional. 
84. “LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. JUSTICIA JUVENIL Y DERECHOS HUMANOS EN 




Servicios que comprende.- Valoración al ingreso y egreso. Se realiza un mínimo de diez (10) 
intervenciones en el mes, las cuales pueden desarrollarse a nivel individual, con la red familiar o 
con personas significativas para el adolescente. Las intervenciones pueden ser: terapia familiar, 
psicoterapia individual, grupos de apoyo, visitas al medio socio familiar, entrevistas con los padres 
o redes socio–familiares. Promoción de acciones formativas con el fortalecimiento de los lazos 
afectivos, desarrollo de habilidades de comunicación y de solución pacífica de conflictos, 
fortalecimiento de la autoestima y tolerancia. Generar encuentros de intercambio 
intergeneracional de acuerdo con la situación de cada adolescente. Gestión y acompañamiento en 
la integración escolar, y acciones de nivelación académica. Desarrollo de competencias laborales. 
Actividades culturales y lúdicas. Actividades de prevención de situaciones de riesgo. Orientación, 
formación y asesoría a la familia. 
Permanencia/rotación.-No se puede definir.”85 
  
1.2.5.- La internación en medio semicerrado.- Contenido dentro del artículo 186 
del Estatuto de la “Infancia y la Adolescencia”, que prevé la asistencia en forma 
obligatoria del menor infractor de la ley penal a un programa de atención 
especializado cuya duración no puede ser superior a 3 años. De la misma forma el 
“Sistema de Responsabilidad para Adolescentes SRPA”, establece los siguientes 
lineamientos: 
 
“MEDIO SEMICERRADO EXTERNADO: 
Definición.- Es la sanción en la cual se desarrolla una jornada integral durante cuatro (4) horas 
diarias alterna a la jornada escolar. La sanción podrá tener una duración que no exceda los 3 años. 
Se recomienda considerar como mínimo para esta sanción 6 meses, de tal forma que el proceso 
tenga un impacto real en el adolescente. 
Objetivos.- Debe ser protectora educativa y restaurativa y se aplicará con el apoyo de la familia y 
de especialistas. Fortalecer en el adolescente su capacidad de actuar en el reconocimiento de la 
responsabilidad por sus actos, el respeto por los derechos de los demás, la reparación a las 
personas afectadas y la búsqueda de su desarrollo humano integral. Generar condiciones de 
desarrollo humano para prevenir la ocurrencia de nuevas infracciones por parte del adolescente. 
Brindar aporte nutricional. 
Servicios que comprende.- Valoración al ingreso y egreso. Las intervenciones pueden ser: terapia 
familiar, psicoterapia individual, grupos de apoyo, visitas al medio socio-familiar, entrevistas con 
los padres o redes socio–familiares. Promoción de acciones formativas con el fortalecimiento de los  
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lazos afectivos, desarrollo de habilidades de comunicación y de solución pacífica de conflictos, 
fortalecimiento de la autoestima y tolerancia. Generar encuentros de intercambio 
intergeneracional de acuerdo con la situación de cada adolescente. Gestión y acompañamiento a 
la integración escolar y acciones de nivelación académica. Desarrollo de competencias laborales. 
Actividades culturales y lúdicas. Actividades de prevención de situaciones de riesgo. Orientación, 
formación y asesoría a la familia, Alimentación, dotación de aseo personal, locativa, talento 
humano, servicios públicos domiciliarios, trasporte, papelería y demás componentes necesarios 
para garantizar la atención de los niños, niñas y adolescentes. 
Permanencia/rotación.- mayor de dos (2) niños cupo al año.”. 
MEDIO SEMICERRADO SEMI INTERNADO: 
Definición.- Es la sanción en la cual se desarrolla una jornada integral durante ocho (8) horas 
diarias. La sanción podrá tener una duración que no exceda los 3 años. Se recomienda considerar 
como mínimo para esta sanción 6 meses, de tal forma que el proceso tenga un impacto real en el 
adolescente. 
Objetivos.- Vincular a los adolescentes en aulas regulares o en programas que desarrollen 
adaptaciones y adecuaciones en los currículos educativos. Debe ser protectora educativa y 
restaurativa y se aplicará con el apoyo de la familia y de especialistas. Fortalecer en el adolescente 
su capacidad de actuar en el reconocimiento de la responsabilidad por sus actos, el respeto por los 
derechos de los demás, la reparación a las personas afectadas y la búsqueda de su desarrollo 
humano integral. Generar condiciones de desarrollo humano para prevenir la ocurrencia de nuevas 
infracciones por parte del adolescente. Brindar aporte nutricional. Servicios que comprende.- 
Valoración al ingreso y egreso. Las intervenciones pueden ser: terapia familiar, psicoterapia 
individual, grupos de apoyo, visitas al medio socio-familiar, entrevistas con los padres o redes 
socio–familiares. Promoción de acciones formativas con el fortalecimiento de los lazos afectivos, 
desarrollo de habilidades de comunicación y de solución pacífica de conflictos, fortalecimiento de la 
autoestima y tolerancia. Generar encuentros de intercambio intergeneracional de acuerdo con la 
situación de cada adolescente. Gestión y acompañamiento a la integración escolar y acciones de 
nivelación académica. Desarrollo de competencias laborales. Actividades culturales y lúdicas. 
Actividades de prevención de situaciones de riesgo. Orientación, formación y asesoría a la familia, 
Alimentación, dotación de aseo personal, locativa, talento humano, servicios públicos domiciliarios, 
trasporte, papelería y demás componentes necesarios para garantizar la atención de los niños, 
niñas y adolescentes. 
Permanencia/rotación.- No mayor de dos (2) niños/cupo al año”.86 
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1.2.6.- “La privación de la libertad en centro de atención especializado”.- De 
la misma forma esta sanción se encuentra establecida en el artículo 187 del 
Código de la Infancia y la Adolescencia”, la cual se define en cuanto a la edad del  
“menor infractor de la ley penal”, en cuanto a la calidad de la conducta punible, la 
cantidad de la sanción, y en cuanto el menor sea víctima.  
 
EN CUANTO A LA EDAD Y AL DELITO.- El inciso primero de este artículo, 
establece que esta sanción se aplica a los “menores infractores de la ley penal” 
cuya edad se encuentra entre mayor de 16 y menor de “18 años, que sean 
hallados responsables de delitos cuya pena mínima sea o exceda de 6 años”, la 
duración de esta sanción es de 1 a 5 años de “privación de la libertad en centro 
especializado”. En el inciso 3º, esta sanción es aplicable igualmente a los 
adolescentes entre “14 y menores de 18 años que sean responsables de la 
comisión de delitos de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas 
y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual”, la duración 
de esta sanción es de 2 a 8 años “de privación de la libertad en centro 
especializado”. Aunque aquí no se define que es la privación de la libertad, la 
Honorable “Corte Constitucional en la sentencia C-684 de 2009”, al citar las 
Reglas de Beijing, expone lo siguiente: “Su ámbito de aplicación es precisado 
adicionalmente por la definición de ‘privación de la libertad’ que consta en la Regla 11(b), a 
saber: ‘por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así como 
el internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor por 
su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad 
pública’. En consecuencia, en la medida en que un menor acusado juzgado por haber desconocido 
la ley penal, se ubicará dentro del campo de aplicación de los estándares internacionales mínimos 
que se consagran en este instrumento”.87 
. 
La edad del adolecente en el inciso primero se encuentra condicionado a la 
calidad del delito, esto es, que no sea de aquellos determinados en el inciso 
tercero.  
 
EN CUANTO A LA SANCION.- En el segundo inciso del artículo 187 del “Código 
de la Infancia y la adolescencia” la sanción es de 1 a 5 años cuando cometan 
delitos cuya pena mínima sea o exceda de 6 años de prisión establecida en el 
“Código Penal o Ley 599 de 2000”, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes, 
con esto el legislador limita las clases de delitos así como la edad del menor 
infractor de la ley penal, pues para este tipo de sanción rige para los adolescentes 
de 16 años y menores de 18, es decir que si un menor de 16 a 14 años comete 










En el cuarto inciso, es de 2 a 8 años, cuando el adolescente cometa delitos de 
“homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados 
contra la libertad, integridad y formación sexual”, sobre estos, pueden ser 
sancionados los menores de 18 a 14 años. Con esto el legislador ha dado 
aplicabilidad a las orientaciones de los estándares internacionales, concretamente 
con el artículo 37 de la “Convención Sobre los Derechos del  Niño”, cuando dice: 
 
“Artículo 37. Los Estados Partes velarán por qué: 
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de 
excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará 
tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;…” 88 
Cuando el adolescente es constreñido para la comisión de delitos no es privado de 
la libertad, pero da a entender que de todas maneras procede sanción penal de 
las establecidas en el artículo 177 de la “ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia 
y la Adolescencia”, cuando en realidad esta situación implica como una causal 
eximente de responsabilidad penal de fuerza mayor por el constreñimiento, es 
decir, que no puede imponerse sanción alguna,  pero lo curioso es que en “Código 
de la Infancia y la Adolescencia”, no se encuentran expresamente estipuladas las 
causales de ausencia de responsabilidad como la trae la Ley 599 de 2000 o 
Código Penal en su artículo 3289, por lo tanto cabe hacerse la siguiente pregunta 
¿Cómo se juzgaría a un menor adolescente que reacciona frente a otra persona 
que pretende violarlo y le causa la muerte? Lo cierto es, que el “Código de la 
Infancia y la Adolescencia” no hace remisión alguna al “Estatuto Sustantivo Penal 
o ley 599 de 2000” en forma expresa como lo hace con la ley 906 de 2004, pero 
de todas maneras, el mencionado Estatuto se aplica no solo en la parte especial 
sino también en la parte general para el juzgamiento y sanción de los “menores 
adolescentes infractores de la ley penal”, así se deja ver en varios de sus 
artículos90: el artículo 32 del Código Penal es perfectamente aplicable ya que no 
es contrario a las normas del “Código de la Infancia y la Adolescencia” y por otro 
lado porque prima el “interés superior del niño” tal y como lo establece el artículo 
140 de este Estatuto cuando dice en el inciso 2°: “En caso de conflictos normativos entre 
las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para todo efecto hermenéutico, las autoridades 
judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los principios  de 
protección integral…Parágrafo.- En ningún caso, la protección integral puede servir de excusa para 
88. Convención sobre los Derechos del Niño Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 
49. Artículo 37… Hallable en: http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm. 
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violar los derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes.”; el artículo 151 que 
hace referencia al debido proceso, dice: “Los adolescentes que cometan delitos tienen 
derecho al debido proceso penal, a las garantías procesales básicas tales como:….y, las demás 
garantías consagradas en la Constitución, la ley y los Tratados Internacionales.”(Negrillas fuera 
de texto), por lo tanto, la interpretación debe ser integral y hermenéutica; el 
principio de legalidad establecida en el artículo 152 cuando dice: “Ningún adolescente 
podrá ser investigado, acusado, ni juzgado por acto u omisión, al momento de la comisión del 
delito que no esté previamente definido en la ley penal vigente, de manera expresa e inequívoca”. 
(Negrillas fuera de texto).  
 
El parágrafo de este artículo 187, establece que “Si estando vigente la sanción de 
privación de libertad el adolescente cumpliere los dieciocho años de edad continuará cumpliéndola 
hasta su terminación en el Centro de Atención Especializado de acuerdo con las finalidades 
protectora, educativa y restaurativa…”91, queda el interrogante hecho con anterioridad 
¿Dónde debe cumplir la sanción cuando ésta se profiere siendo  mayor de edad y 
el delito lo cometió siendo menor? Entonces se puede entender que en esta parte 
de la disposición el legislador cometió un error porque es contraria a los 
estándares internacionales que en esta investigación se exponen, se debe 
entender que si el delito lo cometió siendo menor de edad, la consecuencia, es 
decir la sanción y el tratamiento debe ser acorde a las normas internacionales 
velando siempre por el interés superior del niño. Lo que si debe importar es 
determinar cuántos de los “menores infractores de la ley penal” que han recibido la 
sanción conforme a los fines de la misma, es decir, protectora, educativa y 
restaurativa conforme al artículo 178 del “Código de la Infancia y la Adolescencia”, 
han  reincidido  o  han  cometido  delitos  siendo mayores de edad, datos que nos 
89. “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal. Momo Ediciones. Fecha de expedición 24/07/2000. 
Fecha de entrada en vigencia 24/07/2001. Diario oficial 44097 24 de julio de 2000. Artículo 32: Ausencia de responsabilidad. 
No habrá lugar a responsabilidad penal cuando: 1. En los eventos de caso fortuito y fuerza mayor. 2. Se actúe con el 
consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico, en los casos en que se puede disponer del mismo. 
3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal. 4. Se obre en cumplimiento de orden legítima de autoridad 
competente emitida con las formalidades legales. No se podrá reconocer la obediencia debida cuando se trate de delitos de 
genocidio, desaparición forzada y tortura. 5. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de una actividad lícita o de un 
cargo público. 6. Se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o 
inminente, siempre que la defensa sea proporcionada a la agresión. Se presume la legítima defensa en quien rechaza al 
extraño que, indebidamente, intente penetrar o haya penetrado a su habitación o dependencias inmediatas. 7. Se obre por 
la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, inevitable de otra manera, que el 
agente no haya causado intencionalmente o por imprudencia y que no tenga el deber jurídico de afrontar. El que exceda los 
límites propios de las causales consagradas en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 precedentes, incurrirá en una pena no menor de 
la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada para la respectiva conducta punible. 8. Se obre 
bajo insuperable coacción ajena. 9. Se obre impulsado por miedo insuperable. 10. Se obre con error invencible de que no 
concurre en su conducta un hecho constitutivo de la descripción típica o de que concurren los presupuestos objetivos de 
una causal que excluya la responsabilidad. Si el error fuere vencible la conducta será punible cuando la ley la hubiere 
previsto como culposa. Cuando el agente obre en un error sobre los elementos que posibilitarían un tipo penal más benigno, 
responderá por la realización del supuesto de hecho privilegiado. 11. Se obre con error invencible de la licitud de su 
conducta. Si el error fuere vencible la pena se rebajará en la mitad. Para estimar cumplida la conciencia de la antijuridicidad 
basta que la persona haya tenido la oportunidad, en términos razonables, de actualizar el conocimiento de lo injusto de su 
conducta. 12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de la punibilidad dará lugar a la 
aplicación de la diminuente”. 
90. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 




arrojarían información importantísima que nos indicaría si el sistema juvenil está o 
no dando resultados, pero se puede decir que esta verificación solo es posible al 
interior de las autoridades especializadas en el juzgamiento de menores 
adolescentes o del mismo Estado, pero que no puede sacarse a la luz pública, 
primero por la reserva respecto del caso de los menores, y lo segundo, porque ello 
demostraría la ineficacia de las instituciones del Estado para lograr los fines de la 
sanción. 
 
El problema no es el contenido normativo sustantivo y procesal, ni las sanciones 
establecidas en el artículo 177 del “Código de la Infancia y la Adolescencia”, 
porque esto corresponde a un “Estado Social y Democrático de Derecho” como lo 
es Colombia ajustarlas a los estándares internacionales de los cuales hace parte, 
lo importante es establecer si el ejercicio de la acción penal soluciona el conflicto 
generado por el delito cometido por el adolescente infractor, como bien lo 
menciona el Dr. Alfonso Daza González en su obra “La discrecionalidad en el 
ejercicio de la acción penal frente a los fines del proceso penal en el Estado Social 
y Democrático de Derecho”, cuando dice: “….-las leyes-deben desarrollar los mandatos de 
la Constitución, el principio de Estado de Derecho y Estado Social, el respeto por la dignidad 
humana y por los derechos fundamentales, y debe tomar como base los resultados de la discusión 
internacional de reforma…. Sin duda tiene una enorme importancia el énfasis del legislador en la 
necesidad de contar con un programa de política criminal dirigido a propiciar una solución pacífica 
al conflicto social que genera el delito y a alcanzar una restauración adecuada del orden infringido, 
porque el esfuerzo estatal y no estatal el que actuando en conjunto puede y debe asegurar la 
convivencia pacífica mediante mecanismos punitivos y, en este caso, ajenos al castigo, pero igual 
91.” Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 187: LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. <Artículo modificado por el 
artículo 90 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> La privación de la libertad en centro de atención 
especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho años (18) que sean hallados 
responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de seis años de 
prisión. En estos casos la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración desde un (1) año 
hasta cinco (5) años, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes. La privación de libertad en Centro de Atención 
Especializada se aplicará a los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años, que sean hallados 
responsables de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, 
integridad y formación sexual. En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una 
duración desde dos (2) hasta ocho años (8), con el cumplimiento total del tiempo de sanción impuesta por el juez, sin lugar 
a beneficios para redimir penas. En los casos en que el adolescente haya sido víctima del delito de constreñimiento de 
menores de edad para la comisión de delitos o reclutamiento ilícito no se aplicará privación de la libertad. Parte de la 
sanción de privación de libertad podrá ser sustituida por cualquiera de las otras sanciones previstas en el artículo 177 de 
este Código por el tiempo que fije el juez. El incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá acarrear la aplicación de la 
privación de la libertad impuesta inicialmente o la aplicación de otra medida. En ningún caso, la nueva sanción podrá ser 
mayor al tiempo de la sanción de privación de libertad inicialmente previsto. PARÁGRAFO. Si estando vigente la sanción de 
privación de libertad el adolescente cumpliere los dieciocho años de edad continuará cumpliéndola hasta su terminación en 
el Centro de Atención Especializada de acuerdo con las finalidades protectora, educativa y restaurativa establecidas en la 
presente ley para las sanciones. Los Centros de Atención Especializada prestarán una atención pedagógica, específica y 
diferenciada entre los adolescentes menores de dieciocho años de edad y aquellos que alcanzaron su mayoría de edad y 
deben continuar con el cumplimiento de la sanción. Esta atención deberá incluir su separación física al interior del Centro, 
así como las demás garantías contenidas en la Constitución Política y en los Tratados o Convenios Internacionales de 
Derechos Humanos ratificados por Colombia, en especial, la Convención sobre los Derechos del Niño. PARÁGRAFO 
2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 95 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Los Centros de 
Atención Especializada funcionarán bajo el asesoramiento del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario en lo relativo a 
las medidas de seguridad y administración, de conformidad con la función protectora, restaurativa y educativa de la medida 




de eficientes.”92, esta posición del autor, es acorde a lo que se menciona en este 
trabajo, pues todo apunta, tanto normas internas como externas a que la sanción 
penal de privación de la libertad es de última ratio y  durante el período más breve 
que proceda, pero la finalidad que se persigue de protección, de educación y de 
restauración, tiene una doble connotación, por un lado, que ese adolescente 
infractor de la ley penal , se reincorpore a la sociedad para bien de esta, y en 
segundo lugar, la solución del conflicto social generado por el delito cometido, no 
volviendo a reincidir. 
 
Se puede decir, que las leyes sustantivas y adjetivas o procesales que regulan los 
comportamientos de los “menores infractores de la ley penal” son perfectas y 
ajustadas no solo a la Constitución Política, sino además a las normas 
internacionales, el problema, como se dijo antes, está en la ineficacia de las 
instituciones para hacerlas cumplir, en la familia al no cumplir con su roll en la 
educación del menor y en la sociedad y el Estado por las pocas oportunidades en 
que deben cumplir con la formación, educación y protección de ese menor, en 
otras palabras todos son responsables de que el adolescente escoja el camino del 
delito, bien cabe aquí el adagio de “educa al niño para no castigar al hombre”, en 
la vida práctica, se puede observar a través de los distintos medios periodísticos, 
como menores adolescentes infractores ya han sido sancionados en forma 
anterior y presuntamente ejecutado los fines educativos y restaurativos y sin 
embargo son reincidentes en las actividades delictuales, significando esta 
situación, que el tratamiento dado al menor no ha sido efectivo, podría decirse en 
el 80% de los casos pero que esta posición no se puede demostrar por lo dicho 
anteriormente. 
 
Una solución que podría ser viable, sería el de adscribirle al Ministerio de Justicia 
y del Derecho la competencia para que sea ésta quien maneje y aplique a través 
de personas y estructuras especializadas el tratamiento a los “menores 
adolescentes infractores de la ley penal”, pues el hacer efectivas las sanciones en 
la forma estipulada en la ley es una forma, en comienzo, de educar, ya que el 
adolescente debe disciplinarse, si se quiere conseguir el fin que persigue la 
sanción. 
 
De igual manera, el artículo 140 del “Código de la Infancia y la Adolescencia”,  
refiere la finalidad del proceso y de las medidas que se apliquen a los “menores 
infractores de la ley penal”, las cuales deben ser de “carácter pedagógico, 
específico y diferenciado del sistema de adultos, el proceso debe garantizar la 




92. DAZA GONZÁLEZ, Alfonso, “La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los fines del proceso penal 
en el Estado Social y Democrático de Derecho”. Edición: Departamento de Publicaciones de la Universidad Libre, diciembre 






2.- APLICACIÓN DE LA SANCIÓN EN LOS DISTINTOS ESQUEMAS: 
 
Se torna interesante además de constructivo establecer cómo sería la aplicación 
de la sanción impuesta a “los adolescentes infractores de la ley penal” en los 
distintos esquemas: causalista, finalista y funcionalista, y si en cada uno de estos 
se da el cumplimiento de los estándares internacionales, o por el contrario van en 
contravía, y por último si se logra la protección de la sociedad dada la peligrosidad 
de algunos adolescentes criminales. 
 
2.1.-Esquema causalista.- Bajo este esquema, partiendo de la base que la acción 
es un proceso causal de la voluntad que trae como consecuencia la comisión de 
un delito, concepto expuesto por Franz Von Liszt y Beling tal y como lo expone 
Hans Welzel94, y en la publicación hecha por Equipo 595, se tendría entonces que 
para imponerle una sanción al menor infractor de la ley penal se tendría como 
suficiente que la acción desplegada por éste conforme a su libre voluntad conllevó 
a la infracción de un tipo penal, sin importar el motivo (aspecto volitivo) que lo llevó 
a cometer el delito, pues la voluntad únicamente se tiene en cuenta en la medida  
que ordena el movimiento o la acción. Actualmente no es posible, por cuanto este 
esquema causalista Clásico lo manejaron los penalistas “a finales del siglo XIX y a 
comienzos del siglo XX”, pues no existía una cimentación normativa como existe 
hoy en día y que rige para la imputación objetiva, a este respecto dice el artículo 
9° del Código Penal: “…La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del 
resultado.” tal y como lo exponen los autores José María Pelaez Mejía, Diego Javier 
Barajas Conde y Andrés A. Silva Reyes96: “La causalidad se define también, como un 
proceso mediante el cual se llega al reproche, con condiciones que incluyen el nexo causal entre la 
conducta desplegada y el resultado reprochable penalmente, en el que va inmersa la voluntad del 
autor, su grado de imputabilidad en la comisión del hecho, eximentes de responsabilidad entre 
otras. Todo lo anterior dentro de una imputación subjetiva del resultado.”. Vemos entonces, 
 
93. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 140: Finalidad del sistema de responsabilidad penal para adolescentes. En 
materia de responsabilidad penal para adolescentes tanto el proceso como las medidas que se tomen son de carácter 
pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, conforme a la protección integral. El proceso deberá 
garantizar la justicia restaurativa, la verdad y la reparación del daño. En caso de conflictos normativos entre las 
disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para todo efecto hermenéutico, las autoridades judiciales deberán siempre 
privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los principios de la protección integral, así como los pedagógicos, 
específicos y diferenciados que rigen este sistema. Parágrafo. En ningún caso, la protección integral puede servir de excusa 
para violar los derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes”. 
 
94. Welzel Hans,DERECHO PENAL ALEMÁN, PARTE GENERAL / 11 EDICIÓN. Traducción del alemán por elProf. J U A N 
B U S T O S R A M Í R EZy Prof. S E R G I O Y Á Ñ E Z P É R EZ. EDITORIAL JURÍDICA DE CHILE. 1970. Pág. 61. 
 
95. Teoría del Delito. Teoría causalista, finalista, funcionalista y metodológico. Hallable en: 
http://penaldelito.blogspot.com/2009/10/teoria-causalista-finalista.html 
96. PELAEZ MEJÍA José María, BARAJAS CONDE Diego Javier y SILVA REYES Andrés A. SIGNIFICADO, ALCANCE Y 
CRITERIOS DE IMPUTACIÓN OBJETIVA. ED. CENTRO SECCIONAL DE INVESTIGACIONES UNIVERSIDAD LIBRE. 




como se plantea no solo el nexo causal objetivo sino también el nexo causal 
subjetivo. De igual forma estos autores, citan a Günther Jakobs quien dice:  
 
“…la causalidad es la condición mínima de la imputación objetiva del resultado; a la cual debe 
añadirse la relevancia jurídica de la relación causal entre acción y resultado, de manera tal, que la 
relevancia de los cursos causales no se limite objetivamente, sino que también la exigencia de un 
aspecto subjetivo del hecho, congruente, tiene un efecto limitador;….”.   “El concepto "causal" de 
acción, desarrollado por v. Liszt y Beling y fundamentado más detenidamente por Radbruch, la 
fraccionaba en dos partes constitutivas diferentes: el proceso causal externo (objetivo), por un 
lado, y el contenido de la voluntad, "simplemente subjetivo,  
por otro. De acuerdo con ello, "la acción" sería el mero proceso causal que desencadena la 
voluntad ("el impulso voluntario", o la "inervación") en el mundo exterior (efecto de la voluntad), 
sin tomar en consideración si el autor lo ha querido o si sólo lo podía prever (contenido de la 
voluntad).  
El jurista alemán Franz Von Liszt quien con una tendencia finalista estableció que la acción es un 
fenómeno causal – natural que trae como consecuencia un resultado que puede consistir en un 
delito.  El sistema causalista se caracteriza por su sencillez para ubicar la culpabilidad ya que para 
atribuir la responsabilidad a la persona solo se requiere la comprobación de la causa, tomándose al 
efecto como su consecuencia directa razón por la cual una persona siempre será culpable cuando 
se acredite su acción como causa del resultado.  Este sistema recibe el nombre de causalismo por 
basarse en el binomio de la causa-efecto.  
Para el causalismo naturalista, acción es un movimiento voluntario del cuerpo que causa un 
resultado, una modificación en el mundo material. La voluntariedad a que se alude es la necesaria 
para ordenar el movimiento (recoger el brazo, apretar el gatillo). Los aspectos volitivos del porqué 
se hizo la actividad se separan del concepto de acción, que queda circunscrita al movimiento y su 
resultado, extremos que deban estar vinculados casualmente.” 
Conforme a lo anterior, al darle aplicación al esquema causalista, en el momento 
de tomar la decisión respecto de la sanción a imponer a los “menores infractores 
de la ley penal”, se establecería su responsabilidad penal bajo los siguientes 
aspectos de tipo jurídico: 
 
a.- En Colombia, los adolescentes son considerados imputables conforme a la 
legislación penal, por lo tanto, asumen las consecuencias de sus actos criminales. 
 
b.- Se analiza la causa que llevó al adolescente a la comisión del delito, en otras 
palabras a accionar en contra de derecho, esta acción es entonces la causa del 




Reunidas estas dos condiciones se podía decir que bajo este esquema causalista 
se sancionaría al menor infractor de la ley penal conforme al artículo 177 del 
“Código de la Infancia y la Adolescencia o ley 1098 de 2006”, para observar el 
cumplimiento de los “estándares internacionales” que regulan el tratamiento a 
estos menores. 
 
A la luz de nuestra legislación penal y conforme a un “Estado Social y Democrático 
de Derecho” como lo es Colombia, no tiene cabida la aplicación de este esquema, 
pues el artículo 9° del Código Penal regula que “la causalidad por sí sola no basta para la 
imputación jurídica del resultado” como se dijo antes, pretender aplicarlo constituye un 
atentado contra el principio de legalidad. Por otro lado y de acuerdo a lo expuesto 
por el Doctor ALFONSO DAZA GONZÁLEZ97,cuando dice en su texto: “…, al Estado 
Social de Derecho le corresponde responder por diversas funciones: asegurar la igualdad real de las 
personas, proveer un mínimo existencial, promover la participación de los individuos en la vida 
política, económica y cultural, adoptar medidas a favor de personas o grupos marginados o 
discriminados, otorgar especial protección a las personas que se encuentren en debilidad 
manifiesta y, en general, procurar un orden económico y social que permita realizar los fines 
esenciales del Estado.”. De aquí igualmente se concluye, que aplicar este esquema por si solo, para 
sancionar a los menores infractores de la ley penal, sería desconocer los fines del Estado Social y 
Democrático de Derecho. 
 
2.2.- Esquema finalista.- Este esquema o escuela finalista  del maestro alemán 
HANS WELSEL, es el sistema que actualmente Colombia aplica y que se 
encuentra contenida en la legislación penal. Sobre este aspecto, para entender su 
aplicabilidad o no, respecto de las sanciones aplicables a los “menores infractores 
de la ley penal”, se debe comprender su contenido, así: 
 
“La escuela finalista define el delito como una acción injusta culpable. Son tres los elementos que 
se desprenden de allí. Veamos: 
LA ACCIÓN. Es la forma como el ser humano, con una finalidad, realiza o determina la realización 
de un suceso. La acción, pues, no siempre se realiza con una finalidad. Tiene un contenido 
subjetivo. No es simple proceso físico, objetivo. No es un simple suceso causal productor de un 
resultado, como dicen los dogmáticos o causalistas. 
ACCIÓN INJUSTA. No basta con que una acción se adecua a una norma penal. Para que seas una 
acción injusta se requieren dos situaciones: que se adecue al tipo y coincida con sus elementos, y 
que sea antijurídica (o sea, que se realice sin causas de justificación (o eximentes de 
responsabilidad como lo llama el art. 32 del Cp.)). El tipo penal es mixto; tiene una parte objetiva 
(son los elementos de la descripción legal) y otra parte subjetiva (constituida por el dolo de la 
97. DAZA GONZÁLEZ, Alfonso, “La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los fines del proceso penal 
en el Estado Social y Democrático de Derecho”. Edición: Departamento de Publicaciones de la Universidad Libre, diciembre 




acción). Pero este dolo, a diferencia de lo que sostiene la teoría dogmática que exige que en el 
haya conciencia de tipicidad y antijuridicidad, el dolo en la teoría finalista, es un simple 
comportamiento intencional exento de conciencia de la ilicitud.  
ACCIÓN INJUSTA CULPABLE. Este es el tercer elemento que exige la teoría finalista para que se 
configure el delito. La culpabilidad es el juicio de reproche que se hace sobre determinada 
conducta. Para que una acción injusta sea culpable se requieren dos elementos: capacidad de 
culpabilidad (que es lo que se denomina imputabilidad) y el conocimiento potencial de la 
antijuridicidad. Por lo primero, se exige que el autor haya podido, en el momento del hecho, 
comprender la criminalidad de su acto y comportarse de acuerdo con esa comprensión. 
Por lo segundo, que el autor haya tenido conocimiento actual de la antijuridicidad (teoría del dolo), 
o bien, solamente conocimiento  potencial de ella (teoría de la culpa). 
Niega también el finalismo que haya culpabilidad (juicio de reproche) si la conducta obedece a 
error, y distingue dos clases de error: error de tipo y error de prohibición. Si el autor se equivoca en 
la descripción de alguno de los elementos que hacen típica una conducta, incurre en error de tipo; 
y, si yerra o se equivoca en la existencia del tipo, o sea, que no sabía que esa conducta era 
prohibida, no se le reprochara su conducta por error de prohibición.”98 
Vista esta explicación acertada, y  para los efectos de la aplicación de la sanción 
correspondiente a los adolescentes, hay que partir de la base de la finalidad que el 
sujeto activo busca con su conducta, examinada dentro del contexto de los tres 
elementos, es decir, acción, acción injusta y acción injusta culpable. Cuando un 
adolescente vulnera un tipo penal, por ejemplo; comete un homicidio, y conforme a 
lo aquí mencionado, se estudiaría tal comportamiento de la siguiente manera: 
 
2.2.1.- Acción.- Es de tipo objetivo, pues ciertamente el adolescente da muerte a 
otra persona, este fenómeno es perceptible a través de los sentidos, pero 
ciertamente puede o no, incluir una finalidad, si la tiene, se está frente al esquema 
finalista, pues tiene además, un contenido subjetivo, de lo contrario se está frente 
a un esquema causalista. El finalismo tomó el dolo y lo pasó a la tipicidad, el cual 
quedó avalorado o neutro, es decir, basta simplemente con la intención de causar 
el daño o de obtener el resultado. El legislador puede establecer cuales acciones 
considera que son punibles, pero no puede de ninguna forma modificar la 
estructura final del comportamiento, sobre esto el tratadista ANTONIO GARCIA 
PABLOS DE MOLINA99, dice lo siguiente: 
 
98. ESCUELAS PENALES O CORRIENTES DE PENSAMIENTO PENAL (SINTESIS).Pedro Luis Uribe Sánchez, enlace de 
origen.  Hallable en: http://www.robertexto.com/archivo/penal_uribe_esc_pens_penal.htm 
99 PABLOS DE MOLINA, Antonio García, INTRODUCCIÓN AL DERECHO PENAL, Editorial Universitaria Ramón Areces. 




“Las estructuras lógico-objetivas, por tanto, limitan la elección del legislador, que deja de ser 
absolutamente libre. El legislador podrá ser libre en cuanto a la elección de las acciones punibles, 
pero no en cuanto a la modificación de la estructura final del comportamiento humano y la 
capacidad de autodeterminación del individuo; el Derecho no puede, por ello, ordenar ni prohibir 
meros procesos "causales", contra la esencia específica del hacer del hombre. Podrá autorizar o 
prohibir el aborto, dice WELZEL, pero no ordenar a las mujeres que aceleren el embarazo o den a 
luz a los seis meses niños viables. Y de aquí deriva WELZEL todo su sistema del Derecho Penal. 
Porque si la acción humana es una acción "final", dice WELZEL, y el legislador sólo puede ordenar o 
prohibir procesos "finales", entonces, es claro que el "dolo" pertenece al objeto de la prohibición, 
esto es, al tipo del injusto”. 
Frente a la sanción a imponer al menor infractor de la ley penal, existe un nexo de 
causalidad material u objetivo entre la conducta y el resultado, como  lo es la 
acción o la omisión según sea el caso, en el caso de la acción, significa 
movimiento corporal encaminada a una finalidad específica, la cual contiene el 
elemento del dolo típico, donde basta el conocimiento y la voluntad para que la 
conducta sea punible; en el ejemplo del homicidio, al menor no se le aplica pena 
cuya finalidad es la establecida en el artículo 4° del Código Penal o Ley 599 de 
2.000, esto es: “Prevención general, retribución justa, prevención especial, 
reinserción social y protección”, sino la sanción establecida en el “Código de la 
infancia y la adolescencia o Ley 1098 de 2.006” cuyo fin es conforme al artículo 
178, protectora, educativa y restaurativa. 
 
2.2.2.- Acción injusta.- No basta que la conducta del adolescente infractor se 
adecúe a un tipo penal, es necesario además, que “coincida con sus elementos y 
que sea antijurídica”, es decir, que no se encuentre en curso ninguna de las 
causales de justificación conforme al artículo 32 del Código Penal, en otras 
palabras, que su comportamiento sea sin justa causa; como se dijo anteriormente 
aquí el dolo es avalorado, es decir, no interesa la conciencia de la ilicitud sino, el 
comportamiento intencional. 
 
2.2.3.- Acción injusta culpable.- En este tercer elemento, el autor refiere dos 
componentes como lo son la primera, la imputabilidad o capacidad de culpabilidad, 
es decir, comprensión de que la conducta es criminal y el comportamiento que 
debe ejecutar conforme a esa comprensión, en otras palabras, la voluntad 
encaminada a ejecutar o no ese comportamiento, y la segunda, el “conocimiento 
actual de la antijuricidad”, refiriéndolo a la teoría del dolo, o del conocimiento 
potencial refiriéndolo a la teoría de la culpa. 
 
La Honorable “Corte Suprema de Justicia” en sentencia de fecha 1° de julio de 
2009, proceso radicado bajo en número 31763, ha dicho lo siguiente: “En la 
legislación vigente el dolo no es forma de culpabilidad, sino una modalidad de la conducta punible, 
según se lee con precisión en el artículo 21 del Código Penal. Pero, en contra de lo planteado 
dentro de las diligencias estudiadas, la conducta dolosa no implica el conocimiento de un simple 
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hecho, sino que,  según enseña el artículo 22, “la conducta es dolosa cuando el agente conoce los 
hechos constitutivos de la infracción penal y quiere su realización”. Por tanto, el conocimiento que 
se exige para la estructuración del dolo, como tipo subjetivo, es el relativo a hechos que tengan 
relevancia típica”.100. 
 
Con respecto a la sanción a imponer a los “menores infractores de la ley penal”, se 
debe establecer si su conducta criminal fue ejecutada con dolo, con culpa o con 
preterintención, pues frente a la legislación colombiana son imputables, esto, para 
establecer la severidad  o benignidad de la sanción a imponer dentro del marco 
legal del artículo 177 del “Código de la Infancia y la Adolescencia o ley 1098 de 
2006”. 
 
Lo que hay que preguntarse es si estos menores infractores tienen la madurez 
psicológica suficiente para comprender la magnitud de su comportamiento 
criminal, al respecto ha dicho la Comisión Interamericana de derechos 
humanos101: 
 
“13.   La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante ‘la Corte Interamericana’ o “la 
Corte IDH”) ha resaltado que resulta evidente que las condiciones en las que participan los niños en 
un proceso penal no son las mismas en que lo hace un adulto.  ‘Si se sostuviera otra cosa se 
desconocería la realidad y se omitiría la adopción de medidas especiales para la protección de los 
niños, con grave perjuicio para estos mismos.  Por lo tanto, es indispensable reconocer y respetar 
las diferencias de trato que corresponden a diferencias de situación, entre quienes participan en un 
procedimiento’. 
18.   Por tanto, el marco jurídico de protección de los derechos humanos de los niños no se limita a 
la disposición del artículo 19 de la Convención Americana o a la del artículo VII de la Declaración 
Americana, sino que incluye para fines de interpretación, entre otras, la Convención sobre los 
Derechos del Niño de 1989 (en adelante ‘la CDN’), las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para 
la Administración de Justicia de Menores (en adelante ‘Reglas de Beijing’ ), las Reglas sobre 
Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad (en adelante 
‘Reglas de Tokio’), las Reglas para la protección de menores privados de la libertad (en adelante 
‘Reglas de La Habana’) y las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la 
Delincuencia Juvenil (en adelante ‘Directrices de Riad’), además de los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos de alcance general.”. 
100. “Corte Suprema de Justicia en sentencia de fecha 1° de julio de 2009, proceso radicado bajo en número 31763”. 
Hallable en: https://www.redjurista.com/Documents/csj_scp_31763%2801-07-09%29_2009.aspx 
101. “LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. JUSTICIA JUVENIL Y DERECHOS HUMANOS EN 




Los autores Carlos Ignacio Arboleda, María Carolina Baquero y María Paulina 
Domínguez102, refieren con respecto a la imputabilidad de los “menores infractores 
de la ley penal”, lo siguiente: 
 
“Ellos son remitidos a una jurisdicción penal especial. Ya no son inimputables por definición legal ni 
se debe entrar a probar su incapacidad para cometer ilicitudes con el fin de ser tratados como 
inimputables, sino que son extraídos del sistema penal ordinario. Este cambio es importantísimo 
puesto que el menor es un imputable a la luz de la ley penal actual, sólo que, debido a su situación, 
es remitido a una jurisdicción penal basada en pilares distintos con objetivos diferentes a la justicia 
penal ordinaria.”. 
“Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de febrero 24 de 
2010, MP. José Leonidas Bustos Martínez”103, dice: 
 
“EL PROCESO PENAL DE JUSTICIA Y PAZ, Compilación de  autos de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia pág.57. Con dicha legislación, en materia de consecuencias del actuar 
delictivo de las personas menores de 18 años, se cambió el concepto de inimputabilidad, por el de 
la titularidad de derechos y en contraprestación una responsabilidad penal, aunque disminuida en 
comparación con la de los adultos; de suerte que en tal comprensión los jóvenes con edades entre 
14 y 18 años, son capaces de culpabilidad y son imputables, y por tanto responsables penalmente 
aunque dentro de una dimensión eminentemente pedagógica, específica y diferenciada”.  
 
2.3.- Esquema funcionalista.- Dentro de este esquema se analizan las 
posiciones jurídicas de los autores Claús Roxin y de Gunter Jakobs. 
 
2.3.1.-Funcionalismo Penal Moderado de Claús Roxin.- Fundamentada en la 
Política Criminal y en la Prevención Especial y General del delito, donde lo que 
busca en un “Estado Social y Democrático de Derecho” es la adopción de medidas 
político-criminales con el fin de sustituir la pena de prisión por otras medidas, pero 
que de igual manera sean eficaces para los fines de prevención, aplicable para los 
delitos menos graves, lo que va en favor de los condenados, de las víctimas, la 
reparación del daño y de la sociedad. Este funcionalismo moderado, puede 
decirse, se aplica a los “menores infractores de la ley penal”, teniendo en cuenta 
que el “Código de la Infancia y la Adolescencia o Ley 1098 de 2006”, determina el 
tipo de sanciones a imponer dependiendo de la calidad del delito, así el artículo 
177 las discrimina desde las más leves hasta las más graves en cuanto a 
sanciones se refiere y ya comentadas antes en este trabajo; de la misma manera 
el fin que se persigue es protectora, educativa y restaurativa conforme al artículo 
178, esto, conforme a la tesis de ROXIN104, la sanción penal es de “última ratio” en  
 
102. Ignacio Arboleda, Carlos; Vaquero María Carolina y Domínguez, María Paulina.- “LA INIMPUTABILIDAD DEL MENOR 
EN EL SISTEMA PENAL COLOMBIANO”  Artículo con Fecha de “recepción: 15 de septiembre de 2010, Fecha de 
aceptación: 9 de noviembre de 2010., pág. 161”. 
 





un “Estado Social y Democrático de Derecho” como lo es Colombia, por eso 
comenta medidas como trabajos a favor de la comunidad, el arresto vigilado a 
través de medios electrónicos, la suspensión o pérdida de la licencia de conducir 
etc., de la misma manera ROXIN reconoce que se hace necesaria las sanciones 
privativas de la libertad para los delitos graves y para los sujetos reincidentes e 
incorregibles, pero de la misma manera manifiesta que son inadecuadas para 
luchar contra la criminalidad, por lo que hay que buscar una estrategia de 
prevención global, porque a pesar que la dureza de algunas penas, se siguen 
cometiendo delitos y sigue existiendo la reincidencia en los mismos, significando 
esta situación lo inadecuado de las sanciones para luchar contra la criminalidad. 
 
2.3.2.- Funcionalismo radical de GünterJakobs.- El derecho lo entiende como 
parte de un sistema social, por lo tanto la solución a los problemas sociales por 
medio del derecho penal tiene lugar dentro de la sociedad. La doctrina105, ha 
definido claramente este funcionalismo radical de GünterJakobs así: 
 
“La «sociedad» existiría cuando se llegara a garantizar un contexto de comunicación mediante 
«normas» (y no mediante «estados» o «bienes», los cuales solamente serían «reflejo de la 
norma»). Luego, para que la sociedad subsista, el «contexto de comunicación» debería ser 
mantenido igual frente a modelos divergente3; esta protección del «contexto de comunicación», o 
sea de las normas que lo configuran, se produciría, entre otras formas, mediante el Derecho penal. 
La protección de normas no se dirigiría a todo tipo de ellas, sino solamente a aquellas que 
necesiten una «estabilización especial» por no estar suficientemente aseguradas por «vía 
cognitiva». A diferencia de estas, existen normas del mundo racional que todos «conocen » y, 
mayoritariamente, aceptan (p. ej. Las provenientes de las ciencias naturales), y que no necesitarían 
«estabilización» alguna mediante protección legal, pues, en caso de no ser aceptadas, el sujeto 
declararía su «incompetencia» y sufriría las consecuencias «naturales» que acarrean su 
inobservancia (caída de una casa, falta de lluvia pese a ser invocada por un brujo, etc.). 
104. ARIAS EIBE, Manuel José, FUNCIONALISMO PENAL MODERADO O TELEOLÓGICO-VALORATIVO VERSUS 
FUNCIONALISMO NORMATIVO O RADICAL. DOXA, Cuadernos de Filosofía del Derecho, 29 (2006) ISSN: 0214-8676. 
Págs. 442, 443: “3. LA PENA Y LA CIENCIA INTERDISCIPLINARIA DE LA PREVENCIÓN EN ROXIN Para ROXIN la 
pena, ultima ratio en el marco de un Estado social y democrático de Derecho, presenta fines preventivos generales y 
especiales, y en su concepción humanitaria llega a propugnar la adopción de medidas político-criminales tendentes a la 
sustitución de la pena de prisión por otras que supongan una menor injerencia en las personas —y por otra parte no menos 
eficaces que la misma en orden a la prevención—,en el caso de delitos menos graves y leves, centrando su atención, al 
mismo tiempo, en la necesaria atención a la víctima del delito y en la reparación del daño. De esta suerte, en no pocos 
casos resultarán más eficaces preventivamente —y menos lesivas para el individuo— penas como los trabajos en favor de 
la comunidad o el arresto domiciliario vigilado a través de medios electrónicos o la suspensión o pérdida definitiva de la 
licencia para conducir y la multa, que penas privativas de libertad. En efecto, para llegar a esta conclusión, ROXIN reconoce 
que desde hace tiempo venimos asistiendo a dos tendencias contrapuestas de política criminal en relación con el 
tratamiento penal: orientar el sistema de penas hacia la reinserción, reeducación del infractor prevención del delito, o bien 
centrarse preferentemente en la imposición de penas duras y disuasorias como medio de prevención. ROXIN reconoce que 
las penas privativas de libertad resultan necesarias para los delitos graves y para los sujetos reincidentes incorregibles, pero 
reconoce que las mismas, en general, y en la conformación actual, son inadecuadas para luchar contra la criminalidad, 
proclamando la necesidad de orientar la construcción de una estrategia global de la prevención, en el marco de una ciencia 
interdisciplinaria de la prevención. El hecho de que las penas, en general, se adviertan como instrumento inadecuado para 
la lucha eficaz contra la criminalidad se deriva, en primer lugar, del hecho de que a pesar de la existencia de las mismas, la 
criminalidad y la reincidencia siguen existiendo. Hallable en:http://www.biblioteca.org.ar/libros/141164.pdf. 
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En cambio, las normas constitutivas de la sociedad, que no están dadas previamente sino son 
elaboradas, tendrían carácter contingente. Estas normas serían disponibles subjetivamente (para 
el individuo podría ser preferible infringirlas) y por ello (para evitar la disponibilidad) deben ser 
«estabilizadas », su vigencia debe garantizarse, a través de una sanción. 
Las personas serían diferentes de los «individuos » (y de los «excluidos») en cuanto a que, a 
diferencia de los últimos, admitirían roles sociales; es decir, en un mundo ordenado 
normativamente, las «personas» tendrían deberes y derechos, reconocimiento como «ciudadanos 
plenos», o sea tendrían «competencia» para comunicar normativamente.  
Entonces, según la terminología de JAKOBS, no podría ser «persona» cualquier «individuo », sino 
solamente quien tenga un «rol» (papel), o sea una «competencia socialmente comprensible », 
quien ostente «capacidad jurídica». La consecuencia de esta distinción es decisiva para el Derecho: 
un «individuo» no podría transmitir a otro directamente su «subjetividad» sino solamente a través 
de «manifestaciones», es decir de manera «objetivada». Pero para que esta «transmisión de 
subjetividad» pueda constituir una «comunicación » válida para todos los demás, debe existir 
antes un «patrón», o sea un «sistema vinculante » conocido por todos. Y para que este «patrón » 
pueda crear orden, debe basarse en «estructuras objetivas», o sea en las que provee el Derecho. Y 
el Derecho se refiere a «personas» con competencias, o sea con un rol determinado. 
Entonces, según JAKOBS, una vez asignados los roles existiría la expectativa normativa de que los 
sujetos (personas) cumplan con sus roles, que no los quebranten o traten de asumir otros roles que 
no les competen; si defraudaran esta expectativa, el Derecho debería «estabilizar el sistema» y 
reafirmar la vigencia de la norma, es decir mantener la expectativa imputando el curso 
perturbador al responsable”. 
“Ahora bien, para JAKOBS no bastaría tampoco con la mera atribución de responsabilidad al 
infractor, la atribución de “competencia” por la “defraudación de expectativas normativas”; para 
que quede marginado el significado de hecho del delito (la “infracción de la norma”), la pena 
también tendría que ejecutarse a través de la violencia pues solamente así podría privarse al 
infractor de la norma de los medios de interacción. Esto tendría que ser así pues el infractor no 
solamente habría expresado algo en el plano normativo-simbólico (negación de la norma) sino 
también lo habría configurado en el mundo externo (ha matado, lesionado, etc.); para dar 
respuesta adecuada a esto, el Derecho penal tendría que actuar también en los dos planos. Así, 
afirma el autor alemán, por un lado, en lo “normativo”, la generalidad deberá ser confirmada en su 
actitud de fidelidad al ordenamiento mediante “aprendizaje de fidelidad”, el cual se logra 
comunicativamente a través de la pena que califica el hecho del “autor” como delito; por otro lado, 
en lo “cognitivo”, deberá causarse un “dolor” al infractor para que todos entiendan que la 
conducta infractora ha constituido una empresa fracasada, que dicha conducta no debe servir de 
orientación. Es por eso que, siguiendo su teoría, JAKOBS puede afirmar que la “pena” tendría como 
destinatarios tanto al “autor” como, y sobre todo, a todas las “personas fieles al Derecho” y que el 
autor, con la ejecución de la pena contra él, prestaría una “indemnización” en sentido amplio.”. 




Desde este punto de vista del funcionalismo radical, aplicado a los menores 
infractores de la ley penal, surge una variante jurídica en Colombia, y es, que los 
derechos de los menores está por encima de cualquier otro derecho incluyendo 
los de la sociedad, es decir, los menores de edad ciertamente son personas, pero 
que sus deberes no son absolutos sino relativos, pues los tratados internacionales, 
la Constitución Política, han determinado que éstos, no han terminado su 
desarrollo del transcurrir de la adolescencia a la adultez, que por lo tanto, 
sicológicamente no han alcanzado la madurez suficiente para asumir de pleno 
responsabilidad penal al igual que los adultos, es así como se ordena la creación 
de normas especiales que le sean aplicables. Entonces dentro de este esquema 
radical, se descarta la importancia de la sociedad quien es la que se protege a 
través del mandato normativo sobre los ataques por conductas lesivas o 
atentatorias contra su integridad, y por ende, a pesar de proponer la creación de 
normas más severas contra los menores infractores, no es posible hacerlo so 
pena de vulnerar los estándares internacionales. 
 
Ciertamente, y a pesar de la edad, los menores adolescentes tienen que 
desempeñar un roll determinado dentro de la sociedad, pues son personas, pero 
Jakobs refiere a la capacidad jurídica, o sea una competencia socialmente 
comprensible, por lo que cabe preguntarse ¿puede el adolescente transmitir a otra 
persona su subjetividad, sobre el conocimiento y existencia de la ley o del 
derecho? por ello, al crearse la “ley  1098 de 2006 o Código de la Infancia y la 
Adolescencia”, se establece un patrón vinculante para éstos, pues establece y 
gradúa su responsabilidad penal en Colombia. 
 
Como bien se sabe, a los “menores infractores de la ley penal” no se les aplica 
pena sino sanción penal, y por la finalidad educadora que esta cumple, no puede 
aplicarse o ejecutarse a través de la violencia para privar al actor de los medios de 
interacción, o para dale a entender, no solo a él, sino, a todos los adolescentes 
que la empresa criminal es fracasada y que no debe servir de orientación, 
entonces solo es aplicable la norma especial. 
 
Por otro lado toda actuación judicial respecto de los menores infractores debe ser 
reservada, entonces desaparece la comunicabilidad respecto de las 















“LOS DERECHOS PENALES RESPECTO DE LA SANCIÓN DE LOS 
ADOLESCENTES HACIA LA OPERATIVIDAD DEL LIBRE DESARROLLO DE 
SU PERSONALIDAD DENTRO DE LOS CÁNONES DE UN ESTADO SOCIAL Y 
DEMOCRÁTICO DE DERECHO”. 
 
 
1.- “¿LA SANCIÓN APLICABLE A LOS MENORES INFRACTORES DE LA LEY 
PENAL ES JUSTA O INJUSTA FRENTE AL ESTADO SOCIAL Y 
DEMOCRÁTICO DE DERECHO?” 
 
Establecer si la sanción que se le impone a un menor adolescente como 
consecuencia de su conducta criminal, pueda ser justa o injusta, merece ser 
analizada desde diferentes ángulos jurídicos: de lo que es justicia, y de la 
ponderación de la sanción. 
 
1.1.- Desde el concepto de lo que es justicia.- Hay que partir de la base de que 
no siempre que se aplica la ley se hace justicia, pues esta es de contenido amplio, 
el diccionario  THEE FREE DICTIONARY106, nos da el siguiente concepto: 
 
“justicia  
f. Acción o poder de reconocer y dar a cada uno lo que le pertenece. 
Derecho, razón equidad. 
Pena o castigo público.  
Der. Conjunto de órganos que constituye el poder jurisdiccional del Estado, y cuya función consiste 
en aplicar las normas de derecho, ya para declarar y proteger los derechos subjetivos cuando son 
desconocidos ya para sancionar la vulneración de las mismas. Su actividad constituye la 
administración de la justicia. 
teol. Virtud cardinal que inclina a dar a cada uno lo suyo.” 
Si se hace referencia a la equidad, o a darle a cada quien lo que le pertenece, hay 
que decir, que el derecho a la igualdad que pregona nuestra Carta Política, debe 
ser entendida a una igualdad entre iguales, e igualdad entre desiguales, 
ciertamente los menores infractores de la ley penal son personas desiguales frente 
a los adultos, por lo tanto la igualdad es con referencia a ellos a quienes se les 
aplica el “Código de la Infancia y la Adolescencia”. 
 
 
106. THEE FREE DICTIONARY. Hallable en: http://es.thefreedictionary.com/justicia 
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Con relación a esto, es decir, con el tema de justicia, hay que establecer unos 
niveles de comportamiento de los menores infractores de la ley penal, pues no es 
lo mismo, el adolescente que comete por primera vez una conducta criminal o 
delito, o que ha tenido reincidencia en dos oportunidades, a otros que la han 
tomado como un modo vivendi, porque sienten que de una forma les da poder 
sobre los demás, o porque disfrutan causando el mal a la comunidad, como por 
ejemplo los menores sicarios, violadores etc., entonces la sanción a imponer 
depende del grado de la conducta punible desplegada por el adolescente y por su 
reiteración en las mismas conductas, entonces la justicia se aplica conforme a los 
estándares internacionales sobre los derechos de los niños, a los cuales deben 
estar sometidos los Estados Partes en su legislación interna, con aplicación al 
bloque de constitucionalidad, tal y como los disponen las Reglas de Beijing107, 
entre otras que en la 17.1 literales c y d, donde establece los casos de privación 
de la libertad, donde se debe tener en cuenta el bienestar del menor, prohibiendo 
la pena capital para ellos en la Regla 17.2 102, e igualmente así lo ha considerado 
la Honorable Corte de Suprema de Justicia de Colombia en el fallo de Casación N° 
33510 de fecha 7 de julio de 2010 Magistrado Ponente JULIO ENRIQUE SOCHA 
SALAMANCA108, cuando manifiesta: “2.2. En materia de justicia juvenil también han sido 
emitidos otros parámetros supranacionales que aun cuando de manera directa no hacen parte del 
llamado Bloque de Constitucionalidad, no son preceptos intrascendentes en relación con la 
valoración e interpretación de las normas de derecho interno a través de las cuales pueden ser 
afectadas garantías fundamentales, como por excelencia lo son las contenidas en las 
codificaciones penales, tanto sustantivas como adjetivas. 
 
Se trata de instrumentos elaborados en el seno de la Organización de Naciones Unidas (ONU), 
estandarizados en las siguientes recopilaciones: las Reglas mínimas para la administración de 
justicia de menores (―Reglas de Beijing‖11, Resolución 40/33 de 1985), las Directrices para la 
prevención de la delincuencia juvenil (―Directrices de Riad‖, Resolución 45/112 de 1989), las 
Reglas mínimas sobre medidas no privativas de la libertad (―Reglas de Tokio‖, Resolución 45/110 
de 1990) y las Reglas mínimas para la protección de los menores privados de libertad (―Reglas de 
la Habana‖, Resolución 45/113 de 1990), acerca de las cuales el Comité de Derechos de los 
Niños12, en su Observación General Nº 10 de 2007, precisó que uno de los objetivos del 
seguimiento a la aplicación de la respectiva Convención era ―Promover la integración en una 
política nacional y amplia de justicia de menores de otras normas internacionales, en particular las 
 
107. “REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES” 
“REGLAS DE BEIJING 17.1. c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea 
condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos 
graves, y siempre que no haya otra respuesta adecuada”. “17.1. d) En el examen de los casos se considerará primordial el 
bienestar del menor”. “17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con la pena capital”. “17.3 
Los menores no serán sancionados con penas corporales”. Hallable 
en:file:///C:/Documents%20and%20Settings/Administrador/Mis%20documentos/Downloads/REglas%20de%20Beijing.pdf 
 
108. Corte de Suprema de Justicia de Colombia en el fallo de Casación N° 33510 de fecha 7 de julio de 2010 Magistrado 






Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (‘Reglas de 
Beijing’), las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad 
(Reglas de La Habana’) y las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil (‘Directrices de Riad’.  
Los citados documentos, por constituir doctrina autorizada en materia de protección de derechos 
humanos o expresiones  consuetudinarias  de  derecho  internacional  humanitario, no solamente 
pueden, sino que deben ser considerados pieza integral del Bloque de Constitucionalidad, en la 
medida en que están referidos a la interpretación, concreción y activación de principios generales y 
mandatos fundamentales explicitados en diferentes Tratados Internacionales ratificados por 
Colombia, siendo por lo tanto vinculantes en el ordenamiento interno según lo dispuesto en los 
artículos 44, 45, 93 y 94 de la Constitución Política, y deben ser acogidos en los casos de 
procesamiento de menores de edad por violación de la ley penal”, lo cual es diferente con la 
justicia aplicable a los adultos, porque por muy grave que sea el delito cometido 
por el adolescente su privación de la libertad es máximo de 8 años, siendo su 
finalidad protectora, educativa y restaurativa, mientras que para el adulto puede ir 
hasta los 60 años, y la sanción es preventiva, retributiva, de reinserción social y de 
protección. Entonces, “desde el punto de vista jurídico”, se deben acatar las 
disposiciones relacionadas con los derechos de los niños, por la finalidad que la 
sanción persigue, pero desde el punto de vista real, práctico, el tema de justicia, 
es totalmente de inconformismo por parte de la sociedad en la mayoría de los 
Estados, que se considera victimizada por el actuar criminal de los adolescentes, 
para quienes se considera que la sanción a imponer es irrisoria frente al daño 
causado, catalogándolo como injusto, muchos se inclinan por el juzgamiento de 
los menores como adultos como se hace en pocos países. Podría considerarse 
como una propuesta, una modificación en la ley externa y como consecuencia de 
ello en la ley interna o de cada Estado, que para los delitos graves y reincidentes, 
la sanción a imponer para cada conducta punible en particular, sea la mitad de la 
sanción a imponer a los adultos, y que teniendo la minoría de edad purgará la 
sanción en centro especializado pero que cumplida la mayoría de edad, la 
seguirán purgando en un centro de reclusión para adultos, ello es igualmente 
acorde a los estándares internacionales, porque se les está dando un trato 
diferente al de los adultos, la regla 19.1 de Beijing dice: “El confinamiento de menores 
en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento como último recurso y por el más 
breve plazo posible.”, entonces la brevedad del plazo de detención del menor infractor de la ley 
penal, es discrecional de los Estados partes. Igualmente hay que ponderar, si esta clase de sanción 
que se propone es cruel y degradante frente a la conducta de extrema gravedad cometida por el 
menor infractor de la ley penal”. 
 
Lo anterior lleva a hacer la reflexión, como se dijo anteriormente en este trabajo, 
que la “ley  1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia”, puede 
considerarse perfecta en el papel, pero en la práctica no existe ni se destina el 
presupuesto necesario para el cabal cumplimiento de la misma conforme a los 
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parámetros allí establecidos, y como exigencia de las Reglas de Beijing que en su 
numeral 11 dice: “Pide al Secretario General y a los Estados miembros que proporcionen los 
recursos necesarios para lograr la aplicación efectiva de las Reglas de Beijing, sobre todo en las 
esferas de la contratación, la formación y e intercambio de personal, la investigación y la 
evaluación, y la formulación de nuevas medidas sustitutivas del tratamiento correccional;” y por 
otro lado las sanciones a imponer, la sociedad las ha considerado imperfectas o 
insuficientes para que impere una verdadera razón de lo que es justicia, frente a 
los casos de extrema gravedad, ello se demuestra cuando en algunos países 
como el Perú, se ha intentado rebajar la edad de los adolescentes para hacer 
efectivo el derecho penal en cuanto a sanción se refiere, pero el hacerlo es 
contrario a los estándares internacionales toda vez, que la persona es considerada 
niño hasta “antes de cumplir los 18 años de edad”.  
 
1.2.- Ponderación de la sanción.- Hay que ponderar igualmente sobre si la 
sanción que se propone es cruel, inhumana y degradante frente a la conducta 
punible de extrema gravedad cometida por el menor infractor de la ley penal. El 
tratadista Español Enrique Bacigalupo en su obra “PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES  DEL  DERECHO  PENAL”109, refiere  las  decisiones  del  
 
109. BACIGALUPO, Enrique “PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DEL DERECHO PENAL” , editorial Hammurabi, José 
Luis de Palma editor. “El Tribunal Constitucional ha reconocido el rango constitucional del principio de culpabilidad. En la 
STC 65/86 vinculó el principio de culpabilidad con la exigencia de adecuación entre la medida de la pena y la gravedad de 
la culpabilidad. En ella dijo el Tribunal que: "Las cuestiones relacionadas con la medida de la pena y la culpabilidad sólo se 
podrían plantear cuando la gravedad de la pena atribuida al condenado fuese superior a la legalmente imponible en relación 
a la gravedad de la culpabilidad. En la STC 76/90 se vinculó el principio de culpabilidad con la exigencia de dolo y culpa. Y 
en la STC 150191 se sostuvo que: "La Constitución española consagra, sin duda, el principio de culpabilidad como principio 
estructural básico del derecho penal" y que: "no es constitucionalmente legítimo un derecho penal de autor que determinara 
las penas en atención a la personalidad del reo y no según la culpabilidad de éste en la comisión de los hechos". El Tribunal 
Constitucional no ha dicho hasta ahora de dónde deriva este principio "estructural" del derecho penal. En la STC 65/86 sólo 
sostuvo que una pena no adecuada a la culpabilidad no podía ser considerada como un "trato degradante" en el sentido del 
art. 15 de la CE. Sin embargo, es evidente que existen tres puntos de apoyo indudables en la Constitución que 
fundamentan el rango constitucional del principio de culpabilidad. En primer lugar la justicia como "valor superior del orden 
jurídico" (art. lo, CE) y en segundo lugar de los "fundamentos del orden político" (art. 10, CE) que garantizan la dignidad de 
la persona y el libre desarrollo de la personalidad. Precisamente de estos dos últimos derechos ha deducido el Tribunal 
Constitucional Federal alemán el principio de culpabilidad. La notoria similitud de la Constitución española y la Ley 
Fundamental alemana en este punto permite tomar en consideración los precedentes del Tribunal Constitucional Federal 
alemán expuestos en reiteradas sentencias. El valor justicia determina que la pena deba ser proporcionada a la gravedad 
del hecho y que ésta a su vez dependa de la reprochabilidad del autor. La dignidad de la persona requiere que las personas 
sean un fin en sí mismas y que no sean utilizadas como medio para obtener otros fines. El libre desarrollo de la 
personalidad presupone que la actuación penal del Estado sea previsible y ajustada a límites que no conviertan la libertad 
en excepción, y que la libertad sea protegida dentro del marco jurídico de la Constitución. De las citadas sentencias del 
Tribunal Constitucional español se deduce que el principio de culpabilidad tiene una doble dimensión: actúa determinando 
los presupuestos de la pena y, además, en el marco de la individualización de la pena, es decir, tanto significa que no hay 
pena sin culpabilidad, como que la pena no puede superar la gravedad de la culpabilidad. El principio de culpabilidad, por lo 
tanto, va mucho más lejos que el modesto art. 5" del Cód. Penal, en el que sólo se hace referencia al dolo y a la 
imprudencia como presupuestos de la pena. Págs. 157,158 
 
En la medida en que la pena no se utilice para perseguir fines preventivos, deberá ajustar SU gravedad a la de la 
culpabilidad. En este sentido dice Roxin lo: "sin perjuicio de la renuncia a toda idea retributiva, hay un elemento decisivo de 
la teoría retributiva que debe tener lugar en las teorías preventivas de la unión: el principio de culpabilidad como medio para 
limitar la pena". Dicho con otras palabras: se trata de la prohibición de que la gravedad de la pena que se impone por un 
delito supere la gravedad de la culpabilidad referida al concreto delito, aunque ello pudiera ser justificado por necesidades 
preventivas (especiales o generales). De todo esto surge la necesidad de una aclaración: el principio de culpabilidad no se 
dirige sólo al legislador, imponiéndole renunciar a determinadas soluciones legislativas que lo contradicen (por ejemplo: 
versari inre illicita; penas relacionadas con la forma de ser de una persona, etc.), sino también y muy especialmente al juez, 
que debe establecer la gravedad de la culpabilidad (individualización) para adaptar el marco penal a la sanción aplicable al 
delito cometido. Págs. 159, 160 
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Tribunal Constitucional Español, reconoce el rango constitucional del principio de 
Culpabilidad, cuando a través de las sentencias STC 65/86, STC 76/96 y STC 
150191, la vincula con la pena y la culpabilidad, exigencia del dolo y la culpa,  con 
el derecho penal de autor. En la Sentencia STC 65/86, vincula el principio de 
culpabilidad con la exigencia de adecuación entre la medida de la pena y la 
gravedad de la culpabilidad, conforme a este concepto jurídico español, y 
adecuándolo a la sanción a imponer a los menores infractores de la ley penal 
puede generar las siguientes circunstancias jurídicas: 
 
1.2.1.- La sanción no puede ser superior a la gravedad de la culpabilidad.- 
Bajo esta situación es perfectamente aplicable, cuando al menor infractor se le 
impone una sanción superior a la legalmente imponible, por cuanto ella no es 
caprichosa o al libre arbitrio del juzgador, sino que debe ser acorde a la ley, la 
Constitución y los Tratados Internacionales. 
 
1.2.2.- La sanción debe ser acorde a la gravedad de la culpabilidad.- El 
Tribunal español vincula el principio de culpabilidad con la exigencia del dolo y la 
culpa, estas dos figuras jurídicas, en Colombia, no se encuentran en la 
culpabilidad sino en la tipicidad de forma avalorada, quedando la culpabilidad 
como un juicio de reproche basada en la Imputabilidad, conciencia antijurídica de 
la conducta y exigibilidad de otra conducta, temas explicados anteriormente en 
este trabajo, cuando la ley 1098 de 2006 establece la “responsabilidad penal para 
adolescentes”, al igual que el artículo 33 de la Ley 599 de 2000 o Código Penal 
que remite a los menores infractores al sistema de responsabilidad penal juvenil. 
 
Con relación a la imputabilidad, no hay duda que los menores infractores de la ley 
penal son imputables, pero que se les asigna una jurisdicción especial distinta a la 
ordinaria aplicable a los adultos, basada en los pilares de la educación y 
protección, hay que recordar que el “inciso 3° del artículo 33 de la ley 599 de 
2001” fue objeto de acción de inconstitucionalidad, por lo que la honorable Corte 
Constitucional al pronunciarse al respecto a través de la sentencia C-839 de 
2001110 dijo:“…la institucionalización de una justicia de menores no constituye, per se, un 
atentado contra los derechos de los menores, ni va en detrimento del deber de protección que 
recae en la sociedad y el Estado (…) por el contrario, ésta debe ser avalada como el mecanismo 
propicio para armonizar los derechos de los menores infractores y la conservación de la seguridad 
pública…”.Sin embargo, y teniendo en cuenta que el derecho no es absoluto sino 
relativo, que no es estático sino que está en constante movimiento, hay que 
reflexionar que las normas internacionales datan desde épocas lejanas, que la 
Constitución Política es de 1991, y que no se está teniendo en cuenta las 
realidades sociales en la actual época, ya que se piensa en el niño no como actor  
 
110. Honorable Corte Constitucional, sentencia C-839 de 2001, fecha de expedición 09/08/2001, fecha de entrada en 






con todo el potencial dañino que pueda tener, sino como víctima inocente producto 
de la sociedad, veamos algunas realidades: 
 
En el periódico Libertad Digital Opinión de Barcelona España hacen la siguiente 
publicación el 8 de julio de 2009, “Menores, criminales e impunes”111, y entre sus 
líneas hacen la siguiente manifestación entre otras:  
 
“Ante esta frialdad y deliberada  voluntad  de  asesinar,  resulta  escandaloso  que  el Ministerio 
Público pida sólo cinco años de internamiento en un centro juvenil y tres de libertad vigilada para 
ambos. Esa es, sin embargo, la pena máxima de privación de libertad que contempla la Ley del 
Menor para los menores de 16 años. Y es que la "reforma" de enero de 2006 apenas modificó los 
presupuestos de una ley que prácticamente considera irresponsables a unos criminales por el 
hecho de ser adolescentes. La adolescencia, sin embargo, ni es una enfermedad ni un impedimento 
para distinguir el bien del mal, más aun en casos tan evidentes y sangrantes como el que nos 
ocupa. Un adolescente puede no ser del todo consciente de las gravísimas consecuencias que 
pueden tener ciertos comportamientos temerarios. Apalear y degollar a una chica no es uno de 
esos casos. Una cosa es que, dada su edad, los adolescentes no estén internados junto a los demás 
reclusos; otra cosa muy distinta, que sus crímenes se paguen con sólo cinco años de internamiento. 
Un criminal no se "resocializa" porque deje de ser adolescente o porque se le ponga a los dos días 
de patitas en la calle.”. 
Igualmente el periódico PERÚ 21, de fecha 26 de diciembre de 2014112, hace la 
siguiente publicación, “Menores criminales: En lo que va del año, más de 170 han 
sido detenidos”: 
 
"Ayer cayó ‘hormiguita’, quien con solo 13 años está implicado en la muerte de un colectivero y en 
dos asesinatos perpetrados en la Libertad. Cada vez más adolescentes son capturados 
delinquiendo en La Libertad. En lo que va del año, la Policía de esta región ha detenido a 171 
menores, entre los 12 y los 17 años, implicados en casos de sicariato, extorsión, robo agravado, 
tenencia ilegal de armas de fuego y tráfico ilícito de drogas. 
Así lo informó el jefe policial, coronel Róger Torres, quien señaló que avezadas bandas los 
captan porque las penas para ellos son más benignas. “Los 171 menores han sido atrapados en 
pleno hecho delictivo”, indicó. 
El oficial también sostuvo que unos 200 menores involucrados en hechos delictivos aún no han sido 
atrapados. “Es una realidad que en el 70% de delitos participa un menor. En los casos de 
sicariato es muy común que adolescentes sean los autores de los disparos”, agregó. 
Según estadísticas policiales, las bandas que captan a los adolescentes son ‘Los Justicieros’, ‘Los  




Pulpos’, ‘Los Malditos de Río Seco’, ‘Los Malditos de El Triunfo’ y ‘La Jauría’. Esta última está 
integrada en un 90% por menores, según la Fiscalía de La Esperanza. 
‘HORMIGUITA’, UNA HISTORIA DE CRIMEN 
Ayer fue capturado ‘Hormiguita’, un menor de solo 13 años que ya está implicado en los más 
sonados crímenes perpetrados en La Libertad. Este asesino a sueldo, quien fue capturado por la 
Policía el último fin de semana en Paiján (Ascope), sería más avezado, incluso, que el 
sicario juvenil Alexander Manuel Pérez Gutiérrez, alias ‘Gringasho’. 
El menor –identificado con las iniciales D.A.R.L. y conocido en el mundo del hampa como ‘   
Hormiguita’– está involucrado en tres homicidios. Además, cuando fue intervenido, en aparente 
estado de ebriedad, tenía en su poder un revólver calibre 38 con el que hacía disparos al aire. 
El jefe policial de La Libertad, coronel Róger Torres, informó que este muchacho habría iniciado 
su accionar delictivo a los 12 años, edad en la que fue reclutado por la banda del 
sanguinario secuestrador limeño Henry Mamerto Florián López, alias ‘Cojo Mame’, hoy recluido en 
el penal de Challapalca, en Puno. 
Sin embargo, a inicios del 2013, el adolescente se unió a ‘Los Leoncitos’, cuyos cabecillas son sus 
familiares. 
“Primero fue reclutado por la gente del ‘Cojo Mame’ y luego pasó a otra banda. Este muchacho es 
usado para extorsionar y ejecutar crímenes en el valle liberteño”, dijo el oficial. 
Torres reveló, además, que ‘Hormiguita’ habría ejecutado el asesinato del colectivero 
Laurence Francis Toledo Reaño (43), quien murió de dos balazos en la cabeza –el 30 de 
julio pasado– porque se negó a pagar un cupo de 15 mil soles. 
Según el jefe policial, varios testigos identificaron al menor como el autor del homicidio. Además, 
los familiares del chofer le entregaron a la Fiscalía una carta con amenazas que habría sido escrita 
por el adolescente y que será sometida a una pericia grafotécnica. 
“Ha sido reconocido como el autor de este crimen. Además, estaría metido en otros dos 
asesinatos. Todo se halla en proceso de investigación”, declaró Torres.”. 
 
El periódico UNIVERSAL de Colombia, pública el día 30 de septiembre de 2013, 
“Alarmantes cifras de los menores delincuentes”:113 
 
“La sociedad colombiana  ha recibido un llamado de atención por parte del director de la Policía 
Nacional, general Rodolfo Palomino, sobre el alto número de menores de edad involucrados en 
delitos. El oficial aseguró que para la institución también es claro que un menor no se convierte en  
112. PERÚ 21, de fecha 26 de diciembre de 2014, “Menores criminales: En lo que va del año, más de 170 han sido 




delincuente de la noche a la mañana. Tras esas declaraciones Palomino señaló que “durante este 
año la Policía Nacional ha detenido 23.153 menores de edad por diversos delitos”.  
Según el director de la Policía la mayoría de violaciones legales en las que incurren los menores de 
edad se relacionan precisamente con “delitos menores”. En ese sentido se presentaron cifras 
relacionadas con el comportamiento de estas conductas en lo que va corrido del año. En ese 
sentido señaló que en lo que va corrido de 2013 se han capturado a 1.066 jóvenes, por incurrir 821 
en daño en bien ajeno; 212 por receptación, y 33 por tráfico de moneda falsa.  
La segunda fase corresponde al uso de adolescentes para llevar, guardar y distribuir 
estupefacientes en cadenas de tráfico y microtráfico, circunstancia  que  complica la 
posibilidadlatente de generar adicciones en los menores. Por este delito han sido aprehendidos 
8.354 menores.  
Para el caso de hurto en todas sus modalidades, han sido aprehendidos 7.780 menores; 6.319 de 
los cuales han incurrido en hurto a personas, 241 por hurto a residencias, 925 por hurto a comercio 
y por hurto de automotores, 295.  
El director de la institución agregó que en el penúltimo nivel de la escala criminal se ubican los 
menores que utilizan armas de fuego para cometer hurtos, lesiones personales y homicidios. Por 
esto han sido sorprendidos 1.703 adolescentes portando de manera ilegal un arma de fuego.  
Finalmente, en el punto más alto de la pirámide delincuencial se ubican 312 jóvenes que están 
comprometidos en asesinatos.  
El general agregó que “los padres de familia, las instituciones educativas y la sociedad en general 
deben fortalecer los valores en los adolescentes, promover el dialogo para atender sus necesidades 
y prevenir y corregir los comportamientos inadecuados que pueden terminar en tragedias”. 
Como se puede observar, el General Palomino dentro de las estadísticas 
criminales dadas por los “menores infractores de la ley penal”, hace una 
clasificación de los delitos así: una primera fase denominada “Delitos menores”, 
tales como daño en bien ajeno, receptación, tráfico de moneda falsificada, etc., 
dentro de la propuesta de reforma a la ley conforme a los niveles anteriormente 
expuestos, en estos delitos es perfectamente viable la aplicación de las sanciones 
establecidas en el artículo 177 del “Código de la Infancia y la Adolescencia o ley  
1098 de 2006”, dando la oportunidad a los menores de reeducarse y aprender de 
esa experiencia para no volver a cometer este tipo de conductas, de igual manera, 
se da la privación de la libertad por la comisión de delitos de extrema gravedad. 
Una segunda fase denominada “Microtráfico”, donde las bandas criminales utilizan 
a los menores de edad para que ejecuten este tipo de conductas, dando una cifra 
de 8.354 menores capturados, potenciales adictos, lo cual lo torna alarmante en 
detrimento de la misma sociedad, aquí, de la misma manera es perfectamente via- 
 
113. El periódico UNIVERSAL de Colombia, pública el día 30 de septiembre de 2013, “Alarmantes cifras de los menores 




ble la aplicación de las sanciones contenidas en el “Código de la Infancia y la 
Adolescencia”. En una tercera fase, ubica a los menores que utilizan armas de 
fuego para cometer hurtos, lesiones y hasta homicidios, en este caso, no se puede 
seguir pensando en la aplicación de sanciones que se comentan por la gravedad 
en que se torna la comisión de la conducta punible, sino que hay que establecer 
unas sanciones un poco más severas teniendo en cuenta la forma de comisión en 
ese tipo de conductas, la posibilidad de reeducación del menor, el compromiso 
familiar y del Estado, etc., ello no pierde la esencia del trato especial que exigen 
los estándares internacionales, pues este tipo de normas no hace ninguna 
limitación al respecto, permitiendo que los Estados parte en forma discrecional 
determinarlas sin perder de vista los fines de la sanción. Y, una cuarta fase, los 
menores comprometidos en asesinatos u homicidios, en estos casos es 
perfectamente viable la aplicación de la sanción de “privación de la libertad” 
establecida para los adultos, pero reducida a la mitad, en centros especializados 
mientras sean menores de edad, porque así lo determinan las normas de carácter 
internacional cuando define el trato especial que se le debe dar a estos menores, 
pero en ninguna de esta normas establece respuesta a la pregunta ¿Dónde debe 
seguir cumpliendo la sanción estos menores cuando alcanzan la mayoría de 
edad?, en Colombia el artículo 187, en el parágrafo114, determina esta situación, 
permitiendo que estos menores que “han alcanzado la mayoría de edad”, puedan 
seguir cumpliendo la sanción en el mismo centro especializado, lógico apartado de 
los menores, tal y como lo establece el artículo siguiente, pero al respecto las 
normas internacionales no dicen nada, sobre esta situación, quedando a 
discreción de los Estados Parte darle la interpretación y alcance que consideren 
que se ajustan a estos estándares, pero cabe preguntarse ¿si el menor infractor 
de la ley penal alcanza la mayoría de edad estando cumpliendo la sanción 
impuesta y se envía a un centro para adultos a fin de que termine de cumplirla, se 
violarían estos estándares internacionales? Ciertamente no, pues no la 
contradicen en nada ya que ellas hacen referencia a los menores de edad, lo que 
sí se puede aparejar para ser acordes a su protección y educación, es que en ese 
centro para adultos se encuentren separados de ellos, teniendo en cuenta que los 
fines de la sanción son diferentes a los de la pena, por otro lado es viable, como 
se dijo antes, que la sanción se amplié hasta en “la mitad de las penas 
establecidas en la Ley 599 de 2000 o Código Penal”, para los delitos graves tales 
como el sicariato, el secuestro, la violación sexual etc., pues en estos menores 
falló el Estado, la familia y la sociedad, por lo que esta medida penal es de última 
ratio, pero además encaminada como medida preventiva de protección no solo del 
adolescente sino de igual manera de la sociedad, pues como dice Roxin115: “Según 
 
114. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Art. 187.-PARÁGRAFO. “Si estando vigente la sanción de privación de libertad el 
adolescente cumpliere los dieciocho años de edad continuará cumpliéndola hasta su terminación en el Centro de Atención 
Especializada de acuerdo con las finalidades protectora, educativa y restaurativa establecidas en la presente ley para las 
sanciones”. 
 
115. ¿Normativismo radical o normativismo moderado?. Dr. Manuel A. Abanto Vásquez “Universidad Nacional Mayor de 




él, la dogmática penal debe cumplir con una doble finalidad: seguridad y fiabilidad en la aplicación 
del Derecho penal y reducción de la intervención penal hasta los límites estrictamente necesarios 
por fines de prevención”., la propuesta es la disminución de la sanción hasta en la 
mitad de la contenida en el tipo penal para los delitos graves, lo cual se puede 
considerar una reducción de los límites estrictamente necesarios por fines de 
prevención, tal y como lo expone el autor dentro de su teoría, y como las normas  
internacionales sólo son aplicables a los “menores de edad infractores de la ley 
penal”, pero nada dicen con respecto a la continuación del cumplimento de la 
sanción cuando éstos llegan a la mayoría de edad, entonces es posible que sean 
trasladados a un centro de reclusión para adultos, pero eso sí, apartado de estos, 
por cuanto lo aplicado a ellos fue una sanción y no una pena, de manejo de un 
Juez de Penas Especializado y de personal del IMPEC igualmente especializado, 
con esto no solo se aplicaría el trato especial que exige la Ley, sino además, la 
protección a medida de prevención de la sociedad, pues estos menores son 
imputables ante la ley penal porque comprenden y distinguen lo  bueno  de  lo  
malo, con conciencia antijurídica de la conducta, porque saben que lesiona o 
“pone en peligro el bien jurídico tutelado”, y exigibilidad de otra conducta, porque 
pudiendo optar por una conducta distinta escogió la criminal. 
 
Claus Roxin116, hace referencia sobre esta situación a una falta de capacidad 
control sustancialmente reducida, lo que hace que se disminuya la culpabilidad, 
pero obsérvese, que Roxin lo tiene en cuenta mediante la creación de una causa 
de atenuación de la pena (en referencia a los adultos), entonces no es 
descabellada la propuesta que aquí se hace, lo cierto es, y en la praxis, esta falta 
de capacidad de control para la motivación del sujeto activo a través de la norma, 
no es tenida en cuenta por los jueces al momento de tomar una decisión con 
relación a la conducta punible, pues se parte de la base de establecer si el sujeto 
agente es imputable o inimputable, si es lo primero, se le aplica la sanción o pena 
establecida en el Código Penal, y si es inimputable la medida de seguridad; con 
relación a los “menores infractores de la ley penal”, es posible pensar en la falta de 
la capacidad de control de adecuación a la norma, dado que son personas en 
proceso de formación, y es precisamente, lo que permite la aplicación de una 
sanción gradual como la trae el Código de Infancia y Adolescencia, pero para los 
casos extremadamente graves, donde la ley no ha tenido la consecuencia querida, 
es decir, la formación y reeducación del menor, y teniendo en cuenta que la norma 
no ha producido una capacidad de control plena en el menor respecto de la 
norma, es perfectamente viable la propuesta que aquí se hace como sanción. 
 
 
116. “Roxin Claus”, “DERECHO PENAL PARTE GENERAL” tomo I, traducción y notas Diego Manuel Luzón Peña, Miguel 
Díaz y García Conlledo, Javier De Vicente Remesal, Ed. CIVITAS, 1997. “La imputabilidad o capacidad de culpabilidad 
notablemente disminuida  no es una forma autónoma de "semiimputabilidad"  que se halle entre la imputabilidad y la 
inimputabilidad, sino un caso de imputabilidad, pues el sujeto es (aún) capaz de comprender el injusto del hecho y de actuar 
conforme a esa comprensión. No obstante, la capacidad de control es un concepto graduable: a la persona le puede costar 
más o menos poderse motivar por la norma. En consecuencia, cuando aún existe capacidad de control, pero está 
sustancialmente reducida, por regla general disminuye la culpabilidad (cfr. nm. 36 ss.). El § 21 lo tiene en cuenta mediante 
la creación de una causa de atenuación de la pena”. Pág. 839; pág. 841”. 
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Ahora, en cuanto a la responsabilidad de la familia la sociedad  y el Estado de 
inculcar valores a los adolescentes, promover el diálogo para atender sus 
necesidades y prevenir y corregir los comportamientos inadecuados, esto hace 
parte del control social, que en muchos de los casos se lleva a cabo pero el 
resultado ha sido adverso o contrario, y en otros, es totalmente abandonado por 
estos estamentos, dado los grados de pobreza, inequidad, solidaridad, etc., las 
que llevan a las personas en proceso de formación, a tomar los caminos de la 
criminalidad a fin de solventar de cualquier forma sus necesidades básicas; pero 
cuando el menor adolescente ha perdido su sentido moral , afectivo a través de 
sus conductas criminales, por el fracaso de las instituciones mencionas, en su 
formación, no queda otra, que la aplicación del derecho penal con todo su 
potencial sancionador, normas que motivan a la persona para que no delincan, 
pero si en los adultos esta motivación no es suficiente como mecanismo de control 
de sus conductas, de igual forma esto puede suceder en los menores 
adolescentes, y no por falta de capacidad de control a través de la norma, sino, 
porque ha establecido un proceso de formación en la criminalidad, que en muchos 
casos es difícil de deshacer para efectos de su recuperación,  si  esto  es  así, no  
queda  otro  camino  que  proteger  en forma preventiva a la sociedad de esta 
personas. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha dicho lo 
siguiente117:  
 
“31.   Así, un sistema de justicia juvenil cuya política criminal esté orientada meramente por 
criterios retributivos y deje en un segundo plano aspectos fundamentales como la prevención y el 
fomento de oportunidades para una efectiva reinserción social, sería incompatible con los 
estándares internacionales en la materia. 
33.   En cuanto a la forma como estas sanciones deben aplicarse, las Reglas de Beijing disponen 
que “las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y 
se reducirán al mínimo posible” (Regla 17.1.b).  Por eso, aún en los casos de delitos graves que 
merezcan sanciones importantes, es preciso que la legislación ofrezca al juzgador los mecanismos 
para aplicar este tipo de sanciones de acuerdo con el interés superior del niño.  Es decir, que “la 
respuesta que se dé al delito se[a] siempre proporcionada, no sólo a las circunstancias y la 
gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como a las 
necesidades de la sociedad” (Regla 17.1.a)”. 
Con relación al numeral 31, la política criminal en Colombia, con esta propuesta, 
no está encaminada meramente a los criterios retributivos, pues como se ha dicho 
el artículo 177 de la “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia” 
no deja de aplicarse, solo que se debe hacer en la forma dispuesta en la ley y en 
los estándares internacionales, pero obsérvese que la Comisión no descarta los 
criterios retributivos, por lo que la Ley colombiana es esta materia, es una 
combinación de ambas formas teniendo “en cuenta el interés superior del niño”,  
 





hecho que lo establece en el numeral 33 del informe, cuando igualmente  hace 
referencia a que la sanción debe ser proporcional a tres circunstancias, la primera 
a la “gravedad del delito”, la segunda, a “las circunstancias y necesidades del 
menor” y, la tercera, a “las necesidades de la sociedad”, entonces, cuando un 
“adolescente infractor de la ley penal”, comete delitos graves y es reincidente en 
los mismos, incluso habiendo recibido tratamiento en centro especializado y con 
ello no se ha podido conseguir su reinserción y educación, es perfectamente 
viable la propuesta que en este trabajo se hace, porque la Regla 17.1.b de Beijing, 
cuando refiere un cuidadoso estudio y una reducción al mínimo posible, establece 
una discrecionalidad en los Estados Parte, para establecer cuál puede ser ese 
mínimo de la sanción, la cual permite, que pueda ser hasta en la mitad de la 
prevista en el tipo penal, para reconocer así, no solo el interés superior del niño, 
sino igualmente atender la gravedad del delito y las necesidades de protección de 
la sociedad. Estos criterios para la imposición de la sanción, en Colombia, fueron 
establecidos en el artículo 179 del “Código de la Infancia  y  Adolescencia  o  Ley  
1098  de  2006”118,  por  lo  que  es  posible la modificación propuesta, o si se 
quiere, agregarla al artículo 177 de esta obra, por cuanto nada impide hacerlo. 
 
 
2.- “SANCIONES POR LAS CONTRAVENCIONES COMETIDAS POR LOS 
MENORES DE EDAD”: 
 
En Colombia la “ley 599 de 2000 o Código Penal”, establece en el artículo 19119, 
que las conductas punibles se dividen en delitos y contravenciones, por lo tanto, 
se hace necesario su estudio en cuanto a sanciones contravencionales aplicable a 
las personas, en este caso, a los “menores infractores de la ley penal”. “La Ley 
1098 de 2006  o Código de la Infancia y Adolescencia” de igual manera lo prevé 
en el artículo 190120, en el primero radica la competencia en cabeza del “Comisario 
de Familia del lugar donde se comete la contravención”, y si este funcionario no 
existe allí, conoce el Alcalde Municipal. 
 
En este caso, distinto a los delitos, si se aplican las sanciones establecidas en los 
respectivos  estatutos  contravencionales,  ya que pasaron a ser de orden policivo 
 
 
118. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Artículo 179”: “Criterios para la definición de las sanciones. Para definir las sanciones 
aplicables se deberá tener en cuenta: 1. La naturaleza y gravedad de los hechos. 2. La proporcionalidad e idoneidad de la 
sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos; las circunstancias y necesidades del adolescente y las 
necesidades de la sociedad. 3. La edad del adolescente. 4. La aceptación de cargos por el adolescente. 5. El 
incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez. 6. El incumplimiento de las sancionesParágrafo1°. Al computar 
la privación de la libertad en centro de atención especializada, la autoridad judicial deberá descontar el período de 
internamiento preventivo al que haya sido sometido el adolescente. Parágrafo 2°. Los adolescentes entre 14 y 18 años que 
incumplan cualquiera de las sanciones previstas en este Código, terminarán el tiempo de sanción en internamiento. El 
incumplimiento por parte del adolescente del compromiso de no volver a infringir la ley penal, ocasionará la imposición de la 
sanción de privación de libertad por parte del juez”. 
 
119. “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal”. Momo Ediciones. Artículo Título III. Capitulo Único. 
“DE LA CONDUCTA PUNIBLE. Artículo 19. DELITOS Y CONTRAVENCIONES. Las conductas punibles se dividen en 





administrativo y no judicial, pero ello no implica que haya dejado de ser conducta 




a.- Definición.-  El THE FREE DICTIONARI, traduce121: “Procedimiento en contra de 
una norma o mandato contravención de tránsito”. 
 
La definición abc, tu diccionario hecho fácil122, refiere lo siguiente: “El término 
contravención es un término del ámbito del derecho que se utiliza para designar a aquellos actos 
que van en contra de las leyes o lo legalmente establecido y que por lo tanto pueden representar 
un peligro tanto para quien lo lleva a cabo como también para otros. 
 
Normalmente, la idea de contravención se aplica a situaciones de falta de respeto a las normas de 
tránsito (por ejemplo, no usar cinturón de seguridad) ya que si bien muchos de ellos no son delitos 
de gravedad, suponen siempre infringir la ley o el código de convivencia pertinente”. 
 
Teniendo en cuenta estas dos referencias, se puede decir, que las personas 
menores de edad, pueden igualmente infringir las normas de policía las cuales se 
encuentran encaminadas a mantener la convivencia social. 
 
2.2.- Antecedente histórico.- En Colombia nace la Ley 30 de 1986, Capítulo VI 
de las contravenciones, relacionadas con estupefacientes, pero solo pueden ser 
sujetos activos del delito el “dueño, poseedor o arrendatario de predios donde 
existan pistas de aterrizaje y despegue de aeronaves en forma ilegal conforme lo 
establece el artículo 64 de esta ley”123.  
 
Ley 23 de 1991124, que trasladó de delitos a contravenciones las siguientes: “1. 
Ejercicio arbitrario de las propias razones.  2. Violación de habitación ajena. 3. 
Permanencia ilícita en habitación ajena. 4. Violación de habitación ajena por 
empleado oficial. 5. Violación y permanencia ilícita en el lugar de trabajo. 6. 
Violación de la libertad de cultos. 7. Impedimento y perturbación de ceremonia  
 
 
120. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006.  Artículo190. Sanción para contravenciones de policía cometidas por adolescentes. Las 
contravenciones de policía cometidas por adolescentes serán sancionadas de la siguiente manera: Será competente para 
conocer el proceso y sancionar el Comisario de Familia del lugar donde se cometió la contravención o en su defecto el 
Alcalde Municipal. Cuando la contravención dé lugar a sanciones pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga la patria 
potestad o la custodia y éste será responsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por jurisdicción coactiva. Las 
contravenciones de tránsito cometidas por adolescentes entre los 15 y los 18 años serán sancionadas por los Comisarios 
de Familia o en su defecto por el Alcalde Municipal. Para la sanción de contravenciones cometidas por adolescentes se 
seguirán los mismos procedimientos establecidos para los mayores de edad, siempre que sean compatibles con los 
principios de este Código y especialmente con los contemplados en el presente título”.   
 
121. THE FREE DICTIONARI, definición de contravención. Hallable en: http://es.thefreedictionary.com/contravención. 
 




religiosa. 8. Daños o agravios a personas o cosas destinadas al culto. 9. Lesiones 
personales dolosas. 10. Lesiones preterintencionales y culposas. 11. Hurto simple. 
12. Hurto de uso. 13. Hurto entre condueños. 14. Estafa. 15. Emisión y 
transferencia ilegal de cheque. 16. Abuso de confianza. 17. Aprovechamiento de 
error ajeno o caso fortuito. 18. Sustracción de bien propio. 19. Daño en bien 
ajeno”.  
 
Después se dicta la “Ley 228 de 1.995”125, donde se determina el régimen 
aplicable a las contravenciones especiales, conteniendo en el Capítulo II,  parte 
especial, artículo 7° y ss, algunas tales como: “Posesión injustificada de 
instrumentos para atentar contra la propiedad (Art. 7°, declarada inexequible por la 
Honorable Corte Constitucional a través de la sentencia C-430 de 1996), Art. 8° 
Porte de sustancias (Condicionalmente exequible), art. 9° ofrecimiento o 
enajenación de bienes de procedencia no justificada (inexequible) art. 10° hurto 
calificado (inexequible), art. 11 hurto agravado, art. 12 lesiones personales 
culposas, art. 13 lesiones personales culposas agravadas, art. 14 ofrecimiento, 
venta o compra de instrumento apto para interceptar la comunicación privada 
entre personas, art. 15 Salvo las contravenciones especiales de que trata la 
presente Ley, las previstas en la Ley 23 de 1991 y aquellas a que se refiere la Ley 
30 de 1986, las contravenciones actualmente sancionables con pena de arresto 
serán sancionadas con pena de multa hasta de cinco (5) salarios mínimos legales 
mensuales”. Esta Ley modifica la competencia para conocer de estas 




“Competencia. De las contravenciones especiales de que trata esta ley, de las demás previstas en 
la Ley 23 de 1991, y de todas aquellas sancionadas con pena de arresto por la Ley 30 de 1986 y 
normas complementarias, conocerán en primera instancia los jueces penales o promiscuos 
municipales del lugar donde se cometió el hecho, o en su defecto, los del municipio más cercano al 
mismo. 
De las contravenciones especiales en las que intervengan como autores o partícipes menores de 
dieciocho (18) años seguirán conociendo los defensores de familia, salvo la de hurto calificado que 
será de conocimiento de los jueces de menores y promiscuos de familia, quienes podrán imponer a 
los contraventores las medidas contempladas en el artículo 204 del Código del Menor”. de los 
jueces penales o promiscuos municipales.  
 
 
123.” Ley 30 de 1986 Nivel nacional. Fecha de expedición 31/01/1986. Fecha de entrada en vigencia 31/01/1986.Art. 64 
Incurren en Contravención: El dueño, poseedor o arrendatario de predios donde: a. Existen o se construyan pistas de 
aterrizaje sin autorización del Departamento Administrativo de la Aeronáutica Civil. b. Aterricen o emprendan vuelo 
aeronaves sin autorización de la Aeronáutica Civil o sin causa justificada, a menos que diere inmediato aviso a las 
autoridades civiles, militares o de policía más cercana. c. Existan pistas o campos de aterrizaje con licencia otorgada por la 
Aeronáutica Civil, que no de inmediato aviso a las autoridades de que trata el literal anterior sobre el decolaje o aterrizaje de 
aeronaves en las circunstancias previstas en el literal a) del numeral 1o. del presente artículo”. 





Cuando el sujeto activo era un menor de 18 años, seguían conociendo los 
defensores de familia, quienes son una autoridad administrativa, pero esa 
competencia pasaba a ser judicial cuando la contravención fuera un hurto 
calificado. El artículo 42 de esta Ley deroga y subroga las “disposiciones que le 
sean contrarias”. 
 
124. Ley 23de 1991. Fecha de expedición 21/03/1991. Fecha de entrada en vigencia 21/03/1991. Medio de publicación, 
Diario Oficial 39752 de Marzo 21 de 1991. “Artículo 1°Asignase a los Inspectores Penales de Policía, o a los Inspectores de 
Policía, donde aquellos no existan, y en su defecto a los Alcaldes, el conocimiento en primera instancia, de las siguientes 
contravenciones especiales:1. Ejercicio arbitrario de las propias razones. El que en lugar de recurrir a la autoridad y con el 
fin de ejercer un derecho, se haga justicia arbitrariamente por sí mismo, incurrirá en multa hasta de un salario mínimo 
mensual legal.2. Violación de habitación ajena. El que se introduzca arbitraria, engañosa o clandestinamente en habitación 
ajena o en sus dependencias inmediatas, o el que por cualquier medio indebido, escuche, observe, grabe, fotografíe o filme, 
aspectos de la vida domiciliar de sus ocupantes, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses.3. Permanencia ilícita en 
habitación ajena. El que permanezca en habitación ajena o en sus dependencias inmediatas en forma engañosa o 
clandestina, o contra la voluntad de quien tiene derecho de impedírselo, o por cualquier medio ilegal coloque o mantenga 
dispositivos que de cualquier manera puedan captar sonidos o imágenes o enterarse de hechos que en ella sucedan, 
incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses.4. Violación de habitación ajena por empleado oficial. El empleado oficial 
que abusando de sus funciones se introduzca en habitación ajena, incurrirá en arresto de doce (12) a dieciocho (18) meses 
y pérdida de empleo.5. Violación y permanencia ilícita en el lugar de trabajo. Cuando, las conductas tipificadas en los 
numerales 2 y 3 del presente artículo se realizaren en el lugar de trabajo, las penas previstas se disminuirán hasta en la 
mitad6. Violación de la libertad de cultos. El que por medio de violencia obligue a otro a cumplir acto religioso, o le impida 
participar en ceremonia de la misma índole, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses.7. Impedimento y 
perturbación de ceremonia religiosa. El que perturbe o impida la celebración de ceremonia o función religiosa de cualquier 
culto permitido en la Nación, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses.8. Daños o agravios a personas o cosas 
destinadas al culto. El que cause daño a los objetos destinados a un culto, o a los símbolos de cualquier religión legalmente 
permitida, o públicamente agravie tales cultos o a sus miembros en razón de su investidura, incurrirá en arresto de seis (6) a 
doce (12) meses. 9. Lesiones personales dolosas. El que intencionalmente cause a otro daño en el cuerpo o en la salud que 
implique incapacidad para trabajar o enfermedad que no pase de treinta (30) días, incurrirá en arresto de seis (6) a 
dieciocho (18) meses.10. Lesiones preterintencionales y culposas. Si las lesiones a que se refiere el numeral anterior fueren 
preterintencionales o culposas, la pena se reducirá a la mitad.11. Hurto simple. El que se apodere de una cosa mueble 
ajena, con el propósito de obtener provecho para sí o para otro, cuya cuantía no exceda de diez (10) salarios mínimos 
mensuales legales, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses.12. Hurto de uso. Cuando el apoderamiento se 
cometiere con el fin de hacer uso de la cosa, y ésta se restituyere en término no mayor de veinticuatro (24) horas, la pena 
será de arresto de tres (3) a seis (6) meses. Cuando la cosa se restituyere con daño o deterioro grave, la pena se 
aumentará hasta en la mitad.13. Hurto entre condueños. Si las conductas tipificadas en los numerales 15 y 16 se 
cometieren por socio, copropietario, comunero o heredero, sobre cosa común indivisible o divisible excediendo su cuota 
parte, la pena será la señalada para el hurto simple, disminuida de una tercera parte a la mitad.14. Estafa. El que 
induciendo o manteniendo a otro en error por medio de artificios o engaños, obtenga provecho ilícito para sí o para un 
tercero con perjuicio ajeno, cuya cuantía no exceda de diez (10) salarios mínimos mensuales, incurrirá en arresto de seis (6) 
a dieciocho (18) meses. En la misma pena incurrirá el que en lotería, rifa o juego obtenga provecho para sí o para otros, 
valiéndose de cualquier medio fraudulento para asegurar un determinado resultado, cuando el provecho obtenido no exceda 
de diez (10) salarios mínimos mensuales legales.15. Emisión y transferencia ilegal de cheque. El que emita o transfiera 
cheque sin tener suficiente provisión de fondos, o quien luego de emitirlo diere orden injustificada de no pago, cuando la 
cuantía no exceda de diez (10) salarios mínimos mensuales legales, incurrirá en arresto de seis a doce (12) meses, siempre 
que el hecho no configure delito sancionado con pena mayor. La acción policiva cesará por pago del cheque antes de la 
sentencia de primera instancia. La emisión o transferencia de cheque pos datado o entregado en garantía no da lugar a 
acción contravencional.16. Abuso de confianza. El que se apropie en provecho suyo o de un tercero, de cosa mueble ajena, 
que se le haya confiado o entregado por un título no traslativo de dominio, cuando su cuantía no exceda de diez (10) 
salarios mínimos mensuales, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses. Si no hubiere apropiación sino uso indebido 
de la cosa con perjuicio de tercero, la pena se reducirá hasta en la mitad.17. Aprovechamiento de error ajeno o caso 
fortuito. El que se apropie de bien que pertenezca a otro y en cuya posesión hubiere entrado por error ajeno o caso fortuito, 
cuando la cuantía no exceda de diez (10) salarios mínimos mensuales legales, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) 
meses18. Sustracción de bien propio. El dueño de bien mueble que lo sustraiga de quien lo tenga legítimamente en su 
poder, con perjuicio de éste o de tercero, incurrirá en arresto de tres (3) a seis (6) meses.19. Daño en bien ajeno. El que 
destruya, inutilice, haga desaparecer o de cualquier otro modo dañe bien ajeno, mueble o inmueble, cuando el monto del 
daño no exceda de diez (10) salarios mínimos mensuales legales, incurrirá en arresto de seis (6) a doce (12) meses, 






Posteriormente surge la “Ley 599 de 2000 o Código Penal” (Hoy vigente), que 
traslada nuevamente las contravenciones antes mencionadas, estableciéndolas 
como delitos, y la Ley 600 de 2000 en el artículo transitorio del Capítulo V126, sigue 
dejando la competencia de los jueces penales municipales para seguir conociendo 
de las contravenciones establecidas en la Ley 228 de 1995 aplicando el trámite allí 
previsto. 
 
2.3.- Ubicación de las contravenciones.- Las contravenciones se pueden ubicar 
en el “Decreto 1355 de 1970 o Código Nacional de Policía” y en el Código  
Departamental de Policía, el cual depende  o rige para cada Departamento, que se 
crea a través de ordenanza proferida por la Asamblea Departamental. 
 
“El Decreto 1355 de 1970 o Código Nacional de Policía”127, contiene en su artículo 
186 las siguientes medidas correctivas en caso de infracción a las normas 
contravencionales:1) La amonestación en privado; 2) La represión en audiencia 
pública; 3) La expulsión de sitio público o abierto al público; 4) La promesa de 
buena conducta; 5) La promesa de residir en otra zona o barrio; 6) La prohibición 
de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al público; 7) La 
presentación periódica ante el comando de policía; 8) La retención transitoria;9) La 
multa;10) El decomiso;11) El cierre del establecimiento;12) La suspensión de 
permiso o licencia;13) La suspensión de obra;14) La demolición de obra;15) La 
construcción de obra; y16) El trabajo en obras de interés público. 17) Adicionado 
por el art. 121, Decreto Nacional 522 de 1971 - El arresto supletorio. 
 
En consecuencia cuando un adolescente vulnera una norma contravencional 
penal, le son aplicables estas medidas correctivas excepto algunas, por cuanto por 
la falta de capacidad en materia civil para contraer obligaciones, no es posible, 
tales como las contenidas en los numerales 11, 12, 13, 14, 15, del Decreto 1355 
de 1970, las aplicables, en nada chocan con las sanciones establecidas en el 
“Código de la Infancia y la adolescencia”. El numeral 8°, o retención transitoria, se 
encuentra contenido en el artículo 207 de esta Ley y consta de 3 numerales así: 
Artículo 27.- Compete a los comandantes de estación y de subestación aplicar la 
medida correctiva de retenimiento en el comando. 1.- Al que irrespete, amenace o 
provoque a los funcionarios uniformados de la policía en el desempeño de sus 
tareas. 2.- Al que deambule en estado de embriaguez y no consienta en ser 
acompañado a su domicilio. 3.- Al que por estado de grave excitación pueda come 
 
125. Ley 228 de 1995. Fecha de expedición 21/12/1995. Fecha de entrada en vigencia 21/12/1995.Art. 16… Hallable en: 
“http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5243” 
 
126. Ley 600 de 2000. Fecha de expedición 24/07/2000. Fecha de entrada en vigencia 24/07/2000. Capítulo V 
Disposiciones finales Art. Transitorio.  Los Jueces Penales Municipales continuarán conociendo de los procesos iniciados 
antes de la vigencia de esta ley por las conductas consideradas como contravenciones por la Ley 228 de 1995 y aplicarán 
el trámite allí previsto. Declarado Exequible Sentencia Corte Constitucional 763 de 2002. Hallable en: 
“http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6389” 
 








ter inminente infracción de la ley penal. La parte subrayada del artículo 127 fue 
declarada “inexequible por la  
Honorable Corte Constitucional en sentencia C-270 de 2007”128, fundamentada en 
lo siguiente: “46. Para que una medida de protección que se impone contra la voluntad del 
propio sujeto y que termina afectando su derecho a la libertad personal resulte constitucional, se 
requiere demostrar que es estrictamente necesaria. En consecuencia, quien defiende la medida 
debe estar en capacidad de probar que la misma resulta ser imprescindible para alcanzar una 
finalidad imperiosa que no puede ser alcanzada por ningún otro medio menos costoso para los 
derechos fundamentales con el mismo grado de eficacia. Así las cosas, el juicio de necesidad exige 
evaluar, en primer lugar, el costo de la medida que se estudia.” 
 
Considera la Corte, que dentro del Código Nacional de Policía, existen otras 
alternativas menos gravosas que aplicar el de la retención de la persona en una 
estación de  policía, e igualmente cita el artículo 290 numerales 1 y 3, que hacen 
referencia a la amonestación en privado a quien riña o amenace a otros, y de no 
ser suficiente expulsar del sitio público o abierto al público a la persona que 
ejecute estos actos; otra medida que propone la Honorable Corte, es que la policía 
lo conduzca a su respectivo domicilio o al lugar privado de su preferencia en el 
cual pueda gozar de adecuada protección, pero cuando la persona no consiente y 
se opone a ese traslado, puede darse la retención transitoria, hipótesis que no 
descarta la Corte, pero en todo caso la policía debe intentar primeramente su 
traslado al lugar donde se le brinde protección, esto relacionada con personas 
gravemente exaltadas. Otra medida que considera la Honorable Corte, como 
alternativa al encerramiento en establecimiento policial, es la conducción de la 
persona alterada o ebria ante un funcionario judicial competente para decida sobre 
la protección y amparo que se requiera. Al respecto dice la Corte: “Se trata de una 
medida de protección que no apareja sanción alguna, que no está acompañada de incomunicación 
ni comporta el sometimiento del sujeto a otros factores de riesgo, y que – dentro de un límite 
máximo razonable de las veinticuatro (24) horas - puede extenderse mientras el sujeto, en 
realidad, necesite la protección del Estado y no pueda recibirla de una persona allegada o de un 
establecimiento privado de su elección. Dicha alternativa ha sido prevista por el propio legislador 
en casos como los que contempla el Código de la Infancia y la Adolescencia, en cuya virtud se 
permite atender al menor que se encuentra en situación de riesgo en centros de protección 
especializada, o en aquellos casos en los cuales la persona se encuentra en estado de evidente 
incapacidad transitoria y debe ser conducida de inmediato a un centro médico o asistencial. En 
estos casos de urgencia, existiría una habilitación del Estado para restringir de manera transitoria 
– mientras se supera el estado de riesgo – la libertad de locomoción de la persona, pero de 
manera transparente y siempre al amparo de un funcionario imparcial que tenga la competencia  
 
128. Corte Constitucional, sentencia C-270 de 2007, M.P. Catalina Botero Marino. Fecha de expedición 11/09/2007. 




técnica para brindar la atención requerida, dentro de un límite temporal definido y bajo la 
totalidad de los controles administrativos y judiciales consagrados en el ordenamiento jurídico 
para evitar conductas arbitrarias. 
 
En todo caso, para que una medida de protección, como las que se imponen a un menor o a un 
incapaz permanente o temporal, pueda generar una restricción transitoria de la libertad se 
requiere la satisfacción de las reglas mínimas antes mencionadas, es decir: que se esté ante una 
situación de urgencia que exija la intervención inmediata de la autoridad para evitar daños sobre 
los derechos del propio sujeto o de terceros eventualmente comprometidos; que efectivamente la 
persona requiera la protección prevista para garantizar sus derechos; que la policía se limite a 
conducir a la persona a la institución de protección de que se trate; que la situación de urgencia 
pueda ser verificada, en el término de la distancia, por el funcionario técnico, civil o judicial a quien 
se han conferido facultades de protección; que se respeten las formalidades legales para este tipo 
de actuaciones; que se produzca exclusivamente por los motivos previamente definidos en la ley; 
que en realidad se brinde la protección exigida y no se someta al sujeto a riesgos nuevos o 
adicionales; y que su duración se extienda exclusivamente mientras el sujeto se encuentra en 
situación o estado de riesgo y siempre que no exista otra medida, al alcance del funcionario 
administrativo o judicial competente, menos lesiva de sus derechos. 
52. Para definir el grado de afectación del derecho a la libertad personal que se produce con la 
medida estudiada, es necesario recordar que la retención transitoria comporta una privación de la 
libertad por orden de una autoridad de policía. La medida consiste en el encierro de la persona 
ebria o exaltada en el mismo lugar en el cual son recluidos transitoriamente quienes tienen orden 
de captura o quienes han sido capturados en flagrancia. De otra parte, la decisión de retener a la 
persona no se encuentra acompañada de garantías que en la práctica permitan evitar o controlar 
la arbitrariedad en el uso de la fuerza. En efecto, como ya ha sido mencionado, la orden de 
retención no es motivada, no hay recurso alguno ni intervención de funcionario judicial o 
administrativo distinto a los miembros de la fuerza pública, ni está claro que la persona tenga 
derecho a conocer las razones de la retención, a no dar declaración alguna y a comunicarse de 
inmediato y en forma permanente con sus familiares o con un apoderado de confianza. Así mismo, 
la retención puede darse por el lapso que el funcionario de policía estime conveniente siempre que 
no supere las 24 horas. Se trata, por lo tanto, de una intensa modalidad de restricción de la 
libertad personal, si se compara con otras limitaciones posibles de este derecho que cabría adoptar 
en una situación semejante, tales como la obligación de abandonar un establecimiento público, la 
conducción al propio domicilio o a un establecimiento sanitario o de protección especializada.”. 
En consecuencia la Honorable Corte Constitucional, declaró inexequible el artículo 
27 en lo relacionado con la competencia de los comandantes de policía para 
aplicar la medida correctiva; declara exequible el numeral 8° del artículo 186 del 
“Decreto ley 1355 de 1970”, de igual manera en el numeral 4° de la parte 
resolutiva, considera que puede aplicarse la retención transitoria cuando sea 
estrictamente necesario, pero con respeto a las garantías constitucionales: 
“Cuarto. En todo caso, y hasta tanto el Congreso de la República regule la materia de conformidad 
con lo resuelto en el ordinal anterior, la retención transitoria sólo podrá aplicarse cuando sea 
estrictamente necesario y respetando las siguientes garantías constitucionales: i). se deberá rendir 
inmediatamente informe motivado al Ministerio Público, copia del cual se le entregará 
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inmediatamente al retenido; ii). se le permitirá al retenido comunicarse en todo momento con la 
persona que pueda asistirlo; iii). el retenido no podrá ser ubicado en el mismo lugar destinado a los 
capturados por infracción de la ley penal y deberá ser separado en razón de su género; iv). la 
retención cesará cuando el retenido supere el estado de excitación o embriaguez, o cuando una 
persona responsable pueda asumir la protección requerida, y en ningún caso podrá superar el 
plazo de 24 horas; v). los menores deberán ser protegidos de conformidad con el Código de la 
Infancia y la Adolescencia; vi). los sujetos de especial protección constitucional sólo podrán ser 
conducidos a lugares donde se atienda a su condición.”. 
 
La “Ley 769 de 2002, o Código Nacional de Tránsito”, en el Título 4° Capítulo 1°, 
artículo 122, modificado por el artículo 20 de la Ley 1383 de 2010129, determina el 
tipo de sanciones aplicables al infractor de este tipo de contravenciones, son ellas:  
Amonestación. Multa. Suspensión de la licencia de conducción. Suspensión o 
cancelación del permiso o registro. Inmovilización del vehículo. Retención 
preventiva del vehículo. Cancelación definitiva de la licencia de conducción. 
Contravenciones, que desde luego puede ser sujeto activo un menor de edad, así 
lo establece el parágrafo del artículo 138 de esta ley, cuando dice: “PARÁGRAFO. Si 
resultare involucrado un menor de edad en la actuación contravencional, deberá estar asistido por 
su representante legal, o por un apoderado designado por éste, o por un defensor de familia”. 
 
2.4.- Con relación a la sanción de multa.- Aunque a los “menores adolescentes 
infractores de la ley penal”, en materia de delitos, no los cobija la sanción de 
multa, sino las establecidas en el artículo 177 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, lo cierto es, que la creación de las multas no contradice en nada 
este Estatuto, por el principio que de solidaridad respecto de “sus padres o tutores, 
o personas encargadas de su cuidado y custodia”. En la “Ley 599 de 2000”, 
existen tipos penales de solo multa, tales como los “artículos 189 Violación de 
habitación ajena; 191 violación de lugar de trabajo; 193 ofrecimiento, venta o 
compra de instrumento apto para interceptar la comunicación privada entre 
personas; 194 divulgación y empleo de documentos reservados; 195 acceso 
abusivo a un sistema informático”; etc., que pueden y deben ser aplicadas a los 
“menores infractores de la ley penal”, por lo tanto a las sanciones establecidas en 
el artículo 177 del “Código de la Infancia y la Adolescencia” se le debe adicionar 
este tipo de sanción. 
 
De igual manera, nada impide que la sanción de multa en materia de delitos, se 
encuentre acompañada de cualquier sanción de las consagradas en el artículo 
177  del Estatuto del Adolescente, bien como principal, bien como subsidiaria, o 
bien independiente de estas, pues nada se opone a ello. 
 
En materia contravencional, si se les puede imponer esta clase de sanción 
 
129. “Ley 769 de 2002, o Código Nacional de Tránsito, en el Título 4° Capítulo 1°, artículo 122, modificado por el artículo 20 
de la Ley 1383 de 2010. Fecha de expedición 06/08/2002. Fecha de entrada en vigencia 06/08/2002. Medio de publicación, 
Publicado en el diario oficial 44893 del 7 de agosto de 2002 y 44.932 de septiembre 13 de 2002. Arts. 122 y 138 parágrafo”. 
Hallable en: “http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5557” 
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como lo dispone el artículo 190 del “Código de la Infancia y Adolescencia o Ley 
1098 de2006”130, que dice:“…Cuando la contravención dé lugar a sanciones pecuniarias, estas 
serán impuestas a quien tenga la patria potestad o la custodia y éste será responsable de su pago, 
el cual podrá hacerse efectivo por jurisdicción coactiva…”. 
 
La Ley 1259 de 2008131, relacionada con el comparendo ambiental, establece en 
su artículo 7° las respectivas sanciones que se aplican entre ellas las del numeral 
3° que dice: “Multa hasta por dos (2) salarios mínimos mensuales vigentes por cada infracción, 
si es cometida por una persona natural. La sanción es gradual y depende de la gravedad de la 
falta”. De igual manera el numeral 6° establece “….Si el desacato persiste en grado 
extremo, cometiéndose reiteradamente la falta, las sanciones antes enumeradas pueden 
convertirse en arresto”.Esta ley permite de la misma forma, que el sujeto activo pueda 
ser un menor de edad, por cuanto dice:“…, si es cometida por una persona natural…”, y de 
persistir el desacato y ser reiterada la falta, la sanción puede convertirse en arresto.Sobre la 
conversión de la multa en arresto ha dicho la Honorable Corte Constitucional en 
sentencia C-928 de 2009132, que esta norma es inconstitucional por cuanto viola la 
reserva judicial en materia de privación de la libertad contenida en el artículo 28. 
2.4.1.-La conversión de la multa en arresto.- Se debe estudiar, por cuanto, a los 
menores en materia contravencional directamente no se les aplica la sanción de 
multa por la infracción cometida por él, sino a las personas encargadas de su  
130. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006.  Artículo190. Sanción para contravenciones de policía cometidas por adolescentes. Las 
contravenciones de policía cometidas por adolescentes serán sancionadas de la siguiente manera: Será competente para 
conocer el proceso y sancionar el Comisario de Familia del lugar donde se cometió la contravención o en su defecto el 
Alcalde Municipal. Cuando la contravención dé lugar a sanciones pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga la patria 
potestad o la custodia y éste será responsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por jurisdicción coactiva. Las 
contravenciones de tránsito cometidas por adolescentes entre los 15 y los 18 años serán sancionadas por los Comisarios 
de Familia o en su defecto por el Alcalde Municipal. Para la sanción de contravenciones cometidas por adolescentes se 
seguirán los mismos procedimientos establecidos para los mayores de edad, siempre que sean compatibles con los 
principios de este Código y especialmente con los contemplados en el presente título”.   
 
131. “La Ley 1259 de diciembre 19 de 2008. Fecha de expedición 19/12/2008. Fecha de entrada en vigencia 19/12/2008. 
Medio de Publicación Diario oficial 47.208 de diciembre 19 de 2008.  Reglamentada por el Decreto Nacional 3695 de 2009. 
“Por medio de la cual se instaura en el territorio nacional la aplicación del comparendo ambiental a los infractores de las 
normas de aseo, limpieza y recolección de escombros; y se dictan otras disposiciones” . Art. 7° núm. 3° y 6°”.Hallable en: 
“http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34388” 
 
132. “Sentencia C-928- del 10 de diciembre 2009 Honorable Corte Constitucional, expediente D-7753, Magistrado Ponente 
JUAN CARLOS HENAO PÉREZ. “Por otra parte, mientras en la sentencia C-199 de 1998 se declaró la constitucionalidad 
de dos causales de retención transitoria contempladas en el art. 207 del Código Nacional de Policía, bajo la consideración 
de que se trataba de medidas de protección de la vida e integridad de las personas, en la Sentencia C-720 de 2007 se 
declaró que esas medidas de protección eran desproporcionadas. Esta última sentencia también declaró la 
inconstitucionalidad del artículo 192 del Código, que definía la retención transitoria, pero al mismo tiempo consideró que no 
era inconstitucional que el numeral 8º del artículo 186 del Código estableciera la retención transitoria como una de las 
medidas correccionales. De la misma manera, en la sentencia C-518 de 2002 se declaró la constitucionalidad de una serie 
de facultades sancionatorias conferidas a los comandantes de policía, entre las cuales se encontraba la de retención. A 
pesar de lo anterior, se puede afirmar sin duda alguna que en todos estos años, con excepción del período en el que rigió el 
artículo 28 transitorio de la Constitución, la Corte ha sido consistente en declarar la inconstitucionalidad de las normas que 
asignan a las autoridades administrativas la facultad de ordenar sanciones de arresto. Ciertamente, en todas las sentencias 
reseñadas que han estudiado la constitucionalidad de preceptos que autorizaban a las autoridades gubernativas para 




cuidado y custodia tal y como lo establece el artículo 190 del “Código de la 
Infancia y la Adolescencia” que más adelante se comenta, por tal motivo, y solo 
para determinar la legalidad de la mencionada conversión, se remitirá su estudio a 
los artículos54 y 55 de la “Ley 1098 de 2006 0 Código de la Infancia y 
Adolescencia”133, los cuales refieren la sanción de amonestación a “las personas 
responsables del cuidado del niño o niña”, así:  
“Artículo54. Amonestación. La medida de amonestación consiste en la conminación a los padres o 
a las personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente sobre el cumplimiento de las 
obligaciones que les corresponden o que la ley les impone. Comprende la orden perentoria de que 
cesen las conductas que puedan vulnerar o amenazar los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes, con la obligación de asistir a un curso pedagógico sobre derechos de la niñez, a cargo 
de la Defensoría del Pueblo, so pena de multa convertible en arresto.  
Artículo 55. Incumplimiento de la medida. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en la 
diligencia de amonestación, acarreará a los infractores la sanción de multa equivalente al valor de 
uno (1) a cien (100) salarios mínimos diarios legales vigentes, convertibles en arresto a razón de un 
(1) día por cada salario diario mínimo legal vigente de multa. Esta sanción será impuesta por el 
Defensor de Familia”. 
La Honorable “Corte Constitucional se declaró INHIBIDA”, en la sentencia  C-951 
de 2007134, por ineptitud de la demanda, ya que el demandante se refirió a la 
competencia del servidor público para conocer e imponer esta sanción, cuando la 
norma no determina quién debe convertir en arresto la sanción de multa, pues 
esta es la expresión que se demanda, ni la dosificación de la sanción. 
 
El concepto N° 4341, dentro del expediente D6703 de la Procuraduría General de 
la Nación135, donde  se profiere la sentencia  C-951 de 14 de noviembre de 2007, 
respecto de los artículos 54 y 55 del “Estatuto de la Infancia y la Adolescencia”, 
dice lo siguiente: 
 
“3.7. En tal virtud, en criterio del Ministerio Público, el artículo 55 ibídem solo es constitucional 
majo el entendido que el Defensor de Familia únicamente tiene competencia para imponer la  
133. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Arts. 54 y 55”. 
 
134. Honorable “Corte Constitucional sentencia  C-951 de 14 de noviembre de 2007, expediente D-6703, Magistrado 
Ponente JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO” “Por las razones anteriores la Corte encuentra que existe una marcada incongruencia 
entre el contenido jurídico de las expresiones demandadas y el cargo de la demanda. En efecto, mientras las disposiciones 
demandadas consagran la posibilidad de imponer la sanción de arresto sin indicar la autoridad encargada de imponerla  y 
los criterios de dosificación de esta sanción, el demandante encuentra inexequible la atribución de tal facultad al Defensor 
de familia. En otras palabras, la atribución legal que el demandante cuestiona no se deriva, de manera autónoma, del 
contenido de las disposiciones que demanda. Sin embargo, de las disposiciones parcialmente demandadas si se derivan 
otras consecuencias de relevancia constitucional que el actor no menciona y que, por tal razón, no dieron lugar a debate 
constitucional. Las consideraciones anteriores son suficientes para que la Corte se vea obligada a proferir un fallo 
inhibitorio”.  Hallable en: “http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/C-951-07.htm” 
 
135. Documento - Procuraduría General de la Nación. Concepto N° 4341, expediente D6703. De fecha 10 de julio de 2007. 




sanción de multa, pero la medida supletoria de arresto requiere la intervención de una autoridad 
judicial (juez de familia o en su defecto del Civil Municipal o Promiscuo Municipal), que a petición 
del Defensor de Familia, de la persona  que  tenga  bajo  su cuidado al menor e incluso del niño, 
niña o del adolescente, deberá, examinadas las circunstancias aducidas por los padres o a las 
personas responsables del menor para incumplir el pago de la sanción pecuniaria, declarar la 
conversión e imponer el arresto correspondiente. 
Para el efecto corresponde tener presente que de acuerdo con el artículo 119, numeral 4°, de la Ley 
1098 de 2006, corresponde al juez de familia en única instancia “Resolver sobre el restablecimiento 
de derechos cuando el defensor o el Comisario de Familia haya perdido competencia.”, situación 
que se configura cuando los padres o las personas responsables del niño, niña o adolescentes que 
han sido amonestadas se niegan a cumplir con las obligaciones allí impuestas con el fin de 
restablecer los derechos del menor, e igualmente se rehúsan a cancelas el valor de la multa 
señalada como sanción por aquel comportamiento. 
De esta forma, la interpretación que se sugiere no afectaría la efectividad de la sanción pecuniaria 
por cuanto el defensor podrá acudir ante el juez para que éste disponga el arresto por el no pago 
de la multa”. 
Esta posición de la procuraduría General de la Nación, no es descabellada y se 
ajusta a los cánones Constitucionales. La Honorable “Corte Constitucional, en 
sentencia C-185 de 2011”, expediente D8198136, Magistrado Ponente Humberto 
Antonio Sierra Porto, manifestó lo siguiente: 
 
“2.        Decisión Declarar EXEQUIBLE el numeral 4 del artículo 38A del Código Penal (adicionado 
por el artículo 50 de la Ley 1142 de 2007), en el entendido que en caso de demostrarse ante el juez 
de ejecución de penas y medidas de seguridad la insolvencia actual del condenado, el no pago 
previo de la multa no impedirá la concesión del subrogado de la vigilancia electrónica”. 
Conforme a lo anterior, podría entenderse, y de acuerdo a la apreciación de la 
Procuraduría General de la Nación, que los artículos 54 y 55 del “Estatuto de la 
Infancia y la Adolescencia”, en lo referente a la conversión en arresto en caso de 
no pago de la multa, son exequibles, siempre y cuando se cumpla con los dos 
requisitos siguientes: 
 
1.- Que se demuestre por parte de la persona encargada del cuidado y custodia 
del menor infractor, la insolvencia económica para poder cumplir con la obligación 
de pago de la multa. 
 
2.- que esa conversión en arresto la haga un Juez de Menores, o de familia, previa 
solicitud del defensor de familia. 
 
 Lo cierto es, que el derecho a la libertad como derecho fundamental constitucional 
 






y más, relacionada con menores adolescentes, merece un análisis detenido 
respecto a la propuesta anterior, así: ¿Qué pasa si se logra demostrar la  
solvencia económica de las personas encargadas del cuidado y custodia del 
menor infractor, y éstas no quieren cancelar la multa impuesta al adolescente?, 
sencillamente se acude al cobro coactivo tal y como lo dispone el artículo 190 del 
“Código de la Infancia y Adolescencia o Ley 1098 de 2006”137, que dice: “…Cuando 
la contravención dé lugar a sanciones pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga la patria 
potestad o la custodia y éste será responsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por 
jurisdicción coactiva…”, entonces aquí la multa se le coloca a persona distinta del 
menor infractor dada su responsabilidad de cuidado y custodia, por lo que la 
conversión en arresto no sería para el adolescente, sino para el adulto, como 
última ratio, pues de acuerdo al mandato legal, se debe acudir al cobro coactivo. 
¿Qué pasa cuando se logra demostrar que el menor infractor es solvente 
económicamente por la cantidad de bienes adquiridos en proceso de sucesión?, 
de igual manera, dada su incapacidad por la edad, no puede administrar dichos 
bienes, por lo que se le debe designar un tutor o guarda a través de proceso 
judicial, para que los administre, esta persona será la encargada del pago de la 
multa, que se le imponga al adolescente. En conclusión la sanción de multa, no 
puede convertirse en arresto para el menor infractor por lo que aquí se comenta. 
 
2.5.- Con relación a la sanción de Suspensión de la licencia de conducción, 
ello es perfectamente aplicable para aquellos menores de edad de 16 años hasta 
antes de los 18, que han tramitado y obtenido esta licencia, teniendo en cuenta 
que la “ley 769 de 2002 o Código de Transito”138, prevé en su artículo 19 numeral 
2°, como requisito para obtener la licencia el tener 16 años cumplidos.  
 
El Ministerio de Transporte en el mes de junio de 2010, los autores Betty 
E.Herrera y Fernely Castañeda, elaboran un Manual de Infracciones, que en su  
Título III del Capítulo 5, hace referencia a la SUSPENSIÓN O CANCELACIÓN 
DEL PERMISO O REGISTRO, definiéndola así:139,.”Esta sanción es aplicada a aquellos 
organismos de apoyo al tránsito que para su funcionamiento han requerido por parte del 
Ministerio o cualquier otra autoridad administrativa la expedición de un acto administrativo que 
los habilita o autoriza para prestar un servicio.”. Sanción no aplicable a los menores 
infractores por falta de capacidad para contraer obligaciones. 
 
 
137. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Art. 190”. 
 
138. Ley 769 de 6 de agosto de 2002, "Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras 
disposiciones". Fecha de expedición 06/08/2002. Fecha de vigencia 08/11/2002. Medio de Publicación Diario Oficial 
44893 del 7 de agosto de 2002 y 44.932 de septiembre 13 de 2002. Art. 19.- “Modificado por el art. 5, Ley 1383 de 
2010, Modificado por el art. 3, Ley 1397 de 2010, Modificado por el art. 196, Decreto Nacional 019 de 2012. Podrá obtener 
por primera vez una licencia de conducción para vehículos, quien acredite el cumplimiento de los siguientes requisitos: Para 
vehículos de servicio diferente del servicio público: 1... 2. Tener 16 años cumplidos”. 
 
139. HERRERA, Betty E. – CASTAÑEDA, Fernely. “REPÚBLICA DE COLOMBIA. MINISTERIO DE TRANSPORTE. 





En conclusión, no todas las sanciones contenidas para las conductas punibles 
















































¿LA SANCIÓN CIVIL A LOS MENORES INFRACTORES DE LA LEY PENAL? 
 
1.- BREVE RESEÑA HISTÓRICA: 140 
 
1.1.- La venganza.-En un comienzo de la existencia del hombre, cuando surge la 
existencia de primitivos clanes, al parecer la fuerza fue el primer instrumento de 
control o de establecimiento del orden, entonces cuando un miembro de ese clan 
sufría un daño, este daño no se consideraba personal sino que el afectado era el 
grupo, de manera que la represalia no era contra la persona que había cometido el 
hecho dañoso sino contra todo el clan, esto se conoció como la “venganza” como 
derecho primitivo, que posteriormente fue usado  para  limitar  las  relaciones  
entre  los  miembros  de  los clanes, pero el defecto que tenía era que no era 
proporcional ya que se excedía con relación al daño  causado,  y  por  otro  lado  
no se aplicaba en forma individual sino social(referente al grupo o clan). 
Posteriormente, se da un avance jurídico al establecerse una limitante a la 
venganza y la somete a la proporcionalidad o equivalencia, es decir, devolver mal 
por mal, como indemnización, “ojo por ojo diente por diente”, entonces surge la 
Ley del Talión, la cual estaba presente en el Código de Hammurabi, las leyes de 
Manú y la ley de Moisés. En esta misma época aparece la “composición”, 
consistente en que la pena se podía remplazar por el pago de una suma de 
dinero. 
 
El autor Fernando Velásquez V.141, en su obra “Manual de Derecho Penal” hace 
una referencia, diciendo que en la época antigua, las formas de penalización eran: 
 
140. “2. BREVE RESEÑA HISTORICA. En el estado actual de la evolución de la historia del hombre la responsabilidad civil 
y la penal se han separado en casi todos los sistemas jurídicos del mundo. Pero no siempre el ilícito penal fue distinto del 
civil y las consecuencias de los hechos dañosos fueron muy distintas según el tiempo a que nos estemos refiriendo. En los 
primeros tiempos de la humanidad no puede hablarse de responsabilidad civil, quizás hasta sea impropio hablar de derecho 
en el sentido actual. Pero aún en esas épocas ya el ser humano, gregario por naturaleza, vivía en primitivos clanes, con los 
lógicos desencuentros que la convivencia implicaba. El imperio de la fuerza debe haber sido el primer instrumento de 
incipiente orden y es más que probable que las primeras discusiones terminaran a los golpes y con la muerte de uno de los 
adversarios. Cuando una persona sufría un daño, ese daño no era considerado personal sino que afectaba a todo el grupo, 
y las represalias se tomaban contra toda la otra tribu a la que pertenecía el ofensor. Esta venganza era un derecho primitivo 
que  luego fue usado, aunque nos parezca extraño, para limitar las relaciones entre los miembros de los clanes. La 
venganza dice Martínez Sarrión, “no se nutre, cual corrientemente se suele decir, en el odio, sino en la necesidad de 
tomarse justicia por su mano, ante la carencia de un organismo superior e imparcial instancia a la que ocurrir. La venganza 
como sistema tenía el gran defecto de la falta de proporcionalidad y de individualidad como hemos señalado. Por una 
muerte podía quemarse una aldea entera, o por una violación cometerse un genocidio. Más adelante se produce un gran 
avance jurídico en el momento en que la venganza sufre una limitación cuando se devuelve mal por mal, pero equivalente o 
proporcional. Este es un principio de proporcionalidad de la sanción con la falta cometida, en donde la fijación de la 
indemnización tiene relación con el daño causado. Se conoce como ley del Talión y está presente en el Código de 
Hammurabi, las leyes de Manú y la ley de Moisés y se resume en la archiconocida frase que todos hemos escuchado más 
de una vez: ojo por ojo, diente por diente. El Talión fue tan importante que se dice que: “ha significado para el mundo 
jurídico una sacudida no menos enérgica que la que supuso para la humanidad el paso del paleolítico al neolítico y el 
descubrimiento de la agricultura. Detener la cadena de daños, Dr. HERRERA, Edgardo López. Introducción a la Responsabilidad 
Civil. Hallable en: http://www.derecho.unt.edu.ar/publicaciones/Introdresponsabilidadcivil.pdf 
 
141. VELÁSQUEZ V. Fernando, MANUAL DE DERECHO PENAL, Parte General, cuarta edición actualizada. Ediciones 




1.1.1.- La venganza privada.- Los que recibían la afrenta podían hacerse justicia 
por su propia mano, para los hechos graves asumía la forma de “venganza de 
sangre” que era un derecho colectivo, los leves se reducían al azotamiento del 
culpable o al pago de una compensación en dinero o en multa. 
 
1.1.2.- Surge el sistema talional.- Donde el monto de la pena impuesta por el 
Estado, comenzó a tazarse según la lesión de la gravedad jurídica “ojo por ojo, 
diente por diente, mano por mano etc. 
 
1.1.3.- Imperaba el sistema composicional.- Que consistía en compensar las 
ofensas delictivas mediante unas formas de pago, se remplazaba la pena en 
especie o en dinero, primero fue voluntario después obligatorio. 
 
1.2.- La composición.- En la Edad Media comprendida entre los siglos VI a XV, 
en el Derecho Germánico se dieron dos formas de pago, uno que se hacía a la 
víctima para evitar la venganza de sangre o Blutrache, de igual manera para evitar la 
Faida que era la extensión de la venganza hacia su familia, era la perdida de la paz, pues 
se privaba al reo de la protección colectiva, el otro pago denominado como “precio de la 
paz”, que se hacía al Estado para buscar su protección nuevamente. En esta 
época imperaba la responsabilidad objetiva pues lo que importaba era el daño 
causado, y no la responsabilidad subjetiva. 
 
2.- LEGISLACIÓN ACTUAL COLOMBIANA: 
 
La ley penal colombiana ha establecido dos circunstancias que generan condenas 
pecuniarias con ocasión de la comisión de la conducta punible, una de ellas, la 
multa y la otra la reparación del daño causado, hechos, que en la legislación para 
los adultos, se constituyen en requisitos para otorgar la libertad de ejecución 
condicional, es así como el artículo 64 del “Código Penal o Ley 599 de 2000”142, 
reformado por el artículo 5°  de la “Ley 890 de 2004”, dice:  
 
“Artículo 64. Libertad condicional. Modificado por el articulo 5 la ley 890 de 2004, publicada enel 
Diario Oficial No. 45602 de julio 7 de 2004.El juez podrá conceder la libertad condicional al 
condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible, 
cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su buena conducta durante el 
tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al 
pago total de la multa y de la reparación a la víctima.(Negrillas fuera de texto). 
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de prueba. Cuando 
este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto.”. 
2.1.- Reparación del daño.- Al igual que la multa, la reparación del daño 
ocasionado con el delito, establecido en norma, fue demandada porque era 
contrario al artículo 28 de la Constitución Política, en cuanto establece: “…En 
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ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas…”, La Honorable 
“Corte Constitucional, consideró en la sentencia C-194 de 2005”143, con relación a 
la multa que no configura una deuda como los créditos civiles, por cuanto ella se 
origina es en el delito y no en la capacidad transaccional, y su finalidad no es el 
enriquecimiento del erario, sino la represión de la conducta socialmente 
reprochable, y no persigue la reparación del daño. Por otro lado, la multa se 
encuentra establecida en el artículo 35 de la “Ley 599 de 2000 o Código Penal” 
como pena principal, así: “Son penas principales la privativa de la libertad de prisión, la 
pecuniaria de multa y las demás privativas de otros derechos que como tal se consagren en la 
parte especial.”, así las cosas, la multa no es una deuda a favor del estado sino una 
sanción penal. 
 
Con relación a la reparación del daño dice la Honorable “Corte Constitucional en la 
sentencia C-823 de 2005”144, lo siguiente: 
 
“Una de las obligaciones impuestas al condenado por el artículo 69 del Código Penal para que 
pueda tener aplicación la condena de ejecución condicional es precisamente, como atrás se 
subraya, la que luego desarrollan los preceptos parcialmente acusados: la de reparar los daños 
ocasionados por el delito. 
La ley no ha hecho cosa distinta de plasmar un postulado general del Derecho, derivado del más 
elemental sentido de justicia: todo el que causa un daño está obligado a su reparación. 
De tal principio no puede estar excluido aquel que incurre en la comisión de un hecho punible. Del 
delito nace la obligación de resarcir los perjuicios que con él se han generado. 
La condición de que se trata en este proceso no es inconstitucional pues no implica -como lo 
asegura el demandante- la exigencia de pagar una deuda civil bajo el apremio de una pena 
privativa de la libertad sino el requerimiento a quien es beneficiado con una eventual inejecución 
de la pena para que atienda, de todas maneras, la obligación de reparar el daño causado con el  
142. “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal. Momo Ediciones. Título IV. Capítulo III. Artículo 64”. 
 
143. “Corte Constitucional. Sentencia C-194 del 2 de marzo de 2005, Expediente D- 5349. M.P. Marco Gerardo Monroy 
Cabra. “Atendiendo a la naturaleza sancionatoria de la multa, la jurisprudencia ha entendido que aquella no configura una 
“deuda” en el mismo sentido en que lo son los créditos civiles. Y es que no existe razón alguna para considerar que, como 
en ambos casos el medio liberatorio de la obligación es el dinero, la naturaleza jurídica de los créditos sea la misma. 
Ciertamente, el origen de la multa es el comportamiento delictual del individuo, no su capacidad transaccional, y su finalidad 
no es el enriquecimiento del erario, sino la represión de la conducta socialmente reprochable. Más aún, la multa no es una 
carga pecuniaria de naturaleza resarcitoria que persiga reparar el daño provocado por el delito. Como consecuencia de su 
índole sancionatoria, la multa no es apta de modificarse o extinguirse por muchas de las formas en que lo hacen los créditos 
civiles. En este contexto, la multa no es susceptible de conciliación, no puede compensarse y, mucho menos, puede 
extinguirse mediante el fenómeno de la confusión. No está en poder del sujeto pasivo la transacción del monto de la misma 
o la posibilidad de negociar su imposición, así como no podría éste -pese a una eventual aquiescencia del Estado- ceder su 
crédito a un particular distinto, pues la finalidad de la multa es la de castigar al infractor de la ley.”. Hallable en: 
“http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-194-05.htm” 
 
144. “Corte Constitucional sentencia C-823 del 10 de agosto de 2005. M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis. Expediente D-




delito. Esta, como la pena, tiene por fuente el hecho punible, pero no se confunde con la pena y, 
por tanto, no desaparece por la sola circunstancia de que dicha pena pueda dejar de aplicarse. 
Más todavía: el subrogado penal es una excepción a la regla general de que la pena sea cumplida 
en todo su rigor; tal cumplimiento tampoco libera al condenado de la obligación que, por razón del 
delito, ha contraído con los perjudicados”. 
Como puede observarse, la reparación del daño no constituye una deuda civil y 
por lo tanto no es inconstitucional, ya que ella tiene su origen en el delito, pero tal 
y como lo expresa la Corte, ésta no puede confundirse con la pena, en otras 
palabras no constituye una sanción penal, sino una obligación de reparar a las 
víctimas de los daños causado con la conducta punible, en consecuencia, esta 
obligación de reparar a las víctimas, va mucho más allá que la sanción penal, pues 
en muchos casos no se aplica la sanción penal, pero la obligación de reparación 
subsiste. 
 
Como la reparación del daño causado con la conducta punible es una condición 
legal para otorgar el subrogado penal para los adultos, no sucede así para con los 
“menores infractores de la ley penal”, pues si bien es cierto la “Ley 1098 de 2006 o 
Código de la Infancia y la adolescencia”, en el artículo 144145, prevé la aplicación 
del procedimiento establecido en la Ley 906 de 2004, también es cierto, que la 
llamada justicia premial está vedada en materia de Infancia y Adolescencia, y así 
lo ha reseñado la Honorable “Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, Aprobado Acta No. 
216. Bogotá D. C., siete (07) de julio de dos mil diez (2010)”, cuando dice: 146 
 
“De lo anterior se desprende que aun cuando por remisión, en líneas generales, los procesos de 
adolescentes que infringen la ley penal están gobernados por el trámite establecido en la Ley 906 
de 2004, respecto de ellos están proscritas taxativamente las normas de esa legislación 
relacionadas con la llamada justicia premial, sin que válidamente pueda predicarse en el sistema 
de juzgamiento de los menores la aplicación de los correspondientes preceptos, en particular del 
artículo 351 de la citada codificación, concerniente a la rebaja de pena por allanamiento.  
Lo anterior obedece al carácter pedagógico, específico y diferenciado inherente al Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes, enmarcado dentro de una finalidad última cual es 
garantizar la protección integral y el interés superior del menor infractor. Así lo dispone la aludida 
legislación:…” 
3.- OTRAS CONSIDERACIONES JURÍDICAS Y PROPUESTAS: 
 
3.1.- Corte Suprema de Justicia.- De igual manera esta Corte, en auto de 
casación de fecha 21/10/2009, establece que la aplicación de los cuartos medios 
consagrados en el artículo 61 del “Código Penal, o Ley 599 de 2000”, encaminada 
a establecer la pena que corresponde conforme a la conducta punible ejecutada, 




por cuanto no la prevé, pues el artículo 169 establece y regula que la 
responsabilidad penal y civil de acuerdo a este Estatuto. Esto dice la Honorable 
Corte147: 
 
“9. Sin mayores desarrollos se debe puntualizar que el "sistema de cuartos" de que trata el artículo 
61 de la ley 599 de2000 no es aplicable a los procesos de qué trata la Ley de la Infancia y la 
Adolescencia, porque la Ley 1098 de 2006no lo contempla. En efecto el artículo 169de éste 
estatuto, de manera inequívoca estipula: De la responsabilidad penal.- Las conductas punibles 
realizadas por personas mayores de catorce (14) años y que no hayan cumplido los dieciocho (18) 
años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en la 
presente ley. Lo así estipulado se entiende porque los máximos y mínimos de los cuartos mínimo, 
medios y máximo se aplican es a penas y no a sanciones.”. 
3.2.- PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN LEGISLATIVA. 
3.2.1.- Propuesta: Que se aplique hasta la mitad de la pena contenida en el 
respectivo tipo penal para los delitos de extrema gravedad como sanción a 
los adolescentes.-Propuesta que se hace con fundamento en lo expuesto desde 
la página 71 y siguientes de este trabajo, que en conclusión, no contraviene los 
estándares internacionales que regulan los derechos de los niños, por lo tanto, es 
viable modificar o agregar si se quiere, a la Ley 1098 de 2006 este tipo de sanción. 
 
3.2.2.- Propuesta: Que el menor infractor condenado que llegue a la mayoría 
de edad, continúe el cumplimiento de la sanción en centro de reclusión para 
adultos.-Como se dijo antes en este trabajo, la Legislación Internacional solo hace 
referencia a los menores de edad o niños, pero no tocan el tema del menor 
infractor de la ley penal sancionado que “llega a la mayoría de edad” sin 
terminarse  el término de la sanción impuesta, por lo tanto es viable jurídicamente 
que se remita a un centro de reclusión para adultos, pero en patio separado de 
éstos, y con autoridades especiales en su tratamiento tal y como lo establecen las 
normas internas y externas, por tratarse de una sanción con fin educativo y 
protector. En conclusión, de igual manera es viable la reforma legislativa interna o 
de la ley 1098 de 2006. 
 
145. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Art.144.- Procedimiento aplicable. Salvo las reglas especiales de procedimiento 
definidas en el presente libro, el procedimiento del sistema de responsabilidad penal para adolescentes se regirá por las 
normas consagradas en la Ley 906 de 2004 (Sistema Penal Acusatorio), exceptuando aquellas que sean contrarias al 
interés superior del adolescente”. 
 
146. “Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 
Aprobado Acta No. 216. Bogotá D. C., siete (07) de julio de dos mil diez (2010)”. Hallable en: 
https://docs.google.com/document/d/1WKUaJVUnKf5CuZO-EeRn8-rLU4-bImP86dXKSNy0OfM/preview?pli=1 
 
147. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA MAGISTRADO PONENTE DR. YESID RAMÍREZ BASTIDAS. FECHA 21/10/2009. 
AUTO CASACIÓN. DECISIÓN Inadmite demanda de casación. DELITOS Fabricación, tráfico y porte de armas de F.M. 
PROCESO 32004. Hallable en:  
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho_penal/indice_tematico_sistema_penal_acusatorio/indice_tematico_sistema_pen




La honorable Corte Constitucional, ha considerado esta situación relacionado con 
los menores de edad, por lo tanto es viable cuando alcancen la mayoría de edad  
y  esté  vigente  el cumplimiento de parte de la sanción, esto dice la corte en su 
Sentencia C-203/05:148 “13.4. Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán 
separados de los adultos y recluidos en establecimientos distintos o en recintos separados en los 
establecimientos en que haya detenidos adultos”.; y (e) durante el término de detención, los 
menores habrán de recibir los cuidados, protección y asistencia individuales que requiera“13.5. 
Mientras se encuentran bajo custodia, los menores recibirán cuidados, protección y toda la 
asistencia social, educacional, profesional, sicológica, médica y física que requieran, habida cuenta 
de su edad, sexo y características individuales” 
 
3.2.3.- Propuesta: “Sistema de Cuartos”.-Lo mencionado por la Honorable 
“Corte Suprema de Justicia” anteriormente sobre este sistema de cuartos, es una 
interpretación de tipo legal, y que en la actualidad no admite discusión alguna 
desde el punto de vista adjetivo, pero amerita igualmente, un estudio detenido, 
pues se debe buscar la reforma al “Código de la Infancia y la Adolescencia”, para 
que se incluya este sistema, pues como se dijo anteriormente, es discrecional del 
Juez de menores establecer el quantum de la sanción a imponer, (así lo ha dado a 
entender la Honorable “Corte Suprema de Justicia en sentencia de fecha 7 de julio 
de 2010”149), situación que se puede convertir en un momento dado, en abuso de 
esa discrecionalidad. Las  sanciones  que  tienen  como  medida  la  privación  de 
la libertad del adolescente, oscilan entre un mínimo y un máximo, es decir, entre 1 
a 5 años, o entre 2 a 8 años,  por  lo  tanto debe tenerse en cuenta los parámetros 
establecidos en el artículo 179 del “Código de la Infancia y la adolescencia”, lo 
cual permitiría la individualización de la sanción penal del artículo 61del “Código 
Penal o ley 599 de 2000”, artículo éste, que debe ser incluido en el “Código de la 
Infancia y la Adolescencia”;  en este caso ya no sería discrecional del Juez de 
Menores la determinación del monto o cantidad de la sanción a imponer, esto no 
impide que el Juez siga conservando las demás facultades y poderes para el 
juzgamiento y respeto por los derechos unido al “interés superior del adolescente” 
que le otorga la “Ley 1098 de 2006”, así lo ha considerado la Honorable Corte  
 
148 Corte Constitucional- Sentencia C-203/05. De fecha 08 de marzo de 2005.M.P. Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA 
ESPINOSA. Hallable en: http://www.fiscalia.gov.co/jyp/wp-content/uploads/2012/05/Sentencia-C-203-05-Demanda-D-5366-
Ley-782.pdf 
 
149. “Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 
Aprobado Acta No. 216. Bogotá D. C., siete (07) de julio de dos mil diez (2010). “El artículo 179 de la Ley 1098 de 2006, 
prevé que para definir ―las sanciones aplicables‖ el fallador debe tener en cuenta: (i) ―la naturaleza y gravedad de los 
hechos‖; (ii) ―la proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos, las 
circunstancias y necesidades del adolescente, y las necesidades de la sociedad‖; (iii) ―La edad del adolescente‖; (iv) ―La 
aceptación de cargos por el adolescente‖; (v) ―El incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez‖, y (vi) ―El 
incumplimiento de las sanciones‖. Impera aclarar que los criterios enunciados en el citado precepto tienen una doble 
función: cualitativa y cuantitativa. Lo primero, porque se aplican para seleccionar la naturaleza de la medida por imponer o 
la combinación de varias de ellas; y lo segundo, porque constituyen fundamentos objetivos que deben ser ponderados al 
momento de establecer la cantidad o magnitud de la respectiva medida sancionadora, valga decir, su duración, excepto, por 






Suprema de Justicia150, cuando dice: “e) Cualquiera sea la medida impuesta, en el curso de 
su ejecución, de acuerdo con las circunstancias individuales del menor transgresor y sus 
necesidades especiales, el juez puede modificarla o sustituirla por otra de las previstas en la 
legislación en cuestión teniendo en cuenta el principio que reste de la modificada o sustituida; 
cuando se trate de la privación de la libertad, el incumplimiento del adolescente infractor de los 
respectivos compromisos, acarreará la satisfacción del resto de la sanción inicialmente asignada”. 
Las posiciones jurídicas de la Honorable “Corte Suprema de Justicia” respecto a la 
no aplicación del sistema de cuartos del artículo 61 del Código Penal, mirada 
desde el punto de vista del derecho sustantivo y el adjetivo, no permiten la  
aplicación  del  artículo  61  del  C.P.,  pues  si  bien  es cierto el Estatuto del 
adolescente ley 906 de 2000 artículo 144, para juzgar las conductas punibles 
consagradas en la “Ley 599 de 2000 o Código Penal”, también  es cierto que estos 
no pueden contrariar las reglas de flexibilidad (discrecionalidad del juez) y 
progresividad como lo es la aplicación de la mínima sanción como la 
amonestación, hasta la excepcional como lo es la privación de la libertad 
establecidas en la “ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia”, 
esto es indiscutible tal y como está previsto en la legislación interna y externa, 
además como lo expone la Honorable Corte, cuando dice151: 
 
“Además, excepto la amonestación que, obviamente, no tiene diques temporales, y la privación de 
la libertad para delitos graves, a la que le fueron asignados unos límites mínimo y máximo ínfimos 
en comparación con los que por punibles semejantes enfrentaría un adulto en prisión, las demás 
medidas contempladas para el adolescente infractor son abiertas en el mínimo y cerradas en el 
máximo, y por expresa disposición legal es característica consustancial a todas ellas, que luego de 
impuestas son esencialmente modificables o sustituibles en favor del menor transgresor, esto es, 
por otra de baja intensidad.  
Lo anterior, obedece a que las sanciones del Código de la Infancia y la Adolescencia tienen como 
referente a un sujeto que por no haber agotado su proceso de desarrollo psíquico y emocional, es 
pasible de intervención positiva con base en el carácter protector, pedagógico y restaurador que es 
inherente a aquéllas.”  
3.2.3.1.- Rebaja de pena por allanamiento.- Cuando la Honorable Corte, trata el 
tema de la aplicación del artículo 351 del Código Penal, esto es, rebaja de pena 
por allanamiento a cargos, dice:152 
 
 
150. “Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 




151. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 






“Ahora bien, aun cuando la aceptación de cargos del menor de edad tiene consecuencias idénticas 
al allanamiento a la imputación en la sistemática de los adultos (termina en forma abreviada el 
proceso, permite la condena anticipada del infractor y descongestiona el aparato judicial), 
atendida la naturaleza y finalidades de las sanciones contempladas en la Ley abreviada el proceso, 
permite la condena anticipada del infractor y descongestiona el aparato judicial), atendida la 
naturaleza y finalidades de las sanciones contempladas en la Ley1098 de 2006, Libro II, en lo 
sustancial resulta incompatible el descuento señalado en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004. 
Tal beneficio fue concebido en consonancia con una política criminal de penas altas, rígidas o fijas, 
tras cuya imposición, una vez ejecutoriada la sentencia, son inmodificables por el operador jurídico, 
resultando compatibles con aquél otra clase de institutos tendientes a morigerar el rigor del 
confinamiento, como la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la prisión domiciliaria y 
la libertad condicional, los cuales son por completo ajenos en tratándose de un menor de edad 
transgresor, por cuanto, se reitera, ellos no están sujetos al concepto de pena.” 
 
Precisamente la propuesta de modificación de la legislación tanto interna como 
externa, se hace con fundamento, en la propuesta de incrementar las sanciones, 
hasta en la mitad de las penas consagradas en los tipos penales, para los delitos 
extremadamente graves del menor infractor en ellos, porque distinto es que por 
primera vez cometa por ejemplo un homicidio, a que se haya convertido en un 
sicario profesional causando una estela de dolor y muerte en la sociedad, lo que 
hay que establecer es si éste adolescente puede ser reeducado para ser 
reintegrado a la sociedad, lo cierto es, como se dijo antes, el mínimo posible de la 
sanción que establece la legislación externa como las “Reglas de Beijing y las de 
la Habana” entre otras, y para ser consecuente con ellas, es que se hace esta 
propuesta, en otras palabras, establecer una política criminal de esta forma, pero 
sin afectar las facultades del juez para poderlas modificar conforme a la legislación 
del adolescente, esto en razón a que la sanción, no es rígida ni fija, y por ende, se 
conserva el “interés superior del niño”, preservando el fin para la cual fue 
diseñada, conforme a los postulados de la “Ley 1098 de 2006”, entonces la 
creación del sistema de cuartos en esta ley, para determinar el marco de movilidad 
del administrador de justicia para establecer la sanción a imponer en estos casos y 
en forma excepcional por ser de última ratio es viable. Así las cosas, queda por 
establecer si se afectan los principios de flexibilidad cualitativa y cuantitativa, y 
progresivo que pregona la Honorable Corte: 153 
 
 “En efecto, en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, tal y como ya se señaló, el 
principio de flexibilidad cualitativa y cuantitativa le permite al funcionario seleccionar del listado de 
medidas previsto por el legislador, aquélla que reporte los mejores resultados a los fines de las  
sanciones,  atendida  la  situación  del  menor  y  las  circunstancias particulares del caso, 
discrecionalidad en la que también incide el principio de progresividad, ya que están diseñadas en  
152. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 







función de la mínima intervención, como es la amonestación, hasta un excepcional y último recurso 
aflictivo, como lo es la privación de libertad en un centro de atención especializada”. 
Si se produjere la modificación legislativa propuesta, tendría cabida la aplicación 
del artículo 31 del Código Penal, es decir el concurso de conductas punibles, para 
establecer la gravedad de la conducta del adolescente, y poderla enmarcar dentro 
del sistema de cuartos, hoy la Honorable Corte y de acuerdo a la legislación 
existente la considera contraria a la naturaleza diferenciada del sistema de los 
adolescentes cuando manifiesta154: “f) En los casos en que el menor de edad incurra en un 
concurso de conductas punibles, no tiene cabida la regla de dosificación del artículo 31 de la Ley 
599 de 2000, ya que la misma no encuentra correspondencia con la naturaleza diferenciada del 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, y resulta contraria a las reglas de flexibilidad 
y progresividad consustanciales a ese modelo de tratamiento.”.  
 
Este cambio de legislación que se propone, únicamente se aplicaría para los 
delitos de extrema gravedad, la cual tendría un objetivo adicional, referente a no 
dejar en la impunidad a los partícipes o coparticipes de la conducta punible, 
además, de que el menor infractor experimente ese marco de legalidad y pueda 
llegar a entender la necesidad de convivir en sociedad con respeto a las reglas de 
existencia exigidas, así lo ha expresado la Honorable Corte155:“El objetivo esencial de 
las sanciones previstas en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes es la 
consolidación de sentimientos de propiedad y de relevancia social de los propios actos, proceso en 
el que debe garantizarse el libre desarrollo de la personalidad del menor, de manera tal que la 
imposición y ejecución de esas medidas le permitan experimentar dentro de un marco de legalidad 
la importancia y beneficios de la convivencia armónica, el civismo, la tolerancia, el respecto de sí 
mismo y de los derechos de sus semejantes”. Ahora bien, con relación a la flexibilidad 
cuantitativa, el señor Juez la seguiría conservando, pues a pesar de ajustarse a 
unos parámetros de reforma legislativa, se puede dentro del sistema de cuartos 
escoger la sanción mínima que corresponda, y en la flexibilidad cualitativa, nada 
impide que el funcionario judicial, pueda seleccionar dentro del listado de medidas 
a aplicar a los adolescentes infractores la que reporte mejores resultados, y si se 
ha cometido una conducta extremadamente grave, tal y como sucede en la 
actualidad, no le queda otra al señor juez, que aplicar la medida correspondiente a 
ese hecho. 
 
153. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, 
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155. “Corte Suprema de Justicia. Sentencia 07 de julio de 2010. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. Aprobado Anta N° 





3.2.4. - Propuesta: “Sistema premial”.-Ahora, con relación a la justicia premial, 
de igual manera amerita su estudio para establecer su viabilidad conforme a los 
fines del sistema acusatorio como lo son, “verdad, Justicia y Reparación”. 
Actualmente el artículo 140 del “Código de la Infancia y la Adolescencia, 
establece”:156 
 
“Artículo140. Finalidad del sistema de responsabilidad penal para adolescentes. En materia de 
responsabilidad penal para adolescentes tanto el proceso como las medidas que se tomen son de 
carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, conforme a la 
protección integral. El proceso deberá garantizar la justicia restaurativa, la verdad y la reparación 
del daño. 
En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para 
todo efecto hermenéutico, las autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior 
del niño y orientarse por los principios de la protección integral, así como los pedagógicos, 
específicos y diferenciados que rigen este sistema. 
Parágrafo. En ningún caso, la protección integral puede servir de excusa para violar los derechos y 
garantías de los niños, las niñas y los adolescentes. 
Para nadie es desconocido que muchas de las víctimas desean conocer y saber la 
verdad de los hechos, sus partícipes, la planificación, el fin etc., y que mejor medio 
de conseguirlo que con la justicia premial, lo cual permitiría su fin dentro de un 
sistema de cambio hacia el funcionalismo moderado, tal y como lo expone Claus 
Roxin157. Con el aumento de la sanción a la mitad de las establecidas en los  tipos  
penales para las conductas extremadamente graves, se conserva el trato 
diferenciado con el de los adultos, su ejecución sería en centros especializados 
como lo establece el Estatuto del Adolescente y el juez podría modificarla en 
interés superior del niño, y una de esas modificaciones sería con la justicia 
premial, que además tendría un fin específico como es la prevención general 
respecto de la sociedad y la prevención específica respecto del adolescente 
infractor, si esta situación  ha  dado  resultado en el sistema de adultos, con más 
vera, en el sistema de adolescentes que conseguiría la reconsideración de la 
sanción por parte del juez, la vinculación al proceso penal de las personas que 
hayan actuado en coautoría con el menor, y el castigo para aquellas, que de una 
forma u otra hayan incidido para que el adolescente se haya encaminado por el 
camino de la criminalidad. 
 
Conforme  a  todo  lo  anterior,  debe  igualmente reformarse el artículo 157 del 
Estatuto del Adolescente158, y esos acuerdos entre la Fiscalía y el menor infractor 
únicamente  tendría  aplicación para  los  delitos extremadamente graves  para los  
 
156. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 




cuales se aplicaría una sanción considerable de privación de la libertad 
determinada entre un mínimo y un máximo, esto dice la mencionada disposición:  
 
“Artículo 157. Prohibiciones especiales. En los procesos de responsabilidad penal para adolescentes 
no proceden los acuerdos entre la Fiscalía y la Defensa.  
Cuando el adolescente aceptare los cargos en la audiencia de legalización de la aprehensión o de 
imputación se procederá a remitir el asunto al juez de conocimiento para que fije la fecha para la 
audiencia de imposición de la sanción. 
El juez instará a la Defensoría de Familia para que proceda al estudio de la situación familiar, 
económica, social, sicológica y cultural del adolescente y rinda el informe en dicha audiencia. 
El Juez al proceder a seleccionar la sanción a imponer tendrá en cuenta la aceptación de cargos por 
el adolescente, y durante la ejecución de la sanción será un factor a considerar para la 
modificación de la misma”. 
 
Para nada contradice los estándares internacionales, por el contrario, los 
beneficios que reporta los mencionados acuerdos sobre las prerrogativas 
aplicables, reportan las garantías de protección, reeducación, reintegración a la 
vida social, respeto por los derechos del adolescente conforme a su interés 
superior; pero la pregunta que surgiría es ¿si el menor no quiere negociar que 
pasaría jurídicamente?, sencillamente el Juez al ubicarse dentro del marco de 
movilidad de la sanción, escogería la mínima que considere, una vez se haya 
estudiado los presupuestos o criterios establecidos en el artículo 179 del “Código 
de la Infancia y la Adolescencia”, esto es, “la naturaleza y gravedad de los hecho; 
la proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y 
gravedad de los hechos, las circunstancias y necesidades del adolescente, y las 
necesidades de la sociedad; La edad del adolescente; La aceptación de cargos 
por el adolescente; El incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez, 
y El incumplimiento de las sanciones; con la posibilidad de modificación futura  
 
157.¿Normativismo Radical o Normativismo Moderado? Abanto Vásquez, Manuel A. – Perú. Pág. ...C) En la culpabilidad –
según Roxin, «responsabilidad penal»– se trataría de decidir, sobre la base de la imputabilidad (la «culpabilidad» en sentido 
escrito ») cuándo, bajo circunstancias referidas a la persona o a la situación, existirían supuestos que lleven a una falta de 
«necesidad de pena». En primer lugar, no interesaría probar, en la culpabilidad, la realidad empírica de la libre voluntad (ello 
sería imposible en la práctica), sino –dejando esta discusión para la filosofía o la teología– solamente la «asequibilidad 
normativa» de la persona, es decir, si podía determinarse por motivos8. Pero sobre esta «culpabilidad», como base 
ontológica, como condición de la pena, jugarían un papel importante una serie de criterios basados en la «prevención 
especial »9. No es que la «culpabilidad» por sí sola atraiga hacia sí una pena de manera automática; esto sería aplicar 
«retribución» cuando lo que interesa es, funcionalmente, asegurar una pacífica vida común y una base segura para la 
existencia de los ciudadanos. Por ello, si lo que interesa es prevenir conductas insoportables socialmente (delitos), la 
culpabilidad no siempre deberá acarrear la imposición de una pena, sino solamente servir de «medida»: la culpabilidad es 
requisito necesario de una pena, pero no exige que ésta sea impuesta y, además, la pena que sí se imponga puede quedar 
por debajo de dicha medida o ser reemplazada por otras sanciones cuando lo exijan o permitan razones preventivas 





conforme a las orientaciones de este Estatuto”. 
 
3.2.5.- Propuesta: Relacionada con la finalidad de la sanción.- El artículo 178 
de la Ley 1098 de 2006, contiene las finalidades de la sanción esto es, protectora, 
educativa y restaurativa, pero en la actualidad y como se están observando la 
calidad y cantidad de delitos de extrema gravedad, cometidas por los menores 
infractores de la ley penal, necesariamente se tiene que agregar otra finalidad 
como lo es la prevención tanto específica como genérica, la primera dirigida al 
menor infractor que vulneró el ordenamiento jurídico para que no vuelva a tener 
esa actitud en el futuro. Implícitamente los fines de la sanción que trae la norma 
contienen este tipo de prevención, pero cuando con la aplicación de estos fines no 
se logra este cometido, se debe acudir al criterio retributivo de la sanción, esto es, 
aplicarla en forma más   severa para que lo haga desistir de tales conductas, y con 
ello igualmente se le está protegiendo de las consecuencias materiales y morales 
de su actividad criminal. El carácter retributivo de la sanción es viable siempre y 
cuando no se aplique como único, en estos casos, agotado los demás pasos en 
observancia de la ley se debe acudir a este carácter. Sobre este aspecto ha 
opinado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos159, cuando dice: 
 
“C.    Objetivos del sistema de justicia juvenil (…..) 31.   Así, un sistema de justicia juvenil cuya 
política criminal esté orientada meramente por criterios retributivos y deje en un segundo plano 
aspectos fundamentales como la prevención y el fomento de oportunidades para una efectiva 
reinserción social, sería incompatible con los estándares internacionales en la materia.”. 
Como se puede observar, la política criminal juvenil debe estar orientada por 
aspectos fundamentales entre ellos la prevención que en la legislación interna de 
Colombia se plantea, cuya finalidad como lo dice MIRG PUI160, sobre la 
irrenunciabilidad del derecho penal dentro de un “Estado Social y Democrático de 
Derecho” de su misión en la lucha contra la delincuencia, muy por el contrario esta 
misión de lucha contra el crimen debe estar orientada por y para los ciudadanos. 
Dentro de esta misión del Derecho penal tenemos lo siguiente: 
 
1.- Debe “asegurar la protección efectiva de todos los miembros” que componen la 
sociedad, y bajo este fin debe prevenir la comisión de delitos (Estado Social), que 
los ciudadanos puedan determinar que comportamientos son dañosos y graves 
para sus bienes jurídicos (Estado Democrático), entonces el Derecho Penal debe  
“orientar la función preventiva de la sanción con forme a los principios de 
protección a los bienes jurídicos, de proporcionalidad y de culpabilidad”. Este autor 
nos refiere dos aspectos de la prevención, uno la prevención intimidatoria llamada 
 
158. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Art.157”. 




también prevención especial o negativa, y la otra, llamadaprevención general 
estabilizadora o integradora también denominada prevención general o positiva. 
 
3.2.6.- Propuesta: Crear la sanción de multa.- Nada se opone a la creación de 
la sanción de multa para el menor infractor conforme se explicó en la página 81 de 
este trabajo, teniendo en cuenta que existen tipos penales que solo traen este tipo 
de sanciones, y otros que están acompañadas con la de privación de la libertad 
como por ejemplo el artículo 271 del “Código Penal” sobre la violación de los 
derechos patrimoniales de autor y derechos conexos. La reforma que se propone, 
se hace con fundamento en la solidaridad que tienen los padres o la persona 
encargada del cuidado del adolescente. La sanción de multa puede regularse por 
unidades tal y como lo contiene el artículo 39 numerales 1 y 2 de la “Ley 599 de 
2000 o Código Penal”161, esto permitiría mayor responsabilidad de los padres o de 
las personas encargadas del cuidado del menor infractor, que estaría encaminada 
a su vez a la prevención del delito previo a la comisión del mismo o posterior a ello 
en cierta forma es ejercer mayor control por parte de la institución de la familia.   
 
160. MIRG PUI, Santiago. “EL DERECHO PENAL EN EL ESTADO SOCIALY DEMOCRÁTICO DE DERECHO”. Editorial 
ARIEL, S. A. Barcelona 1ª. Edición: junio 1994. Págs. 37, 38. “El Derecho penal de un Estado social y democrático no 
puede, pues, renunciar a la misión de incidencia activa en la lucha contra la delincuencia, sino que debe conducirla por y 
para los ciudadanos. Ello podría concretarse del modo siguiente: 1. El Derecho penal de un Estado social y democrático 
debe asegurar la protección efectiva de todos los miembros de la sociedad, por lo que ha de tender a la prevención de 
delitos (Estado social),'' entendidos como aquellos comportamientos que los ciudadanos estimen dañosos para sus bienes 
jurídicos—«bienes» no en un sentido naturalista ni ético-individual, sino como posibilidades de participación en los sistemas 
sociales fundamentales—, y en la medida en que los mismos ciudadanos consideren graves tales hechos (Estado 
democrático). Un tal Derecho penal debe, pues, orientar la función preventiva de la pena con arreglo a los principios de 
exclusiva protección de bienes jurídicos, de proporcionalidad y de culpabilidad? Se sigue de lo anterior que la Constitución 
conduce a un Derecho penal llamado a desempeñar, bajo ciertos límites de garantía para el ciudadano, una función de 
prevención general —sin perjuicio de la función de prevención especial a que más adelante me referiré—. Quiero subrayar 
que un Estado democrático ha de apoyar su Derecho penal en el consenso de sus ciudadanos, por lo que la prevención 
general no puede perseguirse a través de la mera intimidación que supone la amenaza de la pena para los posibles 
delincuentes, sino que ha de tener lugar satisfaciendo la conciencia jurídica general mediante la afirmación de las 
valoraciones de la sociedad. La fuerza de convicción de un Derecho penal democrático se basa en el hecho de que sólo 
usa de la intimidación de la pena en la medida en que con ella afirme a la vez las convicciones jurídicas fundamentales de 
la mayoría y respete en lo posible las de las miñonas. Un Derecho penal democrático ha de prevenir no sólo con el miedo al 
Castigo, sino poniendo la pena al servicio del sentimiento jurídico del pueblo. Dos son, pues, los aspectos que debe adoptar 
la prevención general en el Derecho penal de un Estado social y democrático de Derecho: junto al aspecto de prevención 
intimidatoria (también llamada prevención especial o negativa), debe concurrir el aspecto de una prevención general 
estabilizadora o integradora^^ (también denominada prevención general o positiva)? No se trata, con esto, de restar 
importancia al papel de la intimidación. Por una parte, toda prevención general a través de una pena será inevitablemente 
intimidatoria, y afirmar lo contrario supondría un eufemismo gravemente ocultador de la realidad, es decir: ideología en el 
sentido negativo del término. Por otra parte, no sería admisible acudir al concepto de la prevención general estabilizadora, 
integradora o positiva para exigir o permitir que la prevención general fuera más lejos y ampliara sus cometidos más allá de 
la intimidación añadiendo la voluntad de internalizar valores. Importa precisamente lo contrario: limitar la prevención general 
intimidatoria exigiendo que además se presente como socialmente integradora. De otro modo, requerir la prevención 
general estabilizadora tendría un sentido «moralizante», de imposición mediante la coacción de la pena de una adhesión 
interna de los ciudadanos a los valores jurídicos, y ello sería absolutamente impropio de un Derecho penal de garantía del 
individuo.'' Pero se trata, al mismo tiempo, de evitar la pura intimidación estatal que crea posible prescindir de toda 
consideración del consenso social. Tal objetivo se conseguirá siempre cuando la intimidación penal se ejerza dentro de los 
límites señalados a un Estado social y democrático de Derecho (exclusiva protección de bienes jurídicos, proporcionalidad, 
culpabilidad, etc.), y entonces la prevención general se presentará necesariamente como correcta intimidación 
estabilizadora. Mas no hay que olvidar que si la intimidación penal no respetase estos límites políticos podría llevar al terror 
penal, como sucedió en el Estado absoluto del Antiguo Régimen, y entonces no constituiría ya una correcta prevención 
general estabilizadora”. 
 
161. “Ley 599 de 2000, julio 24 por el cual se expide en Código Penal. Momo Ediciones. Título IV. Capítulo III. Artículo 
39. La multa. Modificado por el art. 46, Ley 1453 de 2011. La pena de multa se sujetará a las siguientes reglas.1. Clases de 
multa. La multa puede aparecer como acompañante de la pena de prisión, y en tal caso, cada tipo penal consagrará su 


































aparecer en la modalidad progresiva de unidad multa, caso en el cual el respectivo tipo penal sólo hará mención a 
ella.2. Unidad multa. La unidad multa será de:1) Primer grado. Una unidad multa equivale a un (1) salario mínimo legal 
mensual. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. En el primer grado estarán ubicados quienes hayan 
percibido ingresos promedio, en el último año, hasta diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes.2) Segundo 
grado. Una unidad multa equivale a diez (10) salarios mínimos legales mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) 
unidades multa. En el segundo grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, en el último año, 
superiores a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes y hasta cincuenta (50).3) Tercer grado. Una unidad 
multa equivale a cien (100) salarios mínimos legales mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. En 
el tercer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, en el último año, superiores a cincuenta (50) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.3. Determinación. La cuantía de la multa será fijada en forma motivada por el 
Juez teniendo en cuenta el daño causado con la infracción, la intensidad de la culpabilidad, el valor del objeto del delito o el 
beneficio reportado por el mismo, la situación económica del condenado deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones 
y cargas familiares, y las demás circunstancias que indiquen su posibilidad de pagar.4. Acumulación. En caso de concurso 
de conductas punibles o acumulación de penas, las multas correspondientes a cada una de las infracciones se sumarán, 
pero el total no podrá exceder del máximo fijado en este Artículo para cada clase de multa.5. Pago. La unidad multa deberá 
pagarse de manera íntegra e inmediata una vez que la respectiva sentencia haya quedado en firme, a menos que se acuda 
a alguno de los mecanismos sustitutivos que a continuación se contemplan.6. Amortización a plazos. Al imponer la multa, o 
posteriormente, podrá el Juez, previa demostración por parte del penado de su incapacidad material para sufragar la pena 
en un único e inmediato acto, señalar plazos para el pago, o autorizarlo por cuotas dentro de un término no superior a dos 
(2) años. La multa podrá fraccionarse en cuotas cuyo número no podrá exceder de veinticuatro (24), con períodos de pago 
no inferiores a un mes. 7. Amortización mediante trabajo. Acreditada la imposibilidad de pago podrá también el Juez 
autorizar, previa conformidad del penado, la amortización total o parcial de la multa mediante trabajos no remunerados en 
asunto de inequívoca naturaleza e interés estatal o social. Una unidad multa equivale a quince (15) días de trabajo. Los 
trabajos le obligan a prestar su contribución no remunerada en determinadas actividades de utilidad pública o social. Estos 
trabajos no podrán imponerse sin el consentimiento del penado y su ejecución se ceñirá a las siguientes condiciones:1) Su 
duración diaria no podrá exceder de ocho (8) horas.2) Se preservará en su ejecución la dignidad del penado.3) Se podrán 
prestar a la Administración, a entidades públicas, o asociaciones de interés social. Para facilitar su prestación la 
Administración podrá establecer convenios con entidades que desarrollen objetivos de claro interés social o comunitario. Se 
preferirá el trabajo a realizar en establecimientos penitenciarios.4) Su ejecución se desarrollará bajo el control del juez o 
tribunal sentenciador, o del juez de ejecución de penas en su caso, despachos que para el efecto podrán requerir informes 
sobre el desempeño del trabajo a la administración o a la entidad o asociación en que se presten los servicios.5) Gozará de 
la protección dispensada a los sentenciados por la legislación penitenciaria en materia de seguridad social.6) Su prestación 
no se podrá supeditar al logro de intereses económicos. Las disposiciones de la Ley Penitenciaria se aplicarán 
supletoriamente en lo no previsto en este Código. En los eventos donde se admita la amortización de la multa por los 






Las propuestas hechas en este trabajo, no están encaminadas a vulnerar en 
ningún momento el interés superior del niño, ni sus derechos ni protección que se 
pregona en la legislación internacional y en la interna, sino que se preserva el 
principio de legalidad expuesto en el artículo 152 del Estatuto del Adolescente que 
dice:162“Artículo 152: Principio de legalidad. Ningún adolescente podrá ser investigado acusado, 
ni juzgado por acto u omisión, al momento de la comisión del delito que no esté previamente 
definido en la ley penal vigente, de manera expresa e inequívoca. El adolescente declarado 
responsable por la autoridad judicial de la comisión de un delito sólo podrá ser sancionado con la 
imposición de las medidas definidas en la presente ley.”, al reformar la legislación interna 
con relación a los adolescentes, se observaría el principio de legalidad, se estaría 
incrementando la prevención genérica y específica, se estaría aplicando una 
justicia real a los fenómenos de la criminalidad juvenil que se ha modificado 
considerablemente a través del tiempo, es decir, los afectos morales y 
sentimientos de los niños, no son los mismos de las épocas anteriores cuando se 
crearon los estándares internacionales (“Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1959, ratificado mediante Ley 74 de 1968, Convención Americana 
sobre Derechos Humanos de 1969, ratificada mediante Ley 16 de 1972, Reglas de 
Beijing, aprobadas mediante Resolución 40/33 del 28 de noviembre de 1985, y las 
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad aprobadas mediante Resolución 45/113 del 14 de diciembre de 1990,  
Reglas de Tokio de 1990, y las Directrices de Riad de 1990”), en otras palabras la 
cultura de formación y educación de los niños se ha modificado 
considerablemente, por ejemplo, anteriormente el niño cometía una conducta 
dañina y surgía en él un arrepentimiento que hacía permisible su reeducación y 
restablecimiento de su comportamiento para su convivencia en la sociedad, hoy, el 
niño comete una infracción penal y se jacta  o se siente orgulloso de ello y con la 
necesidad de volverlo a ejecutar, influenciado tal vez, por los programas violentos 
televisivos que están en boga en la actualidad, por la mala formación dentro del 
núcleo familiar dada su grado de pobreza, por la falta de la protección estatal en 
su desarrollo físico e intelectual, etc., por eso dentro de la legislación penal para 
adolescentes, se constituye en un verdadero reto de recuperación del niño 
infractor, pero no es la súper protección que se le ha dado hasta el momento, lo 
que conlleva a su recuperación, porque precisamente las estadísticas que en este 
trabajo se muestran, nos dicen todo lo contrario, ciertamente, el derecho penal 
sigue siendo de última ratio porque en un “Estado Social y Democrático de 
Derecho” como lo es Colombia, se deben buscar otras alternativas sociales antes 
de acudir a la legislación penal, tales como, prohibir los programas televisivos 
violentos y en hora familiar, generación de empleo  para  combatir  la pobreza y la 
indigencia poblacional, protección a los niños en todos los ámbitos, familiar, social  
 
162. “Ley 1098 de 2006”. “Por la cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia”, “Publicada en el Diario Oficial 
46.446, el 8 de noviembre de 2006. Art.152”. 
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e institucional, garantizar la educación y acceso a la salud haciéndolas efectivas, 
etc., porque ciertamente estos derechos son de rango constitucional, pero en la 
práctica no se hacen efectivas por falta de accionar del Estado. 
 
De igual manera, se puede concluir que la protección plena a los menores de edad 
o niños, es bienvenida en la medida que estas sean víctimas de las conductas 
punibles ejecutadas por cualquier persona, pero lo mismo no se puede pregonar 
de los menores infractores de la ley penal o victimarios, aquí esta protección no 
debe ser plena o total, sino debidamente regulada y proporcional conforme a la 
conducta punible cometida y para los fines de la sanción. 
 
Como se puede observar, que en cuanto al objetivo general de este trabajo que es 
establecer si la sanción impuesta a los menores infractores de la ley penal es o no 
suficiente para regular la conducta punible, se puede concluir, que si bien es 
cierto, tal y como esta descrita en el Estatuto de la Infancia y la Adolescencia, para 
la Honorable Corte Suprema de Justicia, se ajusta a los estándares 
internacionales, también es cierto, que se ha descuidado en forma considerable la 
protección de los bienes jurídicos de la comunidad o sociedad, quien es la directa 
afectada por el proceder criminal de los adolescentes, como es el caso de la 
noticia televisiva reciente de que se presume de que un niño de 15 años 
descuartiza a otro de menor edad,163(aquí se goza de la presunción de inocencia, 
pero nunca se conocerá el resultado por cuanto la actuación judicial referidas a los 
menores de edad es reservada) y casos semejantes que a diario se publican en 
los diarios nacionales, todo en consideración al “interés superior del niño”, con 
esto no se quiere decir, que este interés no sea tenido en cuenta, sino que en su 
valoración se establezca una verdadera justicia social, donde todos salgan 
ganando, el adolescente en su reeducación, protección y recuperación, la 
sociedad en su protección y en las víctimas el sentimiento de justicia que tanto 
claman, por lo tanto, se verifica, que la “Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia 
y la Adolescencia” no está siendo suficiente para regular las conductas punibles 
ejecutadas por los adolescentes. 
 
En cuanto al objetivo específico, como se dijo anteriormente, el fundamento 
jurídico que regula la criminalidad de los menores adolescentes dentro de un 
“Estado Social y Democrático de Derecho” como lo es Colombia, se ha convertido 
en una herramienta superprotectora de estos niños, y es precisamente que no se 
ha tenido en cuenta en su totalidad este modelo de Estado, como lo comenta el 
tratadista Dr. MIR PUIG, cuando dice: “… 1. El Derecho penal de un Estado social y 
democrático debe asegurar la protección efectiva de todos los miembros de la sociedad, por lo que 
ha de tender a la prevención de delitos (Estado social),… , y en la medida en que los mismos  
 
163. Caracol Radio, Blu Radio. 11 de febrero. Sospechoso de matar y descuartizar a niño de 7 años, en La Vega, es otro 
menor de edad. Aunque su nombre no ha sido suministrado, se sabe que tiene 15 años y que estuvo con la víctima antes 






ciudadanos consideren graves tales hechos (Estado democrático)…Tal objetivo se conseguirá 
siempre cuando la intimidación penal se ejerza dentro de los límites señalados a un Estado social y 
democrático de Derecho (exclusiva protección de bienes jurídicos, proporcionalidad, culpabilidad, 
etc.)164. 
 
Ahora, con relación a la sanción para los “adolescentes infractores de la ley 
penal”, hacia la operatividad del libre desarrollo de su personalidad, se concluye, 
que esta no es ilimitada, que el “interés superior del niño” es un concepto 
relacional, es decir, que frente a sus derechos e intereses debe armonizarse con 
“los de otras personas con las cuales han entrado en conflicto”, esto dice la 
Honorable Corte Constitucional:165, “La jurisprudencia constitucional también ha insistido en 
que el interés superior y prevaleciente de los niños, las niñas y los adolescentes es un 
concepto relacional, es decir, que se predica de situaciones en las cuales deban armonizarse los 
derechos e intereses de un determinado niño con los de otra u otras personas con los cuales han 
entrado en conflicto, lo que significa que no puede otorgárseles un 
carácter excluyentes o absolutos”. 
 
La misma Corte Constitucional establece  que existen lagunas de carácter 
procedimental que suscitan importantes dudas hermenéuticas, por lo tanto se 
pronuncia para que el legislador regule legalmente estas situaciones, esto dice la 
Corte:“Sin embargo, el procedimiento presenta algunas lagunas normativas que suscitan 
importantes dudas hermenéuticas porque en primer lugar no establece un término para que el 
fiscal formule la solicitud que contiene la acusación, ni tampoco prevé una ritualidad específica 
para adelantar esta actuación,  tampoco define si el juez de control de garantías debe 
pronunciarse sobre la solicitud del fiscal, ni tampoco prevé una ritualidad específica que deba 
surtirse ante la autoridad judicial y en la cual esté prevista la participación de los sujetos procesales 
para tales efectos…  Las lagunas normativas no son susceptibles de ser subsanadas mediante 
facultades discrecionales de las autoridades judiciales”,es así, que con este trabajo de 
investigación se coloca en consideración una serie de situaciones jurídicas para 
que sean valoradas en su integridad por la comunidad crítica del derecho, pues no 
contravienen las normas internacionales en “relación con los derechos de los 
niños” y la única oposición son los conceptos jurídicos de carácter interno tanto 







164. MIRG PUI, Santiago. “EL DERECHO PENAL EN EL ESTADO SOCIALY DEMOCRÁTICO DE DERECHO”. Editorial 
ARIEL, S. A. Barcelona 1ª. Edición: junio 1994. Págs. 37, 38. 
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